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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Orden del Día de la Novena Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

28 de septiembre del año 2017.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se crea la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre.


B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de los numerales 1 y 4 de la fracción VIII, del Artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que presenta la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados Integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, mediante la cual se propone que dentro de los primeros cuatro meses del inicio de cada administración se establezcan los programas de organización y participación social.

C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción XVI y se adiciona la fracción XVII, al Artículo 9 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez” del Partido Verde Ecologista de México, mediante la cual se propone establecer la promoción de la cultura de la donación de órganos.

D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona el Artículo 640 Bis a la Ley para la Familia del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza, mediante la cual propone establecer como obligación del Estado, promover los beneficios que se obtienen al constituir el patrimonio familiar.

|
E.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 20 y 53, de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone que al inscribirse las actas de nacimiento en el extranjero se podrá desprender el apellido materno a petición de parte.

F.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier Díaz González, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, mediante la cual propone actualizar diversas denominaciones.

G.-  Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversos Artículos de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Verónica Martínez García, mediante la cual se propone implementar acciones concretas para garantizar el acceso de las mujeres a sus derechos.
H.-  Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifican y adicionan diversas disposiciones del Código Penal del Estado de Coahuila, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Georgina Cano Torralva, con relación a tutelar el bienestar e integridad de la niñez.

I.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona el párrafo segundo del Artículo 1° y se reforma la fracción I del mismo Artículo, de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada María del Socorro Lozano Dávila, mediante la cual se propone redefinir el concepto de agua potable.
J.-  Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona la fracción primera del Artículo 3°, recorriendo los subsecuentes de la Ley de la Promotora para el Desarrollo Rural de Coahuila, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Graciela Trueba Carrillo, mediante la cual propone atribuir a la Promotora de Desarrollo Rural del Estado, la elaboración de un plan anual para fortalecer el desarrollo rural. 

8.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, por el que se propone al Pleno de Este H. Congreso la lista de candidatos a ocupar el cargo de Fiscal General del Estado, que se enviará al Ejecutivo para los efectos de lo dispuesto en el Artículo 114 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, con relación a la convocatoria pública para nombrar dos Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,546.99 M2., ubicado en la colonia “Ampliación Valle del Norte” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la “Asociación Emmanuel En Pro De Niños Autistas A.C.”, con objeto de cumplir con el interés público, para que dicha Asociación pueda formalizar la posesión del predio y que lleve a cabo el objetivo relativo al cuidado de niños autistas.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas , con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 160.00 M2., ubicado en la colonia “Lucio Cabañas” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Jaime Alonso González Ibarra, con objeto del fomento a la vivienda para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 83.107 M2.,  ubicado en la colonia “Año de Juárez” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Valente Trejo Martínez, con el objeto de ampliar el desarrollo económico, a través de la creación de una empresa de beneficio colectivo.
F.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 6,010.856 M2., ubicado en el fraccionamiento “Loma Linda” de esta ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de los beneficiarios que se encuentran en la zona de restauración de la Sierra de Zapalinamé, con objeto del fomento a la vivienda para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.


G.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Monclova, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 15 años, de dos inmuebles que cuentan con una superficie de 32,429.62 M2., y 34,373.83 M2., ubicado en la colonia Ciudad Deportiva de esa ciudad, a favor de PROMOTORA DEPORTIVA GAN, S.A. DE C.V., con objeto de una necesidad de interés público para beneficiar a los habitantes de esa región con un centro deportivo de sano esparcimiento familiar y social.

9.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
MINUTA DE LA OCTAVA  SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO Y SIENDO LAS 10:00 HORAS CON 39 MINUTOS, DEL 22 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2017, DIO INICIO LA SESIÓN ESTANDO PRESENTES 17 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CON LA ACLARACIÓN DEL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA EN EL SENTIDO DE INFORMAR, QUE LAS DIPUTADAS  LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA Y EL DIPUTADO MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE NO ASISTIRÁN A LA PRESENTE SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.

LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VALIDA LOS ASUNTOS QUE EN ELLA SE PRESENTARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR DISCULPÁNDOSE SU LECTURA.

3.- SE DIO LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

4.- SE DISPENSÓ LA LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS, EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR, ASÍ COMO EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A REFINANCIAR Y/O REESTRUCTURAR LA DEUDA PÚBLICA ESTATAL A SU CARGO QUE SE INDICA, Y A CELEBRAR LAS DEMÁS OPERACIONES FINANCIERAS Y ACTOS JURÍDICOS QUE SE SEÑALAN, PRESENTADA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

6.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS, EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR, ASÍ COMO EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE HACIENDA Y PRESUPUESTO, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA  DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2017 Y EL PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, DEL EJERCICIO FISCAL 2017, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

7.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS, EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR, ASÍ COMO EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO, POR LA QUE SE CREA LA LEY DE RENDICIÓN DE CUENTAS Y FISCALIZACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

8.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR, ASÍ COMO EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE SEGURIDAD PÚBLICA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO QUE ESTABLECE LAS BASES DE COMPENSACIÓN ECONÓMICA QUE SE OTORGARÁN A LOS ELEMENTOS DE SEGURIDAD PÚBLICA, INTEGRANTES DE LAS CORPORACIONES POLICIALES QUE FORMAN PARTE DEL SISTEMA ESTATAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y DE SEGURIDAD PÚBLICA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, Y DE LA LEY ORGÁNICA DE LA COMISIÓN ESTATAL DE SEGURIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.
10.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A LA INICIATIVA DE DECRETO PLANTEADA POR EL EJECUTIVO DEL ESTADO PARA QUE SE AUTORICE AL GOBIERNO DEL ESTADO A ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, UN PREDIO DE SU PROPIEDAD CON UNA SUPERFICIE DE 2,584.2161 M2., UBICADA EN EL MUNICIPIO DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A FAVOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CON OBJETO DE QUE SEA UTILIZADO ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE PARA EL CUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES Y DE LAS DISPOSICIONES JURÍDICAS QUE SE DERIVEN DE LAS MISMAS.

11.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A LA INICIATIVA DE DECRETO PLANTEADA POR EL EJECUTIVO DEL ESTADO PARA QUE SE AUTORICE AL GOBIERNO DEL ESTADO A ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 8,717.50 M2., CONOCIDO COMO “BODEGAS CAPELLANÍA”, UBICADO EN LA CIUDAD DE RAMOS ARIZPE, A FAVOR DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE RAMOS ARIZPE, COAHUILA DE ZARAGOZA, CON OBJETO DE QUE SE FORTALEZCA LA INFRAESTRUCTURA CULTURAL Y LA RECREACIÓN EN DICHO MUNICIPIO, A TRAVÉS DE LA CONSTRUCCIÓN, ACONDICIONAMIENTO Y FUNCIONAMIENTO DEL “TEATRO DE LA CIUDAD” Y DEL “MUSEO DEL AUTOMÓVIL”.

12.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A LA INICIATIVA DE DECRETO PLANTEADA POR EL EJECUTIVO DEL ESTADO PARA QUE SE AUTORICE AL GOBIERNO DEL ESTADO A ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, UNA FRACCIÓN DE TERRENO DE SU PROPIEDAD, CON UNA SUPERFICIE DE 49,932.269 M2., UBICADA EN EL MUNICIPIO DE SAN PEDRO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A FAVOR DEL COLEGIO DE ESTUDIOS  CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL ESTADO DE COAHUILA, CON OBJETO DE QUE SEA UTILIZADO ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE PARA EL FUNCIONAMIENTO DE PLANTEL LUCHANA.

13.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A LA INICIATIVA DE DECRETO PLANTEADA POR EL EJECUTIVO DEL ESTADO PARA QUE SE AUTORICE AL GOBIERNO DEL ESTADO A ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, UNA FRACCIÓN DE TERRENO DE SU PROPIEDAD IDENTIFICADO COMO FRACCIÓN A CON UNA SUPERFICIE DE 13,523.38 M2., UBICADO EN EL MUNICIPIO DE RAMOS ARIZPE, COAHUILA, A FAVOR DEL INSTITUTO DE CAPACITACIÓN PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE COAHUILA, CON OBJETO DE QUE SE DESTINE ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE PARA IMPARTIR E IMPULSAR LA CAPACITACIÓN FORMAL PARA EL TRABAJO EN LA ENTIDAD, DE MANERA QUE SE ELEVE SU CALIDAD EN FUNCIÓN DEL APARATO PRODUCTIVO Y DE LAS NECESIDADES DETECTADAS.

14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA VALIDACIÓN DE UN ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, SEIS LOTES DE TERRENOS CON UNA SUPERFICIE TOTAL DE  14,231.60 M2., UBICADO EN EL FRACCIONAMIENTO “LOS ÁLAMOS” DE ESA CIUDAD, A FAVOR DE LA INMOBILIARIA Y CONSTRUCTORA LOS ÁLAMOS, S.A. A FIN DE REGULARIZAR LA TENENCIA DE LA TIERRA, EL CUAL FUE DESINCORPORADO CON DECRETO NÚMERO 930 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE FECHA 09 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO, INFORMANDO LA PRESIDENCIA QUE LOS PUNTOS DE ACUERDO CONSIGNADOS EN EL PUNTO 8 DEL ORDEN DEL DÍA, A SOLICITUD DE LOS PROMOVENTES SE DARÍA LECTURA SOLO A LOS RESOLUTIVOS DE LOS MISMOS, DISPONIÉNDOSE QUE EL CONTENIDO DE LOS MISMOS SEA INCORPORADO EN EL DIARIO DE LOS DEBATES DE MANERA ÍNTEGRA, ASÍ COMO QUE EL PRONUNCIAMIENTO DE LA DIPUTADA MARTHA GARAY CADENA “CON MOTIVO DEL RECIENTE SISMO QUE AFECTÓ LOS ESTADOS DE MORELOS, PUEBLA, GUERRERO Y LA CIUDAD DE MÉXICO” QUE PRESENTÓ CONJUNTAMENTE CON LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA Y LAS DEMÁS DIPUTADAS DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, TAMBIÉN FUERA INCORPORADO DE MANERA ÍNTEGRA EN EL DIARIO DE LOS DEBATES.
15.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LOS PARTIDOS POLÍTICOS A QUE SE SUMEN A LA INICIATIVA DEL PRI DE APOYAR CON EL 25% DE SU PRESUPUESTO ANUAL A LOS DAMNIFICADOS DE LOS SISMOS QUE SE PRESENTARON LOS DÍAS SIETE Y DIECINUEVE DE SEPTIEMBRE DEL PRESENTE AÑO EN DIVERSOS PUNTOS DE NUESTRO PAÍS, ASÍ COMO DE SOLICITAR AL INE ANALIZAR LA POSIBILIDAD DE DESTINAR POR ÚNICA OCASIÓN LO RECABADO POR CONCEPTO DE MULTAS FIJADAS A PARTIDOS POLÍTICOS PARA EL MISMO FIN”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.
16.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL CONGRESO DE LA UNIÓN Y AL INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL A LEGISLAR Y REALIZAR LAS ACCIONES NECESARIAS PARA QUE GRAN PARTE DEL PRESUPUESTO DESTINADO A LAS ELECCIONES DE 2018, SE REASIGNE PARA LA RECONSTRUCCIÓN DE APOYO A LOS DAMNIFICADOS POR LOS DESASTRES NATURALES RECIENTES”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA.
17.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS  “EXHORTAR A LAS ALCALDESAS Y ALCALDES ELECTOS EN COAHUILA, PARA EL EJERCICIO 2018, A QUE CUMPLAN ÍNTEGRAMENTE CON SU MANDATO, Y NO SOLICITEN LICENCIA PARA SEPARARSE DEL CARGO CON LA FINALIDAD DE BUSCAR LA REELECCIÓN”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ”, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO.
18.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS Y EN LO TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA LA PROPUESTA DE ACUERDO DE INTEGRANTES DE LA JUNTA DE GOBIERNO, PARA LA INTEGRACIÓN DE COMISIONES DICTAMINADORAS PERMANENTES Y ESPECIALES, ASÍ COMO DE COMITÉS, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 64 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA, ASÍ COMO EN LOS ARTÍCULOS 27, 72, 76, 77, 86, 87, 239 Y DEMÁS RELATIVOS DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA.
EN BREVE TIEMPO SE PRESENTARON LOS LEGISLADORES QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN, ASISTIENDO FINALMENTE 21 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN, SIENDO LAS 13:00 HORAS, CON 26 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITANDO A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A LA NOVENA SESIÓN ORDINARIA QUE SE LLEVARÍA A CABO A LAS 11:00 HORAS DEL DÍA JUEVES 28 DE SEPTIEMBRE DEL 2017.
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 22 DE SEPTIEMBRE DEL 2017

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.
SECRETARIA.
	
	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA.
SECRETARIA.


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

28 DE SEPTIEMBRE DE 2017

1.- INICIATIVAS DE LA LEYES DE INGRESOS Y PRESUPUESTOS DE INGRESOS DE LOS MUNICIPIOS DE CASTAÑOS E HIDALGO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA

2.- TABLAS DE VALORES DE SUELO Y CONSTRUCCIÓN, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018, DE LOS SIGUIENTES MUNICIPIOS: ACUÑA, FRONTERA, 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA

3.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE PARRAS, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL DE UN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 1,222.12 M2, UBICADO EN EL FRACCIONAMIENTO ESTRELLA, CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DEL GOBIERNO DEL ESTADO PARA SER DESTINADO A LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, CON OBJETO DE CONSTRUIR  Y EQUIPAR LA UNIDAD DE INVESTIGACIÓN Y ATENCIÓN INTEGRAL PARA EL NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL FORÁNEA EN DICHO MUNICIPIO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

4.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE SALTILLO, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL DE UN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 450,435 M2, UBICADO EN EL FRACCIONAMIENTO MORELOS V SECTOR, CON EL FIN DE CELEBRAR UN CONTRATO COMODATO A FAVOR DEL “COMEDOR SANTA MARÍA A.C.”, CON EL FIN DE QUE ESTA ASOCIACIÓN CUMPLA CON SU OBJETO SOCIAL.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

5.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE SALTILLO, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL DE UN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 12,750.3516 M2, UBICADO EN EL FRACCIONAMIENTO LAS TERESITAS, CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A TRAVEZ DE LA FIGURA JURÍDICA DE DONACIÓN A FAVOR DEL GOBIERNO DEL ESTADO PARA EL USO DEL COLEGIO DE BACHILLERES DE COAHUILA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

6.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE TORREÓN, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL DE UN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 10,308.60 M2, UBICADO EN EL FRACCIONAMIENTO MONTEBELLO, CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DEL CONSEJO PROMOTOR PARA EL DESARROLLO DE LAS RESERVAS TERRITORIALES DE TORREÓN.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

7.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL INFORMA QUE EN SESIÓN DE CABILDO SE APROBARON DOS ACUERDOS TENDIENTES A LA REALIZACIÓN DE ACCIONES A FIN DE FAVORECER LA ECONOMÍA DE LOS HABITANTES DE DICHO MUNICIPIO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

8.- PRESUPUESTO DE INGRESOS PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018, DEL SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CASTAÑOS.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA
9.- PRESUPUESTO DE EGRESOS PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018, DEL SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CASTAÑOS.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA
10.- OFICIOS DE LA MAGISTRADA PRESIDENTA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO, MEDIANTE LOS CUALES SOLICITA SE LES HAGA LLEGAR LAS TERNAS DE CANDIDATOS PROPUESTAS POR EL CONGRESO DEL ESTADO, PARA OCUPAR LOS CARGOS DE DOS MAGISTRADOS NUMERARIOS DEL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE QUE QUEDARON VACANTES.  

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

11.- INFORME DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA CORRESPONDIENTE AL SEGUNDO TRIMESTRE DE 2017, DEL MUNICIPIO DE JIMÉNEZ.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA
12.- INICIATIVAS DE LA LEYES DE INGRESOS Y PRESUPUESTOS DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE PIEDRAS NEGRAS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA

13.- TABLAS DE VALORES DE SUELO Y CONSTRUCCIÓN, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018, DEL MUNICIPIO DE PIEDRAS NEGRAS.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PRESENTADA EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 22 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 22 de septiembre de 2017, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los Partidos Políticos Nacionales y al Instituto Nacional Electoral, el punto de acuerdo, en el que se solicita a los “Partidos Políticos que se sumen a la iniciativa del Partido Revolucionario Institucional de apoyar con el 25% de su presupuesto a los damnificados de los sismos que se presentaron en los últimos días en diversos puntos de nuestro país” así mismo se solicita al “Instituto Nacional Electoral se analice la posibilidad de destinar por única ocasión lo recabado por concepto de multas a Partidos Políticos para el mismo fin", planteado por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
2.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Cámara de Diputados y a la Cámara de Senadores de la Republica, así como al Instituto Nacional Electoral, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a “Legislar y realizar las acciones necesarias para que gran parte del presupuesto destinado a las Elecciones del 2018 se reasigne para la reconstrucción y apoyo de los damnificados por los desastres naturales recientes", planteado por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, para los efectos procedentes.
3.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió los 38 Municipios del Estado, el punto de acuerdo, en el que se le exhorta a “Las Alcaldesas y Alcaldes electos para el periodo constitucional 2018-2019 a no renunciar a sus cargos a fin de buscar la reelección", planteado por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez” del Partido Verde Ecologista de México, para los efectos procedentes.

A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA, A 28 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY QUE REGULA EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA PÚBLICA EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE. 

H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 162, 163  y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se crea la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

De acuerdo a nuestra Carta Magna, en términos de su artículo 21, garantizar la seguridad pública es una obligación a cargo tanto de la Federación, la ahora Ciudad de México, las Entidades Federativas y los Municipios, en el respectivo ámbito de sus competencias.

En ese sentido, existen una serie de principios contemplados tanto en sede Constitucional como Convencional, que tienen que observarse para poder instrumentar de forma adecuada el ejercicio por parte de las autoridades de dicha obligación de garantizar la Seguridad Pública, para que así, si bien constituye una obligación del Estado Mexicano preservar el orden y la paz pública, dichos objetivos puedan ser alcanzados garantizando en todo momento las libertades y derechos de su población.
Es entonces, que al recaer en todo Estado democrático, la obligación de garantizar la seguridad y salvaguardar el orden público, nace de forma simultanea la facultad de los Estados de hacer uso de la fuerza, para poder alcanzar su finalidades; sin embargo, dicho uso de la fuerza encuentra sus límites en la observancia de los derechos humanos, pues por más que se intente alcanzar un objetivo Constitucionalmente válido, el poder del Estado jamás podrá ser ilimitado para alcanzar dichos fines con independencia o no de la gravedad de las circunstancias, pues es esto justamente una de las cosas que distinguen a un Estado democrático y de Derecho. 
En ese sentido, los actos en los cuales se emplea el uso de la fuerza pública, al ejecutarse por elementos del Estado en ejercicio de las funciones de seguridad pública, constituye un acto de autoridad y, como tal, están sujetos para su regularidad a los mandatos y límites constitucionales que lo rigen, en virtud de que, por naturaleza propia, puede restringir las libertades humanas, aun cuando dicha restricción pudiera ser legítima. Además, son actos revisables en cuanto a la necesidad de su realización y la regularidad legal de su ejercicio, sin menoscabo de que de tal revisión derive o no efectos vinculatorios.

Por lo anterior, es imperativo establecer un marco jurídico adecuado para el uso de la fuerza por parte de los elementos encargados de ejecutar la función del Estado, en el cual se establezcan las condiciones que van a justificar el uso de la fuerza en nombre del Estado además de prever un sistema de responsabilidades para los casos en que se traspasen esos límites.

De lo contrario, de no existir dicho marco jurídico, se puede dar lugar al abuso y a que las actuaciones de los elementos no puedan sujetarse a vigilancia, control y análisis constante, pues no habrá directrices sobre el uso de la fuerza con las cuales anteponer sus actuaciones.

En ese orden de ideas, se considera necesario emitir la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza, con la finalidad de dar certeza jurídica a las actuaciones que sean llevadas a cabo para salvaguardar la seguridad pública, a fin de que sean respetados los derechos humanos.

Destacándose que el trabajo legislativo, no solo contempla lo relativo al ejercicio de la fuerza pública, sino también derechos y obligaciones referentes a la capacitación y el equipamiento de los cuerpos de seguridad, esto con la finalidad de prevenir y erradicar el uso excesivo o ilegal de la fuerza pública, pues se establecen lineamientos y métodos para que los elementos puedan realizar un empleo diferenciado del uso de la fuerza, que les permita cumplir con sus objetivos pero sin provocar daños excesivos o injustificados a las personas. 

En ese orden de ideas, el marco legal creado para la autorización y el empleo legítimo del uso de la fuerza pública, y de armas letales, se creó en la base del respeto a cuatro principios fundamentales, siendo estos (I) legalidad; (II) absoluta necesidad; (III) proporcionalidad; y (IV) rendición de cuentas; y esto es así, pues la complejidad de la función que realizan los cuerpos policiacos, no siempre permite que existan ordenamientos rígidos que prevean una consecuencia especifica o una forma de actuar determinada a cada caso concreto, pues la dinámica social presenta un universo de situaciones en las cuales tendrá que intervenir el Estado a través de sus elementos para cumplir con sus fines, sin embargo ello no quiere decir que sus actuaciones no deban de realizarse al imperio de los principios antes mencionados, que aseguren un respeto a los Derechos Humanos.

Sin embargo, dichos principios tienen que apreciarse bajo la óptica particular del uso legítimo de uso de la fuerza, lo cual implicará matices muy específicos o determinados en este tema, esto pues, por ejemplo comparándolo con el principio de legalidad en materia tributaria, si bien tiene la misma esencia, no tendrá los mismos alcances, por ello será necesario abordar los mencionados principios que rigen el uso de la fuerza, bajo la interpretación que la Suprema Corte de Justicia de la Nación le dio, particularmente en el uso de la fuerza, esto al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 25/2016, y sus acumuladas 27/2016 y 28/2016.

Así las cosas, la Suprema Corte determinó que, por lo que hace al (I) principio de legalidad se concebía como la obligación Estatal de sancionar normas con jerarquía de ley, en cumplimiento de las normas internacionales destinadas a regular la actuación de los agentes del orden en el cumplimiento de sus funciones, precisando también que a su vez, la Corte Interamericana señalaba sobre este principio, que al emplearse la fuerza su empleo debía estar dirigido a lograr un objetivo legítimo, debiendo existir un marco regulatorio que contemplara la forma de actuación en dicha situación.

Ahora, por lo que hace a “lograr un objetivo legítimo”, la Suprema Corte determinó que únicamente se concibe la posibilidad de limitar los derechos de las personas, y en consecuencia también a utilizar la fuerza, en caso de que se persiga un objetivo legítimo, pero señaló de forma muy puntual, que en el caso del uso de la fuerza letal, el único objetivo que puede considerarse legítimo en caso del empleo de dicha fuerza, es salvar la vida de una persona o protegerla de lesiones graves; concepción que se recoge en la Ley que nos ocupa, con el mismo énfasis que le dio la Corte.
Además porque el referido principio se encuentra previsto en el primero de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que señala: "Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley adoptarán y aplicarán normas y reglamentaciones sobre el empleo de la fuerza y armas de fuego contra personas por parte de funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. Al establecer esas normas y disposiciones, los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley examinarán continuamente las cuestiones éticas relacionadas con el empleo de la fuerza y de armas de fuego".

En ese sentido, el primer requisito para que el uso de la fuerza no se considere arbitrario, estriba en que deberá estar basado en un fundamento jurídico adecuado, en el cual se establezcan las condiciones que justifiquen el uso de la fuerza en nombre del Estado y se prevea un sistema de depuración de responsabilidades para los casos en que se traspasen esos límites. Este requisito se incumple si se emplea la fuerza sin que lo autorice la legislación o si su empleo se basa en una legislación que no se ajuste al bloque de constitucionalidad y convencionalidad.

Por lo anterior, cumplimentar adecuadamente con el principio de legalidad no sólo permite que el Estado Mexicano cumpla con los mandatos constitucionales y los compromisos internacionales que ha adquirido en la materia, sino que además posibilita que, al reducir en la medida posible el grado de discreción con los que cuentan las autoridades que ejercen la fuerza pública, puedan determinarse las responsabilidades respectivas en caso de su abuso, lo cual orienta el actuar de las autoridades, al mismo tiempo, dota de certidumbre jurídica a los gobernados y posibilita la rendición de cuentas. 

Por otra parte, por lo que hace al principio de (II) absoluta necesidad, la Corte determinó que este se refiere a la posibilidad de recurrir a las medidas de seguridad ofensivas y defensivas estrictamente necesarias para el cumplimiento de las órdenes legítimas impartidas por la autoridad competente ante hechos violentos o delictivos que pongan en riesgo el derecho a la vida o la integridad personal de cualquier habitante.

La absoluta necesidad se encuentra consagrada en el Cuarto de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley: "Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el desempeño de sus funciones, utilizarán en la medida de lo posible medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza y de armas de fuego. Podrán utilizar la fuerza y armas de fuego solamente cuando otros medios resulten ineficaces o no garanticen de ninguna manera el logro del resultado previsto".

Por su parte, la Corte Interamericana ha señalado que, de conformidad con las circunstancias del caso, resulta preciso verificar si existen otros medios disponibles menos lesivos para preservar la vida e integridad de la persona o situación que se pretende proteger. De manera concreta, ha establecido que no se puede acreditar este requisito cuando las personas no representan un peligro directo.

Si bien, cuando hablamos del principio de legalidad se determinó que el uso de la fuerza únicamente puede ser necesario cuando se persigue un objetivo legítimo, la cuestión será determinar, primeramente, si se debería usar la fuerza y, en tal caso, en qué medida.

Esto significa que la fuerza debería utilizarse como último recurso y, en caso necesario, se deberá hacer un uso gradual de la fuerza -la mínima necesaria-; cuestiones que también se recogen de forma puntual en la Ley propuesta, rescatando también los elementos que le dan contenido al principio de absoluta necesidad, siendo los siguientes:
1. Cualitativo: ¿es indispensable el empleo de la fuerza o es posible lograr el objetivo legítimo respectivo sin recurrir a ella?

2. Cuantitativo: ¿cuál es el grado de fuerza que se requiere para cumplimentar con el objetivo legítimo?

3. Temporal: El uso de la fuerza debe cesar una vez que el objetivo legítimo ha sido alcanzado o cuando ya no es posible su consecución.

Observando lo anterior, se tiene que el referido principio manda que la fuerza pública únicamente se utilice cuando no hay otros medios disponibles para lograr el objetivo legítimo, es decir, cuando sea estrictamente necesario su empleo. A su vez, la cantidad de fuerza que debe emplearse es la mínima posible, por lo que no podrá utilizarse un grado mayor de fuerza que la indispensable para alcanzar tal objetivo. En el contexto del uso de fuerza letal –o potencialmente letal-, es imperativo que exista necesidad absoluta.

Para cumplimentar con lo anterior, el segundo de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, señala que la ley debe establecer una serie de métodos lo más amplia posible y dotar a los funcionarios de distintos tipos de armas y municiones, "de modo que puedan hacer un uso diferenciado de la fuerza y de las armas de fuego".

Entre estas armas deberían figurar armas incapacitantes menos letales para emplearlas cuando fuera apropiado, "con miras a restringir cada vez más el empleo de medios que puedan ocasionar lesiones o muertes". Con el mismo objetivo, también debería permitirse que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cuenten con equipo autoprotector, por ejemplo, escudos, cascos, chalecos a prueba de balas y medios de transporte a prueba de balas a fin de disminuir la necesidad de armas de cualquier tipo.

Cuando se establece que el uso de armas letales sólo se encuentra permitido cuando "sea estrictamente inevitable para proteger una vida", debe entenderse que esa necesidad únicamente se actualiza cuando una acción potencialmente letal se está llevando a cabo o está por comenzar y requiera ser interrumpida de inmediato. Es en tales circunstancias cuando inclusive el lesionar al agresor no resulta susceptible de impedir tal acción letal, de tal suerte que la única manera de detenerlo es mediante el uso de armas letales.

Por otro lado, el (III) principio de proporcionalidad proscribe, en términos generales, la generación de un daño excesivo por parte de los agentes del orden público al momento de recurrir a la fuerza. Es decir, requiere que el bien u objetivo legítimo que se pretenda alcanzar se compare con la amenaza planteada, esto acorde al quinto de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que establece que, cuando el empleo de las armas de fuego sea inevitable, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley ejercerán moderación y actuarán en proporción a la gravedad del delito y al objetivo legítimo que se persiga.

El principio de proporcionalidad establece un grado máximo de fuerza que pueda ser empleada para alcanzar un objetivo legítimo específico y, por ende, determina hasta qué punto debe interrumpirse la intensificación de la fuerza en la consecución de tal objetivo; esto implica que el fin no justifica los medios. 

Por lo anterior, dentro del principio de proporcionalidad debe de contemplarse un principio de necesidad, el cual debe ser percibido como una “escala del empleo de la fuerza”, constituyendo así la proporcionalidad como la medida que determina cuán lejos se puede llegar en la escala de fuerza; de ahí que la fuerza empleada no puede ir más allá de esos límites, incluso si pudiese considerarse "necesaria" para lograr el objetivo legítimo.

En el caso de la fuerza -potencialmente- letal, entran en juego consideraciones especiales, por lo que el principio de proporcionalidad tiene un matiz diferente, en donde en el contexto de ese uso de la fuerza, el requisito de la proporcionalidad sólo puede cumplirse si la fuerza se emplea para salvar una vida o proteger a una persona de lesiones graves. Por tanto, en el caso de la fuerza letal no se necesita una proporcionalidad ordinaria, sino estricta.

Es cierto que los agentes policiales pueden enfrentar situaciones en que una vida se encuentra al grado de riesgo que únicamente puede ser salvada causando la muerte inmediata del agresor. Empero, tales escenarios deben ser considerados como una excepción absoluta.

En efecto, el uso de armas letales está previsto como medida de último recurso, cuando resulten insuficientes medidas menos extremas. En este sentido, la Corte Interamericana ha referido que cuando se tenga intención de usar armas de fuego, y a fin de evitar confusión e inseguridad, en todo momento los funcionarios a cargo del uso de la fuerza, deben identificarse como tales y dar una clara advertencia de dicha intención. Según la Suprema Corte, esta obligación cobra un carácter especial en operativos y en situaciones que por su naturaleza ponen en peligro los derechos fundamentales de las personas; elementos que rescata la Ley propuesta.

Y aquí es necesario abundar en la concepción de armas letales y armas “menos letales”, a las que se hace referencia con anterioridad, y que se encuentran plasmadas en la ley como armas intermedias y/o incapacitantes, pues es importante precisar que todos los usos de las armas en contra de personas, deben considerarse letales o potencialmente letales. Esto es así, pues todas las armas, dependiendo del empleo que se les dé, y de las características de la persona en quien se emplean, tales como que pudiera ser una persona en situación de vulnerabilidad, pueden ocasionar la muerte; por ello que de entrada se deba de considerar a todas las armas como letales. 

De ahí que la proporcionalidad debe estar guiada en todo momento a la luz del principio de "protección de la vida", el cual exige que cuando sea utilizada la fuerza en contra de una persona, incluso a través de armas menos letales, como lo pudiera ser gas pimienta por ejemplo, sea utilizado de modo tal que tenga por objetivo principal salvar la vida de la persona en la cual se emplea; porque incluso dicha arma aplicada de forma incorrecta puede ocasionar la asfixia de una persona.

En ese sentido y, a efecto de maximizar el principio de protección a la vida que rige al uso de la fuerza, la Suprema Corte de Justicia de la Nación puntualizó que cuando los agentes de las instituciones de seguridad pública se encuentren ante una situación que requiera indispensablemente el empleo de armas menos letales -incapacitantes o intermedias-, se atienda no sólo al tipo de arma que deberá de emplearse, sino al contexto en que se utilice y, sobre todo, a la vulnerabilidad de la víctima.

Entonces el principio de proporcionalidad sirve para realizar un balance entre los beneficios del uso de la fuerza y las posibles consecuencias y daños que se puedan causar de recurrirse a ella. Así, la proporcionalidad prohíbe el empleo de tal fuerza cuando el daño infligido supera los beneficios alcanzados -esto es, la consecución de un objetivo legítimo determinado-. Por tanto, exige a los agentes de seguridad pública que se abstengan de recurrir al empleo excesivo de la fuerza y, en últimos términos, aceptar que el objetivo legítimo no siempre puede ser alcanzado. 

En suma, como ya se adelantaba, la proporcionalidad contiene la máxima consistente en que el fin no justifica los medios. Los agentes policíacos no pueden perseguir sus objetivos, por legítimos que sean, a cualquier costo.

De ahí que los agentes legitimados para hacer uso de la fuerza deben aplicar un criterio de uso diferenciado y progresivo de la fuerza, determinando factores externos como el grado de cooperación, resistencia o agresión de parte del sujeto al cual se pretende intervenir y con ello, emplear tácticas de negociación, control o uso de la fuerza, según corresponda,  pues su despliegue de fuerza debe perseguir en todo momento reducir al mínimo los daños y lesiones que pudieran causarse a cualquier persona.
Finalmente, el (IV) principio de rendición de cuentas estriba en que, derivado de la importancia de la responsabilidad y deberes que guardan los agentes es que están legitimados para hacer uso de la fuerza pública, así como las diversas facultades que les han sido conferidas para ello, es indispensable que estén sujetos a un régimen de rendición de cuentas respecto a las conductas que violen los derechos humanos de los gobernados.

Lo anterior implica no sólo que los agentes del orden público puedan ser sujetos de responsabilidades por los actos u omisiones en que incurran en el desarrollo de su función, sino también que todos aquellos mandos superiores que emitieron una orden respecto al  uso de la fuerza y las armas de fuego, o bien, que fueron los encargados de planear y preparar las operaciones de seguridad pública, deben responder frente a la sociedad. Son ciudadanos uniformados, que desempeñan una función en nombre de otros ciudadanos y, por consiguiente, sus facultades deben estar limitadas.

Lo anterior en términos del vigésimo cuarto de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que prevé que los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley adoptarán las medidas necesarias para que los funcionarios superiores asuman la debida responsabilidad cuando tengan conocimiento, o debieran haberlo tenido, de que los funcionarios a sus órdenes recurren, o han recurrido, al uso ilícito de la fuerza y de armas de fuego, y no adopten todas las medidas a su disposición para impedir, eliminar o denunciar ese uso.

Esto debe ser así, pues el principal factor que conduce al ejercicio del uso excesivo o abusivo de la fuerza pública, consiste en la prevalencia de un estado de impunidad para las autoridades en la materia. Existe una mayor probabilidad de que los agentes del orden público violenten las normas jurídicas que regulan su actuación, cuando no tienen que temer consecuencia legal alguna por tales excesos. El Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales ha indicado que las personas cometen violaciones del derecho a la vida no porque crean que estén justificadas, sino porque piensan que no se les exigirá que las justifiquen.

Entonces, si bien, para considerar legítimo el uso de la fuerza pública, deben de observarse los principios de legalidad, absoluta necesidad, proporcionalidad y rendición de cuentas; acorde a diversos instrumentos internacionales, tales como los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, adoptado por México el siete de septiembre de mil novecientos noventa, y el Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión, proclamado por la Asamblea General de la ONU, que fuera adoptado por México el nueve de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho, no son los únicos principios que deben observarse en el uso de la fuerza. 

En la presente Ley se establece que en el uso de la fuerza deben observarse además de los principios ya mencionados, los de objetividad, eficiencia, racionalidad, profesionalismo, publicidad, honradez, congruencia, oportunidad, temporalidad y respeto a los derechos humanos, principios que también fueron abordados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 25/2016 y sus acumuladas.

Tendremos entonces que el principio de objetividad, implica que en la medida de lo posible, las actuaciones y reacciones de los miembros de seguridad pública no se rijan por valoraciones subjetivas o irracionales, sino que se aprecien los hechos tal y como son, con independencia de los prejuicios, pasiones, ideologías u otros paradigmas particulares que detente el sujeto.

De lo anterior, que la valoración de una conducta o hecho que amerite la intervención policiaca, deberá realizarse sobre el objeto en sí mismo, con independencia de la propia manera de pensar o de sentir de los elementos.
Por otro lado, el principio de eficiencia exige que la actividad policial sea desempeñada de manera tal que los objetivos que persigue sean realizados aprovechando y optimizando los recursos -humanos, económicos y de todo tipo-, de manera tal que minimicen los riesgos que para terceros representa el ejercicio de actos de fuerza.

Es decir, dicho principio exige que en el desempeño del uso de la fuerza, la acción esté diseñada y se ejecute de tal manera que permita el cumplimiento del objetivo propuesto pero sin causar un detrimento injustificado del respeto a los derechos humanos, tanto del sujeto de la acción, como de terceros y de la propia policía; que éstos se afecten en la menor medida posible, y que la acción de fuerza, a su vez, no dé lugar a más actos de riesgo o violencia que exigen más o nuevos actos de fuerza pública.

Lo anterior nos lleva al siguiente principio, siendo este el de oportunidad, lo que implica que los elementos al hacer uso de la fuerza deban procurar el momento y lugar en que se reduzcan al máximo los daños y afectaciones tanto a la vida como a la integridad de las personas involucradas y en general la afectación de los derechos de las personas.

Por otra parte, el principio de profesionalismo se refiere a que los cuerpos policiales y sus integrantes tengan suficiente y amplia capacitación en las materias propias de su función pública, que les permita cumplir su función en las condiciones legales y de facto exigibles; distinguir entre las distintas opciones de fuerza que están a su alcance y distinguir cuándo es necesario aplicar una u otra; que les permita reaccionar de manera seria, acertada, proporcional y eficiente con todo lo que ello implica a los estímulos externos de que es objeto su actividad.

El principio de honradez ha sido estatuido como principio constitucional de la actividad policial que incide, como el profesionalismo, en la persona del policía. Así, no basta para cumplir con el mandato constitucional que los policías sean profesionales en lo suyo sino también gente honrada, recta, honesta. Cualidades estas que les permitirán cumplir sus deberes con apego a la ley y minimizarán las posibilidades de que sean corrompidos en detrimento de la seguridad de todos.

Además, por lo que hace al principio de temporalidad, se debe entender que todo uso legítimo de la fuerza se encuentra sujeto a un elemento de tiempo que implica precisamente la necesidad de que cese el uso de la fuerza una vez que el objetivo legítimo ha sido alcanzado o bien, cuando ya no es posible su consecución, suponer lo contrario, es decir, no sujetar el uso de la fuerza a un elemento de temporalidad, llevaría al uso excesivo de la fuerza al seguir aplicándola incluso cuando ya se hubiera encontrado sometida una persona por ejemplo.
Por otro lado, se reconoce que el uso de la fuerza es de interés público, existiendo un interés social en que sea empleado de forma correcta por el Estado, a fin de cumplir con sus objetivos legítimos, lo que al darle el carácter de público, implica que toda acción u omisión que signifique el uso de la fuerza por parte de los elementos del estado, pueda ser video grabado por los ciudadanos como por los propios elementos, constituyendo así un medio de control tanto para los ciudadanos en los cuales se emplea el uso de la fuerza, como para los propios elementos que la emplean, a fin de que pueda constituir un medio de prueba sujeto a valoración, que pueda generar convicción para determinar si el uso de la fuerza empleado fue legítimo o no. 

Y en este punto de la presente exposición de motivos, después de haber analizado los principios que rigen a la Ley propuesta, es menester señalar que para que la Ley funcione y pueda ser un referente real para determinar si una conducta desplegada por los elementos del Estado, será o no ilegal, cada porción normativa de dicha Ley, debe de interpretarse en su conjunto, con su propio texto como con la Constitución y los Tratados internacionales. 

Esto es así, pues como se ha venido precisando, el tema que se pretende regular es por demás complejo, y presenta un universo de situaciones con circunstancias muy particulares que imposibilitan una norma rígida que pueda regularlo.

Sin embargo, esto no implica que no exista ningún parámetro para someter la actuación de la autoridad en el uso de la fuerza a un escrutinio de regularidad constitucional y convencional.

Es así, pues debe tenerse en cuenta que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 36/99, determinó que si bien la claridad de las leyes constituye uno de los imperativos apremiantes y necesarios para evitar o disminuir su oscuridad, ambigüedad, confusión y contradicción, lo cierto es que de una lectura integral de la Constitución Federal, se aprecia que ninguno de los artículos que la componen establece, como un requisito para el legislador ordinario el que en cada uno de los ordenamientos secundarios defina los vocablos o locuciones ahí utilizados.

Ello, porque las leyes no son diccionarios y la exigencia  del citado requisito tornaría imposible la función legislativa, en vista de que la redacción de las leyes se traduciría en una labor interminable y nada práctica, provocando que no se cumpliera, de manera oportuna, con la finalidad que se persigue con dicha función, consistente en regular y armonizar las relaciones humanas.

Por ende, al aplicar una norma que limite los derechos humanos debe privilegiarse un ejercicio hermenéutico del parámetro de regularidad constitucional que lleve al operador jurídico competente a que, sin vaciar de contenido la disposición restrictiva, sea leída de la forma más favorable posible, como producto de una interpretación sistemática de todos los postulados constitucionales.

Por ello que, en la interpretación que se le debe de dar a la presente Ley, no solo debe hacerse de forma armónica con el conjunto de su texto, sino también que deberá realizarse de la forma más favorable acorde al principio pro-persona, contemplado en el artículo 1º de la Constitución. 

Por lo que, una vez analizados los principios que rigen la multicitada Ley, y la forma en que debe ser interpretada y armonizada, la Ley que se somete a consideración de esta H. Legislatura presente la estructura y contenido siguiente: 

El capítulo I, “Del objeto, sujetos y aplicación de la Ley” establece que este ordenamiento es de orden público e interés social, de observancia general en el Estado de Coahuila de Zaragoza, y tiene por objeto regular el ejercicio del uso de la fuerza pública que ejercen los elementos de las instituciones de seguridad pública del  Estado de Coahuila, en cumplimiento de sus funciones.

Además, establece la forma en que debe ser interpretada dicha Ley, y reconoce quiénes son autoridades para el establecimiento del uso de la fuerza, en razón de aplicar u ordenar el uso de la fuerza pública para el cumplimiento de sus funciones, establece los objetivos legítimos que se perseguirán con el uso legítimo de la fuerza pública y se prevé el derecho de los elementos a la protección a su vida, integridad física y dignidad como ser humano y autoridad.

El capítulo II, “Glosario”, establece un apartado de definiciones con los términos empleados por el instrumento de mérito.

En dicho capítulo destacan el de “agresión real”, -fracción II, del artículo 5º-, en donde por su trascendencia y sus implicaciones se explicará enseguida, en los mismos términos en los que lo abordó la Suprema Corte en la acción de inconstitucionalidad 25/2016 y sus acumuladas.

La importancia de que se cuente con un grado adecuado de seguridad jurídica respecto al vocablo de agresión real, radica en que dicho concepto se presenta como uno de los elementos jurídicos que deben considerarse para la actualización de diversos deberes establecidos en la propia Ley, como lo es la utilización de armas letales y menos letales y la actualización de la legítima defensa.

En ese sentido, la “agresión real” es un vocablo que incide en el uso de la fuerza pública y armas letales y, por ende, es menester que, en la medida de lo posible, se reduzca el margen de discrecionalidad de la autoridad para cualificar qué conductas encuadran dentro del mismo.

En ese sentido, como ya se dijo con anterioridad, los elementos enfrentan una amplia variedad de situaciones en el desarrollo de sus funciones y cada una de ellas requiere de una respuesta específica acorde al contexto fáctico en el que se presente, por lo que es insoslayable que existe un ámbito de discrecionalidad inherente a esa función que radica en decidir cuál debe ser la conducta apropiada para responder  a una situación determinada.

Esto es, las características del contexto de hecho en el que se presenta la intervención policial son determinantes en la valoración de si es justificada o no la intervención policial en sí misma, pues imprimen la necesidad de valorar de manera diferenciada las situaciones de hecho que conllevan la necesidad de usar la fuerza, ya que tal apreciación no puede ser igual cuando las circunstancias de hecho no son las mismas. 

Lo anterior tiene sustento en la tesis P. LX/2010, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro señala "USO DE LA FUERZA PÚBLICA. LAS CARACTERÍSTICAS DEL CONTEXTO DE HECHO EN QUE SE PRESENTA LA INTERVENCIÓN POLICIACA TRASCIENDEN EN LA VALORACIÓN  DE  SU LEGITIMIDAD".
Por ello, ante las complejidades que conlleva el uso de la fuerza, como también ya se dijo, no es dable elaborar un catálogo limitativo o exhaustivo de las acciones humanas que pongan en peligro bienes jurídicos tutelados por el Estado Mexicano y, por tanto, que deban considerarse como una agresión real para efectos de la ley que es materia de estudio en el presente medio de control constitucional.

Sino más bien, lo que resulta apropiado para evitar que las actuaciones de las fuerzas de seguridad pública que se rigen por la ley combatida no pasen de su ámbito inherente de discrecionalidad al de arbitrariedad  en el empleo de la fuerza, es que tal regulación se lea bajo la óptica de los principios explorados en la presente exposición de motivos que rigen el uso de la fuerza, a fin de orientar la función policial y enmarcarla dentro de una perspectiva de derechos humanos.

En ese sentido, por lo que hace la definición jurídica que se ve plasmada en la Ley respecto al vocablo “agresión real”, no sólo debe razonarse o explicarse en términos lingüísticos, sino que debe concebirse de tal manera que resulte apegada a los principios básicos de la fuerza ya relatados en párrafos precedentes, así como leerse de manera armónica con las demás directrices del uso de la fuerza reconocidas en la propia ley.

Al respecto, se estima que para clarificar el sentido lingüístico de la norma, al hacer mención al despliegue físico de la conducta, no hace más que hacer referencia a la existencia del movimiento corporal de la persona. En tanto que las acciones que ponen en peligro los bienes jurídicos son todas aquellas que, con independencia de la modalidad en que se presenten, se realizan para lesionar intereses jurídicamente protegidos.
Ahora por lo que hace al vocablo de “agresión real”, previsto en el mismo artículo, implica que no puede ser hipotética, ficticia o futura; debe ser actual, existente.

En ese sentido, se estará ante una agresión real cuando el movimiento corporal de la persona genera un daño actual a bienes legalmente tutelados; situación que deberá evaluarse en cada caso concreto, bajo la más estricta responsabilidad de los miembros de las instituciones de seguridad pública, atendiendo al deber de objetividad que consagra la propia Ley, que se traduce en que las actuaciones policiales deberán realizarse con base en la consideración de hechos reales, sin tomar en cuenta situaciones subjetivas.

Es decir, la protección del bien jurídico que es objeto de la agresión es lo que determina cuál es el “objetivo legítimo” que se pretende alcanzar con la intervención de las medidas policiacas que se estimen adecuadas para hacerle frente a tal lesividad y, en ese sentido, también delimitan los medios que pueden ser empleados para esa finalidad -principio de proporcionalidad-.

Ahora bien, con independencia de lo anterior, debe decirse que, el hecho de que exista una agresión real no implica, en sí y por sí misma, que los elementos se encuentren en plena libertad de hacer uso de la fuerza pública, ni mucho menos de las armas de fuego.

La anterior afirmación obedece a que la consecuencia jurídica que sí es inherente a la agresión real, es la actualización de la obligación que tienen los miembros de la seguridad pública de actuar para salvaguardar los bienes jurídicos que se están lesionando por dicha agresión, pero esas medidas, no forzosamente, ni en todos los casos, se reducen a la necesidad de recurrir al empleo de la fuerza, sino primero, en todo caso utilizar medios no violentos como la negociación por ejemplo.

Ello pues como se ha venido señalado, el deber del uso de la fuerza será una última instancia, dependiendo de la observancia a los principios de absoluta necesidad y proporcionalidad. En ese contexto, aún en la presencia de una agresión real, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley se encuentran conminados a utilizar, en la medida de lo posible, medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza pública, por lo que únicamente podrán recurrir a ella cuando otros medios resulten ineficaces o no garanticen de manera alguna la protección del bien jurídico que se  está lesionando.

Finalmente, si ya se llegó a una conclusión objetiva de que, ante una agresión real, la única forma de hacerle frente será a través del uso de la fuerza pública para proteger el bien jurídico lesionado por dicha agresión, se recuerda que los principios de absoluta necesidad en su aspecto cuantitativo y de proporcionalidad, obligan que el nivel de fuerza utilizado sea gradual, de tal suerte que sea la mínima necesaria para alcanzar a salvaguardar tal bien jurídico, por lo que no podrá utilizarse un grado mayor de fuerza que la indispensable para alcanzar dicho objetivo. 

Al respecto, es pertinente señalar que el principio de proporcionalidad se distingue en diversas vertientes. Por un lado,  exige que la acción, en este caso la fuerza, guarde relación con las circunstancias de facto presentes, como son, las características del sujeto de la acción, sea individual o plural, tales como su peligrosidad, las características de su comportamiento ya conocidas, y la resistencia u oposición que presenten.

Asimismo, la proporcionalidad en el uso de la fuerza también está referida, por las mismas razones, a la elección del medio y modo utilizado para llevarla a cabo. Esto implica que tal medio  debe  utilizarse  en  la  medida en que se cause el menor daño posible, tanto a los sujetos y a la comunidad en general, y bajo ese perímetro, lo demás será un exceso.

En otro orden de ideas, dentro del capítulo de “Glosario”, también se contempló la definición de “flagrancia”, -fracción XI del artículo 5-, siendo indispensable analizar cómo fue integrada, pues constituye uno de los supuestos en que una persona podrá ser privada de su libertad en el uso legítimo de la fuerza pública.

En ese sentido el concepto de flagrancia fue construido tanto por lo que definió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 3463/2012, de la cual derivó la tesis 1ª. XXV/2016 (10a.), con número de registro 2010963, cuyo rubro dispone: “DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. APRECIACIÓN DE SU VALIDEZ CONSTITUCIONAL CUANDO LA AUTORIDAD TIENE CONOCIMIENTO, POR MEDIO DE UNA DENUNCIA INFORMAL, QUE SE ESTÁ COMETIENDO O SE ACABA DE COMETER UN DELITO.”, y al resolver el amparo en revisión 703/2012, de la cual derivó la tesis 1ª. CCI/2014 (10a.), con número de registro 2006477, cuyo rubro dispone: “FLAGRANCIA. LAS CONSECUENCIAS Y EFECTOS DE LA VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD PERSONAL SON LA INVALIDEZ DE LA DETENCIÓN DE LA PERSONA Y DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUÉLLA.”
Asimismo, el concepto de flagrancia de trato, también fue construido a partir de los supuestos contemplados como flagrancia en el artículo 146 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

En el capítulo III, “Principios y Obligaciones Generales”, se determina que en el cumplimiento de sus atribuciones, los elementos que hagan uso de la fuerza, lo harán apegándose a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, racionalidad, profesionalismo, proporcionalidad, de carácter público, honradez, congruencia, oportunidad, temporal y con irrestricto respeto a los derechos humanos contemplados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internaciones celebrados por el Estado mexicano; que se autoriza bajo los siguientes supuestos:

1) Cumplimiento de un deber, en la legítima defensa o estado de necesidad de acuerdo a su regulación por la legislación aplicable. 

2) Protección de la integridad, derechos y bienes de las personas, las libertades, el orden y la paz pública. 

3) El combate a la violencia y a la delincuencia. 

4) Controlar, repeler o neutralizar la resistencia ilícita de una persona. 

Además, se establecen los parámetros para el uso de armas letales por parte de los elementos, y se prevén las obligaciones generales tanto de las Instituciones de Seguridad Pública como de sus elementos en el uso de la fuerza pública. 

En el capítulo IV, “Obligaciones de los elementos, antes, durante y después del uso de la fuerza pública”, se prevén las obligaciones y los pasos que deben seguir los elementos, para que pueda considerarse legítima su intervención, en donde se destaca la diferenciación que tienen que realizar, antes de intervenir, dependiendo del tipo de resistencia de las personas sobre las cuales se va a aplicar la fuerza, siendo estas Resistencia pasiva, activa y activa agravada.

Además, dentro de las cuestiones a destacar, se rescató la interpretación que le dio la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a la obligación de la autoridad de presentar a la persona detenida, sin dilación alguna y bajo su estricta responsabilidad ante la autoridad competente cuando ejecute una orden de aprehensión. 

Esto al resolver el amparo directo en revisión 2537/2013, de la cual derivó la tesis 1a. CCXCVI/2016 (10a.), con número de registro 2013210, cuyo rubro dispone: ORDEN DE APREHENSIÓN. AL EJECUTARLA, LA AUTORIDAD ESTÁ OBLIGADA A PRESENTAR, SIN DILACIÓN, A LA PERSONA APREHENDIDA ANTE EL JUEZ QUE LA ORDENA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 16, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008).
En el capítulo V, “De las reglas para mantener la paz y el orden público” se garantiza el ejercicio del derecho de las personas a reunirse en lugares públicos de forma pacífica, con cualquier propósito lícito, sin que por dichos motivos, puedan ser disueltas a través del uso legítimo de la fuerza pública.

En dicho capítulo, se tomó en cuenta lo resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la acción de inconstitucionalidad 96/2014 y su acumulada 97/2014, en donde se sostuvo que el derecho humano a la reunión es la aglomeración intencional y temporal de personas en un espacio privado o público con un propósito concreto, que se debe de llevar a cabo pacíficamente y que debe de tener un objeto lícito, sea ésta religiosa, cultural, social, económica, deportiva, política, como marchas, plantones, manifestaciones en plazas públicas o vías de comunicación, procesiones, peregrinaciones, entre muchas otras. 

En dicha ejecutoria, se precisó que el objeto lícito se da cuando el motivo de la reunión no es la ejecución concreta de actos delictivos. Bajo esa concepción, el vocablo “pacíficamente” se encuentra íntimamente relacionado con el objeto lícito al que alude expresamente el artículo 9 de la Constitución Federal; de ahí que, una congregación de personas será pacífica cuando no se lleven a cabo fácticamente actos de violencia o a través de la reunión se incite a actos de discriminación o discurso de odio que tengan una materialización real.

De lo anterior, se determinó que lo que hace ilícita y no pacífica a una concentración de personas es la concurrencia real de actos delictivos, la existencia o la inminente amenaza de violencia o actos que inciten a la materialización real de discriminación y discurso de odio; además se contempló que los actos esporádicos de violencia u otros actos punibles cometidos por un grupo de individuos determinado, no deben privar a las personas pacíficas de su derecho a la libertad de reunión, lo cual se encuentra representado en la Ley de trato.

Entonces, sea cual sea el formato adoptado por quienes ejercen este derecho, la actuación policial debe tener como objetivo principal la facilitación y no la contención o la confrontación con los manifestantes. De allí resulta que los operativos policiales organizados en el contexto de protestas deban orientarse, como regla general, a la garantía del ejercicio de este derecho y a la protección de los manifestantes y de los terceros presentes.

Así, para que la policía esté en posibilidad de facilitar las protestas y salvaguardar la seguridad tanto de los manifestantes como la de terceros y, de ser necesario, controlarlas, deberá diferenciar las manifestaciones entre las siguientes: 

I. reuniones lícitas  y pacíficas;

II. reuniones ilícitas pero no violentas; 

III.  reuniones violentas.

Diferenciación que quedó plasmada de forma puntual en la Ley de trato, y que atendiendo a cada uno de los niveles, tendrá un tratamiento determinado, siendo este por ejemplo, en caso de estar en el supuesto (I), esto es, en caso de reuniones lícitas y pacíficas, no podrá utilizarse ningún tipo de fuerza por ningún motivo; en el supuesto (II), es decir, en caso de una reunión ilícita pero no violenta, y si hay razones fundadas para poner fin a tal manifestación, sólo podrá usarse la mínima fuerza necesaria, pero aun así estará estrictamente prohibido el uso de la fuerza letal; y solo en el supuesto (III), en tratándose de reuniones violentas, se deberá emplear, de no existir medios menos lesivos, la mínima fuerza posible y sólo se podrán utilizar armas de fuego en caso de peligro inminente de muerte o lesiones graves y cuando resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos; sin embargo aún en este supuesto no está permitido disparar indiscriminadamente a la multitud.

Si bien, no existe una definición dogmática o literal de una reunión “violenta”, sin embargo, debe notarse que cuando se lleva a cabo una concentración de personas con un fin determinado, la gran mayoría de reuniones o manifestaciones no resultan violentas en sí mismas y en su totalidad. La violencia usualmente es gradual y se disipa conforme las acciones y reacciones de los agentes provocadores y los cuerpos policiacos. Por ello, resulta importante que los integrantes de las instituciones de seguridad pública tomen en cuenta que son elementos que ejercen una influencia directa en el resultado de tales contextos, y que tal influencia puede tanto llevar a nivelar y mejorar la situación, como a intensificar la tensión de las masas y el esparcimiento de la violencia.

Por ello, en la Ley se prevé la obligación hacia los elementos, de distinguir entre manifestantes pacíficos y agentes provocadores, y en esa medida, contener y aislar a estos últimos, a fin de contener la violencia en la manifestación, y a su vez, respetar el derecho de las personas que se manifiestan de forma pacífica, pues la presencia de unas pocas personas que cometen actos de violencia dentro y alrededor de una protesta no autoriza a la policía para etiquetar como violenta a la manifestación completa, ni concede al Estado carta abierta para utilizar la fuerza en contra o detener indiscriminadamente a todos los manifestantes; elemento este último, vital para garantizar el ejercicio al derecho de expresión consagrado en el Artículo 6º Constitucional.
Además, se señalan supuestos que no serán considerados como violencia por sí misma, a las manifestaciones que incluso pudieran ser insultantes, injuriosas, ofensivas, o alusivo a actos delictivos, esto en respecto a la libertad de expresión particularmente en su vertiente de libre manifestación -artículo 6 y 9 Constitucionales-, y rescatado de la interpretación que la Suprema Corte realiza al tratar de armonizar por un lado la instrumentación del derecho a la Manifestación, frente a los actos de violencia que pudieran presentarse, con el contenido mismo de la manifestación; dicho en otras palabras, la Corte señaló que durante una manifestación, los elementos están ahí para cuidar la forma en que se lleve a cabo la misma, mas no su contenido; es decir, lo que se dice en ella, cualquiera que sea este, esto en tanto no se materialice en actos de violencia, debiendo considerarse así como un fin legítimo, pues señala la Suprema Corte que es precisamente este tipo de contenidos, la esencia del derecho a la protesta. (Acción de inconstitucionalidad 25/2016 y sus acumuladas)
En el capítulo VI, “De las reglas para  el  uso legítimo de la fuerza en  detenciones”  hace  referencia  a  las  circunstancias o supuestos en los que será legítimo el uso de la fuerza para lograr una detención, y  la  forma  para  determinar hacer o no, uso de la misma en forma gradual,  privilegiando en todo momento el  respeto a la vida y a los derechos humanos, y señalando además, cual es el procedimiento que se debe seguir en los casos en que se oponga resistencia.
En el capítulo VII, “Del uso de la fuerza cuando una persona se encuentre sometida por un Elemento”, se prevén las obligaciones que deben observar los elementos que hubieran sometido a una persona para su aseguramiento y traslado respectivo ante la autoridad competente, particularmente por lo que hace al uso de las esposas o candados de mano, y con la finalidad de asegurarle el menor daño posible a la persona sometida, una vez que se cumplió con el objetivo de someterla. 

En el capítulo VIII, “Del uso de la fuerza en el cumplimiento de determinaciones emitidas por autoridades judiciales, ministeriales y administrativas”, se establecen las reglas para  el  caso  de  presentación  de  personas ante autoridades,  así  como  lo  relativo a la planeación de los operativos cuando se brinda apoyo a  las autoridades judiciales, ministeriales o administrativas para el cumplimiento de sus funciones en relación con desalojos, lanzamientos, embargos o ejecución de resoluciones.

En el capítulo IX, “De las reglas para el uso de la fuerza en fenómenos naturales perturbadores”, se contempla la coordinación de las instituciones de seguridad, con las autoridades que conforme al ámbito de su competencia, corresponda otorgar el apoyo en los casos de incendios, inundaciones, sismos o cualquier otro fenómeno en el que existan situaciones graves que pongan en peligro la vida de las personas, así como las reglas y medidas de seguridad, para que, en caso de ser necesario se empleé el uso de la fuerza para evacuar o impedir el paso a personas, con la finalidad de proteger la vida y bienes de la población que se  encuentren en tal situación.

En el capítulo X, “De la capacitación y del control de armas y equipo”, se dispone sobre los métodos, equipos, armas y municiones con los que las instituciones de Seguridad Pública dotarán a sus  elementos.

En el capítulo XI, “De la planeación de operativos en los que se prevea usar la fuerza pública”, se instaura el procedimiento a seguir en la planeación de operativos en los que se prevea usar la fuerza pública, tales como la delimitación del mando responsable del operativo, así como sus obligaciones.

En el capítulo XII, “De la atención médica que resulte necesaria del uso de la fuerza”, se establece la forma para atender a las personas en caso de que, en el uso de la fuerza se causen lesiones a las personas detenidos o presentadas, y/o a terceros, debiendo actuar inmediatamente para su auxilio, llamando a las instituciones médicas de emergencia, con el objeto de otorgar los primeros auxilios e informar a los familiares de las personas sobre quienes se ejerció la fuerza.
En el capítulo XIII, “De la coordinación entre instituciones de seguridad pública para el uso legítimo de la fuerza”, se dispone la planeación en las acciones coordinadas entre el Estado y la Federación, otras entidades federativas, sus municipios y dichas instituciones, cuando se requiera el uso de la fuerza pública.

En el capítulo XIV, “Del uso de la fuerza por los prestadores del servicio de seguridad privada”, se determina la observancia de esta Ley para los particulares que se dediquen a la  prestación de servicios de seguridad privada, del personal que designe para tal fin, así como las demás normas aplicables para las instituciones de seguridad privada, en lo relativo al uso de la fuerza por sus elementos, con independencia de lo previsto en el Reglamento que regula la prestación de los servicios privados de seguridad en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

En el capítulo XV, “De la reparación del daño e indemnización por el uso ilegal de la fuerza pública”, se instituye la responsabilidad del Estado y sus Municipios, a través de las instituciones de seguridad pública, con el fin de reparar a través del pago de las indemnizaciones a las personas que resultaran afectadas, cuando los elementos recurran al uso ilegítimo de la fuerza y no adopten las medidas correspondientes para impedir, eliminar o denunciar ese uso.

En el capítulo XVI. “De las sanciones”, por una parte, se prevé que ningún elemento podrá ser sancionado por negarse a ejecutar una orden notoriamente inconstitucional o legal, que pudiera constituir un delito o falta administrativa que violente la presente Ley.
Además, se prevé que la inobservancia por los elementos de las instituciones de seguridad pública y privada, de lo dispuesto en esta Ley cuya expedición se pretende, será sancionada de acuerdo al derecho administrativo, civil o penal según sea el caso. 
En seguida se precisarán los ordenamientos y resoluciones en las cuales se basó la presente exposición y la Ley del uso de la fuerza propuesto. 

· ONU, Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, A/HRC/26/36, 1 de abril de 2014. 

· ONU, Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias: El uso de la tecnología de la información y las comunicaciones para garantizar el derecho a la vida. 24 de abril de 2015.

· ONU, Consideraciones adoptadas en el Congreso sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana Cuba, del 27 de Agosto al 7 de septiembre de 1990.

· Caso Cruz Sánchez y Otros vs Perú. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C, número 295 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs Venezuela. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C, número 150 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Caso Hermanos Landeata Mejías y Otros vs Venezuela. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C, numero 217 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Informe Anual de dos mil quince, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en lo relativo al “Uso de la Fuerza”.

· Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos, del 31 de diciembre del 2009, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

· Principios Básicos sobre el empleo de la Fuerza y de Armas de fuego por los Funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, adoptado por el Estado Mexicano, el 7 de septiembre de 1990.

· Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, proclamados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en su Resolución 43/173, adoptado por el Estado Mexicano, el 9 de diciembre de 1988. 

· Amparo en revisión 36/99, resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

· Acción de inconstitucionalidad 25/2016 y sus acumuladas, resueltas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

· Acción de inconstitucionalidad 96/2014 y su acumulada 97/2014, resueltas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

· Amparo directo en revisión 3463/2012, de la cual derivó la tesis 1ª. XXV/2016 (10a.), con número de registro 2010963, cuyo rubro dispone: “DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. APRECIACIÓN DE SU VALIDEZ CONSTITUCIONAL CUANDO LA AUTORIDAD TIENE CONOCIMIENTO, POR MEDIO DE UNA DENUNCIA INFORMAL, QUE SE ESTÁ COMETIENDO O SE ACABA DE COMETER UN DELITO.”; resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
· Amparo en revisión 703/2012, de la cual derivó la tesis 1ª. CCI/2014 (10a.), con número de registro 2006477, cuyo rubro dispone: “FLAGRANCIA. LAS CONSECUENCIAS Y EFECTOS DE LA VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD PERSONAL SON LA INVALIDEZ DE LA DETENCIÓN DE LA PERSONA Y DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUÉLLA.”; resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

· Amparo directo en revisión 2537/2013, de la cual derivó la tesis 1a. CCXCVI/2016 (10a.), con número de registro 2013210, cuyo rubro dispone: ORDEN DE APREHENSIÓN. AL EJECUTARLA, LA AUTORIDAD ESTÁ OBLIGADA A PRESENTAR, SIN DILACIÓN, A LA PERSONA APREHENDIDA ANTE EL JUEZ QUE LA ORDENA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 16, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008); resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

· Tesis P. LX/2010, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro señala "USO DE LA FUERZA PÚBLICA. LAS CARACTERÍSTICAS DEL CONTEXTO DE HECHO EN QUE SE PRESENTA LA INTERVENCIÓN POLICIACA TRASCIENDEN EN LA VALORACIÓN  DE  SU LEGITIMIDAD".
· Código Nacional de Procedimientos Penales.

Es por lo anterior, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I y 67 fracción I  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152, fracción I, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY QUE REGULA EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA PÚBLICA EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:
LEY QUE REGULA EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA PÚBLICA 
EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
Del objeto, sujetos y aplicación de la Ley
Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social, de observancia general en el Estado de Coahuila de Zaragoza, y tiene por objeto regular el ejercicio del uso de la fuerza pública que ejercen los elementos de las instituciones de seguridad pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, en cumplimiento de sus funciones. 

La interpretación de esta Ley será de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por el Estado mexicano, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como las demás leyes aplicables, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de los derechos de las personas. 

Artículo 2. Son autoridades encargadas de la aplicación de la presente Ley:

I. El Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza;
II. El Titular de la Secretaría de Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza;
III. El Titular de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza;

IV. El Titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza;

V. Los Titulares de los ayuntamientos de cada uno de los municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza.

VI. Los mandos, elementos, agentes y cuerpos policiales de las Instituciones de Seguridad Pública,  estatal y municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

VII.  Cualquier autoridad Estatal o Municipal que ordene o aplique el uso de la fuerza pública para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 3. Los objetivos del uso legítimo de la fuerza pública son los siguientes:

I. Proteger y respetar la vida, la integridad física y demás derechos humanos de las personas y de los elementos. 

II. Cumplir y hacer cumplir las leyes para mantener el Estado de Derecho. 

III. Salvaguardar el orden y la paz públicos mediante la disuasión del uso legítimo de la fuerza, así como la integridad, seguridad, libertades, derechos y bienes de las personas. 

IV. Prevenir, investigar y perseguir los delitos. 

V. Las demás que dispongan las leyes aplicables en la materia. 
Artículo 4. Todo elemento tiene derecho a la protección de su vida e integridad física, al respeto de su dignidad como ser humano y autoridad, por parte de sus superiores y de la ciudadanía. Además, toda vez que desempeñan un papel fundamental en la protección del derecho a la vida, la libertad y a la seguridad de las personas, es obligación de la Administración Pública tanto Estatal como Municipal, proporcionarles atención médica, psicológica y jurídica que en su caso llegaran a requerir.  

CAPÍTULO II

Glosario
Artículo 5. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
I. Agresión inminente. A los signos externos de una persona que muestren la decisión de llevar a cabo una agresión de forma inmediata; es decir, a las acciones o movimientos corporales del agresor, que lleven a la convicción de que tiene la intención de lesionar un bien jurídico determinado de forma inmediata, esto es, que esté por acontecer.

II. Agresión real. A la conducta de una persona que despliega físicamente acciones que ponen en peligro los bienes jurídicos tutelados; implicando que no pueda ser hipotética, ficticia o futura; sino actual y existente. 

III. Arma de fuego. Al objeto o instrumento que utiliza una materia explosiva para lanzar proyectiles.

IV. Arma de fuego autorizada. Al objeto o instrumento que utiliza una materia explosiva para lanzar proyectiles, que utilizan los elementos ante una amenaza o agresión que ocasione lesiones graves o la muerte, debidamente autorizada por la Secretaría de la Defensa Nacional y que se encuentra comprendida en la licencia oficial colectiva correspondiente.

V. Arma menos letal. Al objeto, instrumento o dispositivo que por su naturaleza, no tiene como propósito principal ocasionar lesiones que puedan poner en riesgo la vida, teniendo como principal finalidad, controlar a un individuo o a un grupo de individuos, dejarlos inmovilizados o repeler una agresión a fin de garantizar una defensa eficaz o su detención.

Cuya utilización atiende a la finalidad de que los elementos las utilicen para marcar un grado de diferenciación o graduación en el empleo de la fuerza pública, a fin de evitar en todo momento el ocasionar lesiones graves o la muerte de las personas en quienes se emplean, y cuyo grado de letalidad dependerá del tipo de arma, del contexto en que se utiliza, del modo de uso y de las condiciones particulares del destinatario, tales como la vulnerabilidad de la persona contra quien se emplea.
VI.  Arma letal. Al objeto o instrumento que por su naturaleza tiene como propósito principal ocasionar lesiones graves o la muerte en quien se emplea, cuya utilización tiene como principal objetivo causar la muerte de un individuo.

VII. CES. Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza.

VIII. Detención legal. A la restricción de la libertad de una persona por los integrantes de las instituciones de seguridad pública con el fin de ponerla inmediatamente a disposición de la autoridad competente, conforme a los supuestos establecidos en el artículo 21 de la presente Ley.

IX. Elementos. A los integrantes de las instituciones de seguridad pública Estatal o municipal que tengan ese carácter a través de nombramiento o instrumento jurídico equivalente, otorgado por la autoridad competente, para el desempeño de funciones vinculadas operativamente a la seguridad pública. 

X. Equipo auto protector. A los escudos, cascos, chalecos a prueba de balas y medios de transporte a prueba de balas utilizados por los elementos a fin de disminuir la necesidad de armas de cualquier tipo.

XI. Flagrancia. La actualización de alguno de los siguientes supuestos para la detención del aparente autor de un delito; a)  cuando los elementos observen directamente que la acción se comete en ese preciso instante; b) inmediatamente después de cometerlo es detenida la persona, en virtud de que es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e ininterrumpidamente; y c) Si mediante circunstancias objetivas, tales como el señalamiento por parte de la víctima u ofendido; algún testigo presencial de los hechos; quien hubiera intervenido con el aparente autor en la comisión del delito; o bien, cuando la persona tenga en su poder instrumentos u objetos producto del delito; o cuando, se cuente con información o indicios que hagan presumir fundadamente que intervino en el mismo, a los elementos les sea posible identificar a la persona y corroborar que, apenas en el momento inmediato anterior, se encontraba cometiendo el delito, siempre y cuando no se hubiera interrumpido su búsqueda o localización.  

XII.  Fuerza. Al medio que un elemento utiliza para controlar una situación que atenta contra la seguridad, el orden público, la integridad, la vida, bienes de las personas y bienes públicos. 

XIII. Instituciones de Seguridad Públicas. La Comisión Estatal de Seguridad, la Procuraduría General de Justicia del Estado, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, el Secretariado Ejecutivo, las dependencias encargadas de la seguridad pública en los municipios; y sus unidades administrativas internas, delegaciones o coordinaciones. 

XIV. Legítima Defensa. A la acción que ejecutan los elementos, para repeler una agresión real, actual o inminente y sin derecho, en protección de la vida, bienes jurídicos propios o ajenos, siempre que exista necesidad de la defensa y se observe la racionalidad de los medios empleados y no medie provocación dolosa suficiente e inmediata por parte del elemento o de la persona a quien se defiende.

XV. Ley. A la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

XVI. Reglamento. Al Reglamento de la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

XVII. Sometimiento. A la contención que el elemento ejerce sobre los actos de una persona con el fin de asegurarla. 

XVIII. Uso legítimo de la fuerza pública. A la aplicación lícita de técnicas, tácticas, armamento y métodos de sometimiento que realizan los elementos, sobre las personas, de conformidad con las disposiciones de esta Ley y con pleno respeto a los derechos humanos, para alcanzar los objetivos lícitos establecidos en el presente ordenamiento. 

Las definiciones jurídicas establecidas en el presente artículo, deben de concebirse y apegarse en todo momento a los principios generales del uso legítimo de la fuerza, previstos en el artículo 7 de la presente Ley.

                                               CAPÍTULO III
                             Principios y Obligaciones Generales

Artículo 6. Los elementos en el cumplimiento de sus atribuciones harán uso legítimo de la fuerza apegándose en todo momento a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, racionalidad, profesionalismo, proporcionalidad, de carácter público, honradez, congruencia, oportunidad, temporalidad y con irrestricto respeto a los derechos humanos consagrados en la Constitución Federal y los tratados internacionales celebrados o ratificados por el Estado Mexicano. 
Artículo 7. El uso de la fuerza será:

I. Legal. Cuando la acción de los elementos se encuentre estrictamente apegada a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a los tratados internacionales de los que sea parte o ratifique el Estado mexicano, a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, a la presente Ley y demás ordenamientos aplicables. 
II.   Objetivo. Cuando se realice con base en la consideración de hechos reales, sin tomar en cuenta situaciones subjetivas. 
III. Eficiente. Cuando el objetivo del uso legítimo de la fuerza sea realizado aprovechando y optimizando los recursos con que cuentan los elementos. 
IV. Racional. Cuando su uso sea acorde a las circunstancias específicas y a la situación que se enfrenta cuando:
a) Sea producto de una decisión por parte del elemento, que valore el objetivo que se persigue, las circunstancias del caso y las capacidades de la persona a controlar, como la del elemento. 
b) Sea estrictamente necesario en la medida en que lo requiera el desempeño de las tareas de los elementos. 
c) Se haga uso diferenciado de la fuerza. 
d) Se haga uso legítimo de la fuerza y de las armas, solamente después de que otros medios no violentos hayan resultado ineficaces o no garanticen de ninguna manera el logro del resultado previsto. 
V. Profesional. Cuando se ejecute por elementos capacitados en las materias propias de su función.
VI.  Proporcional. Cuando corresponda de forma adecuada a la acción que se enfrenta o intenta repeler, sin originar excesos que causen un daño mayor al que se pretende evitar; de tal suerte que sea la mínima necesaria para salvaguardar el bien jurídico tutelado, sin que implique la utilización de un grado mayor de fuerza que la indispensable para alcanzar sus objetivos, guardando relación con las circunstancias de facto presentes, como son, las características del sujeto de la acción, el número de sujetos, su peligrosidad, las características de su comportamiento, la resistencia u oposición que presenten, entre otras.
VII. De carácter público. Toda acción u omisión que implique el uso de la fuerza por parte de los elementos tendrá el carácter de público y por tanto podrá ser video grabado por los ciudadanos como por los propios elementos, mediante cualquier medio de las tecnologías de información y comunicación, siempre y cuando no interfieran con las labores de los elementos, por lo que estará prohibido impedir que sean realizadas dichas grabaciones.
VIII.  Honrado. Cuando el actuar de los elementos sea recto y honesto. 
IX. Congruente. Cuando sea utilizada de forma equilibrada entre el resultado que el elemento pretende lograr para el cumplimiento de los objetivos de la seguridad pública y el medio adecuado e idóneo que menos perjudique a la persona. 
X. Oportuno. Cuando se aplique de manera inmediata para evitar o neutralizar un daño o peligro inminente o actual, que vulnere o lesione la integridad, derechos, bienes de las personas, bienes públicos, las libertades constitucionales, la seguridad ciudadana o la paz y el orden público. 
XI. Temporal. Todo uso legítimo de la fuerza se encuentra sujeto a un elemento de temporalidad que implica que debe cesar una vez que el objetivo legítimo ha sido alcanzado o cuando ya no es posible su consecución.
XII. Respetuoso de los derechos humanos. Cuando en su ejercicio deba anteponerse irrestricto respeto a los derechos humanos de las personas. 
Ningún elemento podrá ser sancionado por negarse a ejecutar una orden notoriamente inconstitucional o ilegal, o que pudiera constituir un delito. Toda orden con estas características deberá ser reportada al superior jerárquico inmediato de quien la emita.

Artículo 8. Son circunstancias que permiten a los elementos hacer uso de la fuerza pública, las siguientes: 

I. Cumplimiento de un deber, legítima defensa o estado de necesidad de acuerdo a su regulación por la legislación aplicable. 

II. Protección de la integridad, derechos y bienes de las personas, las libertades, el orden y la paz pública. 

III. Combate a la violencia y a la delincuencia. 

IV. Controlar, repeler o neutralizar la resistencia ilícita de una persona. 

El uso de la fuerza es el último recurso, sin embargo, podrá usarse siempre que se cumplan los supuestos y condiciones que establecen esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 9. Cuando sea excepcional, estrictamente necesario e inevitable, para proteger la vida de las personas y la de los elementos, estos podrán hacer uso de armas letales. 

Los elementos sólo emplearán armas de fuego autorizadas, en defensa propia o de terceros, en caso de peligro inminente de muerte, lesiones graves o con el propósito de evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con el objeto de detener a una persona que representa ese peligro y oponga resistencia a su detención o por impedir su fuga que, en su huida, ponga en riesgo real, inminente y actual la vida de una persona, siempre y cuando hubieran resultado insuficientes las medidas menos extremas para salvar una vida. 

Los elementos solo podrán portar y emplear armas en el ejercicio de su cargo, solamente durante el tiempo del ejercicio de sus funciones, o para un horario, misión o comisión determinados, según sea el caso, para lo cual deberán contar con capacitación continua y certificación periódica. 

Artículo 10. Son obligaciones generales de las instituciones de seguridad pública, en el uso legítimo de la fuerza por sus elementos, las siguientes: 

I. Administrar el uso legítimo de la fuerza, para que esta sea el resultado de la infraestructura técnica y material, de la planeación y de los principios especializados de administración y operación para preservar y desarrollar las funciones de la seguridad pública. 

II. Adoptar las medidas necesarias a través de un régimen de responsabilidades, para que los mandos, cuando tengan conocimiento que los elementos bajo sus órdenes recurran o hayan recurrido al uso ilícito de la fuerza pública en cualquier modalidad, asuman su obligación de iniciar el procedimiento correspondiente y en su caso dictar las sanciones procedentes. 

III. Adoptar las medidas necesarias para que no se imponga ninguna sanción disciplinaria o penal contra elementos que en cumplimiento del código de ética, de los principios y de las responsabilidades establecidos en esta Ley y en otras leyes aplicables, se nieguen a ejecutar una orden de emplear el uso ilegítimo de la fuerza o denuncien ese empleo por otros mandos. 

IV. Asegurar que las armas de fuego autorizadas y sus cartuchos se utilicen solamente en circunstancias apropiadas y de manera que disminuya el riesgo de daños innecesarios o injustificados. 

V. Aplicar los mecanismos de evaluación respecto del procedimiento empleado por los elementos en aquellos casos en los que haya sido necesario el uso de la fuerza pública, con la finalidad de determinar si su ejercicio fue legítimo o no. 

VI. Brindar asesoría y representación jurídica a sus elementos cuando por motivo del cumplimiento de su deber y en ejercicio de sus funciones se vean involucrados en procedimientos judiciales o administrativos. 

VII.  Contar, conforme a las características que establezca el Reglamento, con una base de datos que contenga el registro detallado de las huellas y las características que impriman a los proyectiles u ojivas, las estrías o rayado helicoidal de las armas de fuego bajo su resguardo, así como de las armas y equipo asignado a cada elemento. 

VIII. Dotar a sus elementos de armamento, cartuchos y equipo auto protector adecuado para el cumplimiento de las disposiciones legales, administrativas y operativas respectivas, una vez aprobada la capacitación correspondiente. 

IX.  Emitir directrices para que en los casos de personas detenidas se impida la alteración, destrucción o desaparición de la evidencia, atendiendo las disposiciones relativas al tratamiento de la cadena de custodia, previstos en la legislación penal procesal aplicable. 

X. Establecer los diferentes supuestos y circunstancias en las que los elementos, dependiendo de la asignación de su servicio, estén autorizados a portar diversos tipos de arma de fuego y sus cartuchos correspondientes. 

XI. Establecer ejes y acciones para evitar el trato cruel y/o degradante y la tortura relacionada con el uso de la fuerza pública por sus elementos. 

XII. Establecer mecanismos para proteger la vida e integridad física de sus elementos, así como el respeto a su dignidad como personas, por parte de sus mandos superiores, de otros elementos y de la ciudadanía. 

XIII. Establecer mecanismos efectivos de rendición de cuentas que permitan erradicar las prácticas ilegítimas del uso de la fuerza pública, a fin de mejorar la eficacia de la actuación de sus elementos, a la vez que se sometan sus acciones a procedimientos administrativos disciplinarios o penales, según proceda. 
XIV. Establecer un código de ética para el uso de la fuerza y de armas de fuego por parte de sus elementos, así como los mecanismos para el examen de control de confianza, con la finalidad de mantener la actualización de normas legales, reglas operativas y administrativas en el empleo de las mismas. 

XV. Establecer los procedimientos de operación y de supervisión para preservar los indicios en el caso del uso legítimo de la fuerza. 

XVI. Establecer los mecanismos de coordinación, operación y supervisión para que el desempeño de sus elementos respecto del uso de la fuerza se desarrolle con estricto apego a lo establecido en la presente Ley. 

XVII. Evaluar el empleo, distribución y consecuencias de las armas menos letales y su control, a fin de reducir al mínimo el riesgo de causar lesiones a las personas sobre las cuales se emplean y a personas ajenas a los hechos. 

XVIII. Iniciar la investigación respectiva ante la autoridad correspondiente en caso de que los elementos hagan uso ilícito de la fuerza pública en contra de persona alguna. 

XIX. Investigar técnica y científicamente los incidentes en que se haga uso de la fuerza, considerando el cómo sus consecuencias pueden afectar a la institución, con la finalidad de aplicar las medidas preventivas o correctivas que resulten procedentes. 

XX. Impartir a sus elementos la capacitación, adiestramiento, técnicas y principios que les permita hacer uso efectivo y legítimo de la fuerza pública y de armas de fuego en el desempeño de sus funciones, así como en el control de personas violentas, dando especial atención a la ética policial y a los derechos humanos desde su formación inicial y de manera permanente y continua. 

XXI. Propiciar el desarrollo de investigaciones en los casos en los que se presuma que sus elementos hayan hecho uso ilícito de la fuerza pública o de armas de fuego, así como atender y colaborar oportunamente con las autoridades competentes en la entrega de información y demás acciones necesarias para concluir con tales investigaciones. 

XXII. Proporcionar orientación y ayuda psicológica a los elementos que intervengan en situaciones en las que se empleé el uso de la fuerza o armas de fuego para sobrellevar las afectaciones y tensiones propias de esas situaciones. 

XXIII. Someter a los elementos que cuenten con armas de fuego autorizadas bajo su resguardo, a la inspección periódica de constatación del empleo de las piezas originales del arma registrada en la base de datos, a fin de evitar su modificación o adaptación de aditamento alguno en las mismas; con excepción de dispositivos de miras telescópicas y órganos de mira o puntería. 

XXIV. Supervisar el cumplimiento en el uso legítimo de la fuerza pública establecido en la presente Ley, a través de la implementación y desarrollo de procedimientos, manuales e instructivos operativos y de evaluación, de control y supervisión especializados, tanto de los elementos como de operaciones. 

XXV. Incluir en el plan de estudios de sus institutos y academias de formación de los elementos, a la presente Ley que regula el uso legítimo de la fuerza pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

XXVI. Cumplir con la presente Ley y demás disposiciones aplicables en la materia. 
Artículo 11. Para poder emplear el uso de la fuerza pública, los elementos se regirán por lo siguiente: 
I. Conocer, observar y aplicar la presente Ley, las reglas operativas, administrativas, el código de ética de la institución a la que pertenezcan y demás disposiciones aplicables en la materia. 

II. Contar con la autorización de portación de armamento, cartuchos, equipo auto protector y de uso de fuerza proporcionado por la institución a la que pertenezcan, sujetándose a la reglamentación de las leyes respectivas. 

III. Cumplir con los requisitos para la portación, uso, resguardo y mantenimiento del armamento, cartuchos, equipo auto protector y de uso de fuerza, que le sea asignado para su uso solamente en el tiempo del ejercicio de sus funciones, o para un horario, misión o comisión determinados, de conformidad con la ley aplicable y de acuerdo con los ordenamientos de la institución a la que pertenezcan. 

IV. Informar inmediatamente a sus mandos y si fuere necesario, a cualquier otra autoridad u organismos competente que tenga atribuciones de control o correctivas, en cuanto tenga conocimiento de una violación a lo dispuesto por el Código de Ética, el Protocolo de actuación policial y a la presente Ley.

V. Impedir toda violación a la presente Ley, y a cualquier disposición legal aplicable en la materia y oponerse rigurosamente a tales violaciones, por otros elementos. 

VI. No emplear la fuerza con personas bajo custodia o detenidas, en las circunstancias previstas en la presente Ley. 

VII. Participar en los estudios y análisis relacionados con el uso de la fuerza. 

VIII. Participar y aprobar la capacitación especializada para el uso de la fuerza. 

IX. Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún peligro o que hayan sido víctimas de delito, así como protección a sus bienes y derechos. 

X. Proteger la integridad y derechos humanos de las personas, absteniéndose de realizar todo acto arbitrario y de limitar ilegalmente las acciones, reuniones o asambleas que en el ejercicio de sus derechos constitucionales y con el carácter pacífico realice la población. 

XI. Velar por la prevención del delito y luchar contra la delincuencia, protegiendo en todo momento los bienes jurídicos tutelados por el Estado. 

XII. No modificar o adaptar de manera alguna las piezas originales de las armas dotadas a los elementos por parte de las Instituciones de Seguridad Pública, con excepción de dispositivos de miras telescópicas y órganos de mira o puntería.

XIII. Utilizar exclusivamente las municiones suministradas por parte de las Instituciones de Seguridad Pública.

CAPÍTULO IV
Obligaciones de los Elementos, antes, durante y después del uso de la fuerza pública
Artículo 12. Son obligaciones de los elementos de las instituciones de seguridad pública, antes de emplear el uso legítimo de la fuerza pública, las siguientes:

I. Negarse a cumplir una orden para hacer uso de la fuerza pública sobre persona alguna, que hubiera sido emitida por autoridades administrativas o judiciales que no guarden una relación jerárquica con el elemento, a menos que se encuentren dentro de los supuestos previstos en el artículo 21 de la presente Ley. 

II. Abstenerse de hacer uso de la fuerza con personas bajo su custodia o detenidas, salvo cuando sea estrictamente necesario para mantener la seguridad y el orden en los establecimientos o cuando corra peligro la integridad física de las personas. 
III. Considerar el uso de la fuerza y hacerlo estrictamente cuando sea necesario. 

IV. Emplear medios no violentos, tales como la persuasión, la cooperación y/o la advertencia, con el fin de mantener la observancia de la Ley, restaurar el orden y la paz pública. 

V. Identificarse como elementos de las instituciones de seguridad pública y advertir de manera clara su intención de emplear la fuerza pública y en su caso, el posible uso de las armas de fuego, con tiempo suficiente para que se tome en cuenta. 

Artículo 13. Son obligaciones de los elementos de las instituciones de seguridad pública, durante el uso de la fuerza, las siguientes:

I.  Respetar los principios, derechos humanos y obligaciones señaladas en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, considerando progresivamente los siguientes tipos de resistencia:
a) Resistencia pasiva: Cuando la persona no obedezca las órdenes legítimas comunicadas de manera directa por el elemento que previamente se haya identificado como tal, pero que no realice acciones que dañan al mismo, a terceros o al elemento.
b) Resistencia activa: Cuando la persona realice acciones u omisiones tendientes a dañarse, dañar a un tercero, al elemento o a bienes propios o ajenos.
c) Resistencia activa agravada: Cuando las acciones u omisiones de la persona representen una agresión real, actual o inminente que ponga en peligro su vida, la vida de terceros o la del elemento.

II. Cumplir las órdenes lícitas giradas por autoridades competentes, prevenir la comisión de delitos e infracciones, proteger o defender bienes jurídicos y con el propósito de neutralizar la resistencia o agresión de una persona que esté infringiendo o acabe de infringir alguna disposición jurídica deberá, en primera instancia, dar órdenes verbales directas y en caso de no haber sido obedecida deberá hacer uso de la fuerza de la siguiente manera:

a) Vencer la resistencia pasiva de las personas sin usar armas.
b) Utilizar armas menos letales, tales como el equipo autoprotector e instrumentos incapacitantes autorizados para neutralizar la resistencia activa o activa agravada de una persona con excepción de las armas de fuego.

c) Uso de armas de fuego en defensa propia o de otras personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones graves, con el propósito de evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe una inminente amenaza para la vida o con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad o para impedir su fuga y solo en el caso que resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. 
III. No infligir directa o indirectamente los derechos humanos instigando o tolerando actos de tortura o penas crueles, inhumanos o degradantes ni invocar la orden de un mando superior o circunstancias especiales, como estado o amenaza de guerra a la seguridad nacional, inestabilidad política o interna o cualquier otra emergencia pública, como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
IV. Hacer uso de la fuerza de manera racional, congruente, oportuna, proporcional y con respeto a los derechos humanos, considerando la gravedad del delito que se trate en la medida que lo requiera el desempeño de su servicio, conforme a lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.
V. Aplicar la técnica adecuada tanto para el uso de manos libres como de equipo autoprotector, con la finalidad de lograr el efecto debido, sin causar mayor daño.
VI. Inmovilizar y someter a la persona destinataria del uso legítimo de la fuerza.
VII. Reducir al mínimo los daños y lesiones con respeto y protección a la vida humana.
VIII. Otorgar un tratamiento humano con respeto a la dignidad de la persona.
IX. Asegurar la plena protección de la salud e integridad física de las personas y en particular  tomar las medidas inmediatas para proporcionar atención médica cuando se precise.
X. No utilizar armas que no se encuentren autorizadas conforme a lo previsto en la fracción IV del artículo 5 de la presente Ley. 
Artículo 14. Son obligaciones de los elementos de las instituciones de seguridad pública, después de usar la fuerza las que se mencionan a continuación, las cuales deberán seguirse en el orden en el que se encuentran:
I. Retirar inmediatamente el instrumento o arma en posesión de la persona sometida sobre la cual se aplicó el uso de la fuerza, para evitar daños o lesiones a terceros. 
II. Solicitar inmediatamente la asistencia y servicios médicos cuando haya personas heridas o afectadas.
III. Informar inmediatamente a los mandos superiores, en especial cuando el uso de fuerza haya producido lesiones graves o muerte. 
IV. Notificar de lo sucedido, a la mayor brevedad posible a los parientes de las personas heridas o afectadas. 
V. Presentar sin dilación o demora alguna y bajo su más estricta responsabilidad, ante la autoridad competente, a la persona sobre la cual se aplicó el uso de la fuerza.
VI. Atender los tratamientos especializados que considere la institución de seguridad pública, tales como psicológicos y médicos.
VII. Realizar a su superior jerárquico un reporte pormenorizado que contendrá los requisitos que establezca el Reglamento.

CAPÍTULO V

De las reglas para mantener la paz y el orden público

Artículo 15. Siempre que los elementos tengan conocimiento que un grupo de personas ejercen o ejercerán su derecho de asociación y reunión con un objeto lícito y de forma pacífica en lugares públicos a través de asambleas, manifestaciones o reuniones, harán una planeación para proteger el ejercicio de dicho derecho, la protección de los manifestantes, y el de los terceros presentes, teniendo como objetivo principal la facilitación y no la contención o la confrontación con los manifestantes; y en su defecto reaccionar en caso de que la asamblea, manifestación o reunión se torne ilícita y violenta.

Para los efectos de este capítulo, se entenderá que el objeto lícito se da cuando el motivo de la reunión o asociación no es la ejecución concreta de actos delictivos; y que es pacífica cuando no se lleven a cabo fácticamente actos de violencia, ni a través de la reunión se incite a actos de discriminación o discurso de odio que tengan una materialización real, actual e inminente.

No se considerarán como actos de discriminación o discurso de odio, cuando el ejercicio de la libertad de expresión a través del derecho de reunión sea ofensivo, insultante, injurioso o alusivo a actos delictivos, pues lo que hace ilícita y no pacifica a una concentración de personas es la concurrencia real de actos delictivos, o la existencia o inminente amenaza de actos de violencia.

Por lo anterior las asambleas, manifestaciones o reuniones se diferenciaran de la siguiente manera: 

I. Reuniones lícitas y pacíficas. 

II. Reuniones ilícitas pero no violentas. 

III. Reuniones violentas. 

Artículo 16. Cuando se trate de una reunión lícita y pacifica no podrá utilizarse ningún tipo de fuerza. 

Artículo 17. Cuando se trate de una reunión ilícita pero no violenta, y solo si existieran razones fundadas para poner fin a tal manifestación, se podrá emplear el uso legítimo de la fuerza pública de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, con excepción del uso de armas letales. 

Se estará ante una reunión ilícita pero no violenta, entre otros casos cuando los manifestantes se encuentren armados, o cuando la petición o protesta ante la autoridad se exprese con amenazas para intimidad u obligar a resolver en un sentido determinado. 
Artículo 18. Cuando una reunión se torne violenta y se actualicen los supuestos del inciso b) y c) de la fracción I, del artículo 13 de esta Ley, los elementos podrán emplear la fuerza en el control de multitudes y disturbios públicos, para restablecer el orden y la paz social, con el fin de evitar mayores actos de violencia, daños a terceros, a propiedades y a la integridad física de las personas. 
Los elementos deberán emplear, de no existir medios menos lesivos, la mínima fuerza posible, y solo se podrán utilizar armas letales bajo los términos y condiciones que establece el artículo 9º de la presente Ley.
Asimismo, respetarán el ejercicio del derecho de asociación y reunión de las personas que no participen en los hechos mencionados en este artículo, siempre que éste se efectué en los términos previstos por el artículo 9 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo anterior pues los actos de violencia u otros actos punibles cometidos por individuos determinados no pueden privar a las personas pacíficas de ejercer su derecho a la libertad de reunión; por lo que los elementos tienen el deber de distinguir entre manifestantes pacíficos y agentes provocadores, aislar a estos últimos y darles el tratamiento respectivo conforme a la presente Ley.  

Artículo 19. La determinación de hacer uso legítimo de la fuerza en los supuestos previstos en los dos artículos anteriores, será tomada exclusivamente por el mando responsable del operativo, bajo su más estricta responsabilidad, debiendo informar de inmediato a su mando superior sobre tal determinación para los efectos conducentes.
En ningún caso podrán los elementos usar armas letales para la dispersión de asambleas, manifestaciones o reuniones que se hubieran vuelto violentas o para disparar indiscriminadamente a la multitud. 

Además, cuando se actualicen los supuestos para el uso legítimo de la fuerza a través de la utilización del equipo auto protector y/o de armas menos letales, su empleo deberá de realizarse con la finalidad de provocar el menor daño posible, cuidando el respeto a la vida humana, observando los principios generales para el uso de la fuerza previsto en el artículo 7 de la presente Ley.

Artículo 20. Las armas letales deben estar excluidas de las planeaciones, dispositivos u operativos utilizados para el control de las protestas sociales, por lo que los elementos que pudieran entrar en contacto con los manifestantes no podrán portar armas de fuego.

Por lo que en los operativos se podrá contemplar que en algún lugar fuera del radio de acción de la manifestación, se disponga de armas de fuego y municiones para los casos excepcionales en los que se produzca una situación que en términos del artículo 9 de la presente Ley amerite su uso.
CAPÍTULO VI
De las reglas para el uso legítimo de la fuerza en detenciones
Artículo 21. Solo será legítimo el uso de la fuerza por parte de los elementos para la detención de una persona, en los siguientes supuestos: 

I. Tratándose del cumplimiento de una orden escrita de aprehensión o de presentación girada por los Jueces de Control u otras autoridades competentes.
II. Tratándose del cumplimiento de una orden escrita de detención por caso urgente girada por el Ministerio Público competente. 
III.  En los casos de flagrancia previstos en la fracción XI del artículo 5º de la presente Ley.
Artículo 22. Al momento de la detención de una persona, los elementos deberán analizar las circunstancias para lograr la correcta aplicación de la presente Ley, y particularmente de los principios del uso legítimo de la fuerza, previstos en el capítulo III, y además: 
I. El elemento se identificará plenamente, solicitándole cese las acciones que derivaron su intervención.

II. Evaluarán la situación para determinar si es necesario hacer o no uso legítimo de la fuerza.
III. Identificarán y señalarán de manera inmediata los motivos de la detención e informarán a la persona objeto de la misma, así como a familiares o conocidos que estén presentes, el lugar y la autoridad ante la cual será puesta a disposición. 
IV. Solicitarán a la persona que se trate, los acompañe de manera voluntaria para ser presentado ante la autoridad correspondiente.
V. Si la persona no opone resistencia, no se utilizará la fuerza. 
VI. Si la persona se resiste de forma pasiva, los elementos harán uso de medios no violentos, tales como la negociación, el convencimiento o la persuasión para que ésta deponga su actitud negativa y se entregue a la autoridad.

VII. Si después de utilizar los medios no violentos, la persona sigue oponiendo resistencia, los elementos advertirán claramente que de no cesar la resistencia se hará uso legítimo de la fuerza. 

VIII. Si después de dicha advertencia, la persona sigue oponiendo resistencia, los elementos utilizarán técnicas de sometimiento que no impliquen la utilización de armas. 
IX. Si las técnicas de sometimiento no funcionan, se utilizarán armas menos letales procurando ocasionar el menor daño posible a la persona sujeta a la detención, así como a terceros, observando en todo momento el respeto a sus derechos humanos y particularmente el respecto a la vida.
X. Después de haber sometido y controlado al detenido, se procurará que éste no represente un peligro para él mismo, para terceros y para el propio elemento haciendo uso del equipo autoprotector; y se le informará los derechos que le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las demás disposiciones jurídicas aplicables.

XI. El elemento registrará a la persona asegurada para verificar que no tiene ningún objeto que pueda ser utilizado como arma y lo remitirá sin dilación o demora alguna ante la autoridad competente. Las pertenencias del detenido serán custodiadas y entregadas a la autoridad competente con una relación pormenorizada.

XII. Posteriormente al aseguramiento, el elemento elaborará conforme al formato establecido por la institución de seguridad pública el informe policial homologado.
Artículo 23. Si la persona que opone resistencia a la detención lo hace de forma agresiva o agresiva agravada o se encuentra armada, además de observarse los principios del uso legítimo de la fuerza, previstos en el capítulo III de esta Ley, se seguirá el procedimiento siguiente:
I. El elemento se identificará plenamente, señalando su nombre, número de oficial y la institución de seguridad pública a la que pertenece, solicitándole cese las acciones que derivaron su intervención.

II. Evaluarán la situación para determinar el grado de empleo del uso legítimo de la fuerza.

III. Se le conminará a que abandone la actitud agresiva o agresiva agravada, que se rinda y en su caso que entregue el arma.

IV.  El elemento dará una clara advertencia de su intención de emplear armas de fuego, con tiempo suficiente para que sea tomada en cuenta, salvo que al dar esa advertencia se pusiera indebidamente en peligro a los elementos, se creara un riesgo de muerte o daños graves a otras personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil dadas las circunstancias del caso. 

V. Si la persona no abandonara la actitud agresiva o agresiva agravada, se le deberá someter e inmovilizar usando las reglas de la legítima defensa, y lo previsto en los incisos b) y/o c) de la fracción II, del artículo 13 de la presente Ley, según corresponda, procurando en todo momento, causarle el menor daño posible, pero también salvaguardando la seguridad de terceros y la del propio elemento.
VI. Una vez que se haya asegurado a la persona, el elemento le informará los derechos que le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las demás disposiciones jurídicas aplicables y lo remitirá inmediatamente ante la autoridad competente con el instrumento o arma. 
VII. Posteriormente al aseguramiento, el elemento elaborará conforme al formato establecido por la institución de seguridad pública el informe policial respectivo.

En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida, y siempre que hubiera sido la última y extrema posibilidad, cuando no hubiera sido posible la utilización de otro nivel de fuerza o estos hubieran sido ineficaces por las características de la resistencia de la persona. 

Artículo 24. Cuando los elementos vayan a ejecutar la detención de una persona que se sabe es peligrosa deberán realizar la planeación de la misma, tomando en cuenta todas las medidas posibles para proteger la vida de la persona, la vida de terceros y la propia de los elementos, llevando el equipo autoprotector necesario que de conformidad con la normatividad correspondiente deban portar. Además deberán contar con los grupos de apoyo necesarios para proteger su seguridad personal.

CAPÍTULO VII
Del uso de la fuerza cuando una persona se encuentre sometida por un Elemento
Artículo 25. Cuando un Elemento hubiera sometido a una persona, para su aseguramiento y traslado respectivo ante la autoridad competente, podrá utilizar las esposas o candados de mano, en donde, además de observar las reglas y principios para el uso legítimo de la fuerza, en el uso de las esposas o candados de mano, el elemento deberá observar lo siguiente:

I. Manipularlas exclusivamente para someter a una persona, en caso de que no se hubiera logrado tal objetivo con la persuasión o disuasión verbal. 

II. Utilizarlas en su caso, para el aseguramiento de una persona, de forma correcta y exclusivamente para la finalidad que persiguen.

III.  Incluir en todo parte informativo o documento que acredite la puesta a disposición ante autoridad competente, las circunstancias que hicieron necesario el aseguramiento de la persona por dicho nivel de fuerza. 

IV. Cerciorarse en todo momento, de que no ejerzan presión innecesaria sobre las manos de la persona. 

V. En caso de traslado de la persona, colocarle el cinturón de seguridad del vehículo durante éste; y 

VI. Utilizarlas durante el tiempo estrictamente necesario, retirándolas inmediatamente a la puesta a disposición de la autoridad competente. 

Lo anterior con la finalidad de asegurarle el menor daño posible a la persona sometida, en su integridad física y emocional.

CAPÍTULO VIII
Del uso de la fuerza en el cumplimiento de determinaciones emitidas por autoridades judiciales, ministeriales y administrativas
Artículo 26. Durante la presentación de personas ante autoridades judiciales, ministeriales o administrativas por el incumplimiento a las disposiciones de dicho carácter se seguirán las reglas establecidas en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 27. Las autoridades administrativas o judiciales que requieran el auxilio de los elementos de seguridad pública para llevar a cabo desalojos, lanzamientos, embargos, ejecución de resoluciones o aplicación de medidas de apremio, deberán realizar su solicitud cuando menos con dos días hábiles de anticipación, para que las instituciones de seguridad pública programen el operativo con base en el Reglamento. 
CAPÍTULO IX
De las reglas para el uso de la fuerza en fenómenos naturales perturbadores 
Artículo 28. En caso de incendios, inundaciones, sismos o cualquier otro fenómeno natural perturbador, en el que existan situaciones graves que pongan en peligro la vida o la integridad física de las personas, las instituciones de seguridad pública se coordinarán con las autoridades que al efecto corresponda para apoyarlas en el cumplimiento de sus objetivos. 
En caso que sea necesario hacer uso legítimo de la fuerza para evacuar o impedir el paso a personas, los elementos aplicarán de inmediato las medidas de seguridad que se consideren pertinentes de acuerdo con la presente Ley, esto con la finalidad de proteger la vida y bienes de la población que se encuentren en tal situación. 
Artículo 29. En las acciones de prevención, auxilio y recuperación, los elementos seguirán las reglas y el procedimiento que establezca el Reglamento.

CAPÍTULO X
De la capacitación y del control de armas y equipo

 Artículo 30. Los elementos a través del Instituto Superior de Estudios de Seguridad Pública del Estado o de las academias de Policía municipales, según sea el caso, recibirán capacitación especial y adiestramiento constante que les permita hacer uso diferenciado, escalonado y gradual de la fuerza y de las armas de fuego en el ejercicio de sus funciones. 

 Artículo 31. Para la capacitación y adiestramiento referidos, las instituciones de seguridad pública determinarán los diferentes métodos, técnicas, equipo, armas y municiones que podrán emplear sus elementos, de acuerdo a las funciones de estos. 
Artículo 32. Dentro de la capacitación sobre el uso de la fuerza y manejo de armas deberá figurar en primer lugar el empleo adecuado de armas menos letales, como lo son los equipo de apoyo y el equipo autoprotector, sobre el de armas letales, con miras a restringir su empleo de forma incorrecta o ilícita, que pueda ocasionar lesiones, muerte y violación a los derechos humanos de las personas en quienes se emplea. 
Artículo 33. Los equipos de apoyo tienen como finalidad principal controlar o contener a la persona, y lo constituyen:


I. Las esposas rígidas, semirrígidas, de eslabones y cinturones plásticos para uso exclusivo en las muñecas de las manos.
II. Otros materiales o instrumentos para controlar a una persona que represente un grave peligro para sí misma o para terceros.
Dichos equipos no podrán ser usados como una forma de sanción del individuo, sino únicamente cuando la situación concreta lo requiera, además, no podrán emplearse de tal manera que causen lesiones innecesarias al individuo, debiendo evitarse en la medida de lo posible el empleo prolongado de los mismos acorde a la obtención de su finalidad.

Artículo 34. Se consideran armas menos letales, los instrumentos y equipo autoprotector que sirven para controlar a un individuo, dejarlo inmovilizado o repeler una agresión, destacando las siguientes:
I. Bastón PR-24, tolete o su equivalente.
II. Dispositivos que generan descargas eléctricas.
III. Inmovilizadores o candados de mano. 
IV. Sustancias irritantes en aerosol.
V. Equipo autoprotector, consistente en escudos, cascos, chalecos y medios de transporte a prueba de balas.

Artículo 35. A fin de evitar el uso de armas que no se encuentren dentro de la licencia oficial colectiva, las instituciones de seguridad pública, de conformidad con sus atribuciones dotaran a sus elementos del equipo necesario para su protección, de acuerdo con la función que desempeñen. 
Artículo 36. Las instituciones de seguridad pública deberán contar de acuerdo con las especificaciones técnicas de la materia con una constancia del marcado del armamento autorizado, a efecto de un control más estricto del mismo. 

CAPÍTULO XI
De la planeación de operativos en los que se prevea usar la fuerza pública
 Artículo 37. Cuando se considere que para lograr la detención de una persona se debe hacer uso lícito de la fuerza pública, si las circunstancias lo permiten, además de lo establecido en el Capítulo VI de la presente Ley, se tomarán en cuenta las circunstancias de personas y de armas, generando un operativo con suficientes elementos que permitan disuadir el uso de la fuerza de manera clara a la persona cuya detención se pretende.
 Artículo 38. En el uso lícito de la fuerza y en la planeación de operativos, siempre se tomará en consideración la salvaguarda de los objetivos y principios generales objeto de la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, quienes además deberán cumplir con lo siguiente: 
I. En cada institución de seguridad pública se establecerá un centro de coordinación, el cual tendrá por objeto llevar a cabo las operaciones tácticas y de toma de decisión a efecto de definir las estrategias de solución del evento.
II. Determinar el mando responsable del operativo, con las obligaciones siguientes:
a) Reunión de trabajo y coordinación con las diferentes autoridades participantes y definición del fundamento jurídico para la actuación de los elementos. 
b) Elaboración de planes operativos y logísticos de acuerdo al evento que se trate.
c) Agrupación de personal y programa de desplazamiento de elementos a la zona de concentración. 
d) Revista de elementos y equipo. 
e) Designación de mandos secundarios con responsabilidad operativa.
f) Organización de la fuerza en el arribo y despliegue del lugar del evento.
g) Elaboración de informes del o los mandos responsables del operativo.
h) Grabar y filmar el desarrollo del operativo desde el inicio hasta su conclusión.
III. Nombrar a los mandos responsables de la comunicación interna y externa que deberán        reportar de manera directa al centro de coordinación, a efecto de realizar las negociaciones de las asambleas o reuniones.
IV. Conocer el historial y otros factores de riesgo para la solución adecuada del evento.
V.  Determinar la estrategia para repeler acciones de cualquier tipo de los participantes, en caso que el evento perturbe la paz y orden públicos.
VI. Determinar tácticas para aislar a las personas que dentro de un evento se comporten de manera violenta.

VII. Decidir las operaciones necesarias para restablecer el orden y seguridad públicos, en este supuesto se evitarán las tácticas provocadoras y en todo momento se deberán adoptar estrategias de protección a las libertades constitucionales y derechos humanos.

Artículo 39. Los planes, estrategias y programas para actuar frente a asambleas, manifestaciones o reuniones que se realizan en lugares públicos deberán determinarse conforme al Capítulo V de la presente Ley y conforme al Reglamento. 
Artículo 40. El uso de las armas de fuego son la última y extrema opción, sólo en casos de que se encuentre en grave peligro la vida, la seguridad o la integridad física de las personas.
CAPÍTULO XII
De la atención médica que resulte necesaria del uso de la fuerza
Artículo 41. Es obligación de los elementos procurar los cuidados necesarios a las personas sobre las cuales se ha ejercido la fuerza, estos deberán actuar conforme a las capacidades y circunstancias del caso, así como requerir el auxilio necesario para facilitar los primeros auxilios y la atención médica inmediatos. 
Artículo 42. Cuando derivado del uso de la fuerza se causen lesiones a las personas, los elementos deberán prestar inmediatamente el auxilio necesario, para lo cual seguirán el procedimiento establecido en el Reglamento de esta Ley. 
Artículo 43. Los elementos tienen el derecho a la protección de su vida e integridad física, al respeto a su dignidad como seres humanos y representantes de la autoridad, por parte de sus mandos y de la población, por lo que será obligación de las instituciones de seguridad pública, proporcionarles la atención médica y psicológica que resulte necesaria, cuando hagan uso de la fuerza en el ejercicio de sus funciones, para apoyarles a sobrellevar las tensiones propias de estas situaciones.
CAPÍTULO XIII
De la coordinación entre instituciones de seguridad pública para el uso legítimo de la fuerza

Artículo 44. Cuando el uso de la fuerza requiera de acciones coordinadas entre el Estado con la Federación, otras entidades federativas y sus municipios, las instituciones de seguridad pública se sujetarán a las disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, de la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables en la materia, procurando en todo momento que en la planeación de los operativos de coordinación se establezca en su contenido, lo siguiente:
I. Las instituciones de seguridad pública que participen.
II. Los elementos y mandos responsables a cargo de cada una de las fuerzas que participan, así como de sus corporaciones y agrupamientos. 
III. La acción que se intentará repeler y, en su caso, la orden u órdenes que se van a cumplir. 
IV. Los antecedentes de la persona o personas que se van a detener. 
V. El responsable que coordinará la puesta a disposición de los imputados ante la autoridad competente. Podrán determinarse perímetros de acción en los que se generarán responsables para cada uno de ellos.

CAPÍTULO XIV
Del uso de la fuerza por los prestadores del servicio de seguridad privada
Artículo 45. Los particulares que se dediquen a la prestación de servicios de seguridad privada, así como el personal que designen, observarán en lo conducente las normas que establece el Reglamento que regula la prestación de los servicios privados de seguridad en el Estado de Coahuila de Zaragoza, la presente Ley, y demás disposiciones jurídicas aplicables para las instituciones de seguridad pública en lo relativo al uso de la fuerza por sus elementos.
CAPÍTULO XV

De la reparación del daño e indemnización por el uso ilegal de la fuerza pública

Artículo 46. El Gobierno del Estado y las instituciones públicas encargadas de hacer cumplir la presente Ley serán responsables de la reparación integral a las víctimas que resulten por el uso ilegal de la fuerza y de las armas de fuego, así como por no adoptar las medidas correspondientes para impedir, eliminar o denunciar ese uso por los elementos a su cargo, en términos de las disposiciones aplicables en la materia. 
La reparación del daño e indemnización que en su caso llegara a proceder por el uso ilegal de la fuerza, se realizará conforme a la legislación aplicable dependiendo el tipo de acción que se hubiera ejercitado por las víctimas. 

Artículo 47. Las personas afectadas con motivo del uso ilegal de la fuerza por los elementos, así como sus familiares, serán titulares de las acciones civiles, administrativas o penales que consideren conducentes de acuerdo con los procedimientos que exijan las leyes de la materia. 

Artículo 48. Las Comisiones de Honor y Justicia de cada institución de seguridad pública o su equivalente, serán competentes para conocer de quejas o iniciar de oficio investigaciones sobre presuntas violaciones a derechos humanos derivadas del uso ilegal de la fuerza pública.

CAPÍTULO XVI
De las sanciones
Artículo 49. Ningún elemento podrá ser sancionado por negarse a ejecutar una orden notoriamente inconstitucional o ilegal, que pudiera constituir un delito o falta administrativa, o que viole la presente Ley. Toda orden con estas características deberá ser reportada al mando superior inmediato de quien la emita o al órgano de control interno respectivo a efecto de dar intervención a la autoridad competente. 
Los motivos por los cuales se da la intervención de los elementos, por lo que se refiere al tipo del delito o de orden a cumplir, no justifican por sí mismo el uso de la fuerza o armas letales, inclusive si los delitos que se trate hayan sido violentos.
Artículo 50. El mando o elemento que tenga conocimiento de un exceso o uso ilegítimo de la fuerza está obligado a denunciarlo inmediatamente ante la autoridad competente.
No se podrán invocar circunstancias excepcionales, tales como la inestabilidad política interna o cualquier otra situación pública de emergencia para justificar el uso de la fuerza en contra de los principios y responsabilidades previstas en la presente Ley. 
Artículo 51. A los mandos y elementos, cuando no adopten todas las medidas necesarias y suficientes para hacer uso legítimo de la fuerza pública e inobserven lo dispuesto en esta Ley, se les iniciará una investigación interna por quien resulte competente dentro de la institución de seguridad a la cual pertenezcan.

Cuando así proceda, los resultados de dicha indagación se comunicarán a los órganos de control que correspondan y en su caso, se dará vista al Ministerio Público para que sean acreedores, de acuerdo con su participación a la aplicación de las sanciones penales que correspondan, sin perjuicio de las demás acciones administrativas, civiles o de cualquier otra índole que resulten.
TRANSITORIOS
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
SEGUNDO. La autoridad competente deberá expedir el Reglamento de la presente Ley, en un plazo no mayor a noventa días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de la misma. 

TERCERO. Para efectos de la presente Ley, las instituciones de seguridad pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán capacitar a sus elementos en el adecuado ejercicio del uso de la fuerza pública, dentro del plazo de ciento ochenta días hábiles contados a partir de su publicación. 

CUARTO. Para efectos de la presente Ley, las instituciones de seguridad pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán incluir en el plan de estudios de sus institutos y academias de formación de los elementos, a la presente Ley que regula el uso legítimo de la fuerza pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza, dentro del plazo de ciento ochenta días hábiles contados a partir de su publicación. 

QUINTO. Se derogan todas las disposiciones de menor jerarquía que se opongan a la presente Ley. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de Septiembre de 2017

Por el Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. JULIAN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE. 
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY QUE REGULA EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA PÚBLICA EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la diputada Yolanda Olga Acuña Contreras  conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  modificar  el contenido de los numerales 1 y 4 de la Fracción VIII del artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:
Exposición de Motivos

La participación ciudadana en las decisiones y planeación de las obras y servicios municipales sigue siendo una utopía en muchos municipios del país y de Coahuila; es un tema del que muchos hablan, pero nadie, al parecer, lo quiere llevar a la práctica, y todo queda en sólo “buena intenciones”; a pesar de que este derecho existe constitucionalmente, y se reproduce en los textos normativos constitucionales y municipales desde hace lustros, hecho que refleja la gravedad de esta omisión.

Para muestra, reproducimos algunas porciones normativas de ordenamientos diferentes que se refieren al tema señalado:

Constitución Federal:

Artículo 115……

……

II….

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.

Constitución de Coahuila:

Artículo 158-U. Los Ayuntamientos tendrán las competencias, facultades y obligaciones siguientes:

……

VIII.
En materia de participación ciudadana y vecinal: 

1.
Formular programas de organización y participación social que permitan una mayor cooperación entre autoridades y habitantes del Municipio.

2. 
Promover la participación de los diferentes sectores organizados del Municipio y de los habitantes interesados en la solución de la problemática municipal y en la formulación del Plan de Desarrollo Municipal.

3. 
Promover la organización de asociaciones de ciudadanos.

4. 
Reglamentar y establecer las bases que organicen la participación, colaboración y cooperación de los vecinos en la prestación, construcción y conservación de los servicios y obras públicas.

5.
Establecer e instrumentar mecanismos efectivos, funcionales y democráticos de participación comunitaria directa para la toma de decisiones fundamentales hacia el interior del gobierno municipal.

Código Municipal:

ARTÍCULO 102….

….

En todo caso, los ayuntamientos tendrán las competencias, facultades y obligaciones siguientes:

….

VIII. En materia de participación ciudadana y vecinal: 

1. Formular programas de organización y participación social que permitan una mayor cooperación entre autoridades y habitantes del Municipio.

2. Promover la participación de los diferentes sectores organizados del Municipio y de los habitantes interesados en la solución de la problemática municipal y en la formulación del Plan de Desarrollo Municipal.

3. Promover la organización de asociaciones de ciudadanos.

4. Reglamentar y establecer las bases que organicen la participación, colaboración y cooperación de los vecinos en la prestación, construcción y conservación de los servicios y obras públicas.

5. Establecer e instrumentar mecanismos efectivos, funcionales y democráticos de participación comunitaria directa para la toma de decisiones fundamentales hacia el interior del gobierno municipal.

Como se aprecia, la cadena legislativa establece la participación ciudadana en el quehacer municipal desde la Constitución Federal. Pero, en los hechos, esto, virtualmente no existe. Es tan simple como preguntarnos: 

¿En cuántos o en cuáles municipios de Coahuila cuentan con un reglamento de participación ciudadana? ¿En cuántos o en cuáles existe algún tipo de mecanismo que garantice o privilegie este derecho a sus gobernados? La respuesta, creo, todos la sabemos.

La participación de los ciudadanos, por lo menos en los aspectos más sensibles de la planeación y ejecución de obras y servicios municipales, y en especial en el establecimiento de las prioridades del Plan de Desarrollo Municipal, así como en la atención de servicios y proyectos que deben ser atendidos con urgencia, es algo que todo municipio debiera garantizar para hacer más eficiente su administración y el ejercicio del presupuesto público, privilegiar su transparencia, y eliminar la existencia de simulaciones, desvíos y creación de obras que no son prioritarias o son mera ocurrencia de las autoridades en turno.

Es por ello, que consideramos necesario corregir, en este caso, el apartado respectivo del Código Municipal de Coahuila, y quitar la redacción abierta y sin “compromiso”, en materia de participación ciudadana, para que sea en realidad una obligación objetiva y con plazos ciertos.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

                                                    Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido de los numerales 1 y 4 dela fracción VIII del artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

ARTÍCULO 102….
I a la VII….

VIII….
1. Formular y establecer dentro de los primeros tcuatro meses del inicio de cada administración los programas de organización y participación social que permitan una mayor cooperación entre autoridades y habitantes del Municipio.

2….

3….

4. Revisar y actualizar dentro de los primeros cuatro meses del inicio de cada administración el Reglamento de Participación Ciudadana y establecer en su texto las bases que organicen la participación, colaboración y cooperación de los vecinos en la prestación, construcción y conservación de los servicios y obras públicas.

5….

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Los municipios que inician su gestión en el año 2018 contarán con un plazo de hasta cuatro meses, contados a partir del inicio de sus periodos, para expedir el reglamento a que hace referencia el numeral 4 de la fracción VIII del Artículo 102; y en su caso, quienes ya cuenten con dicho ordenamiento, proceder a su revisión y actualización. 

TERCERO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 28 DEL MES DE SEPTIEMBRE DE 2017

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XVI Y SE ADICIONA LA XVII AL ARTÍCULO 9 DE LA LEY DEL NOTARIADO DEL ESTADO DE COAHUILA, que presenta el diputado javier de JESÚS RODRÍGUEZ mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ" del Partido Verde Ecologista de México.
H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

P R E S E N T E.-

Día a día el trasplante de órganos se ha convertido en una exigencia notable para la sociedad, de acuerdo con el Centro Nacional de Trasplantes (CENATRA), tan solo en el país son más de 21 mil las personas registradas en espera; de las cuales alrededor de 12 mil ocupan un trasplante renal, y 7 mil uno de córneas.
 Dentro de los cuales Coahuila ocupa el 5º y 7º  lugar respectivamente.
Si bien aún existe la donación altruista, esta es insuficiente con un poco mas de 800 donantes registrados en el Estado,  tan solo en la entidad, alrededor de mil 450 pacientes continúan estando a la espera de donaciones de riñón, hígado y córnea.

La presente iniciativa va enfocada a continuar con la creación de acciones y atribuciones que nos permitan a través del marco legal impulsar la cultura de la donación de órganos, así como a contar con más y mejores mecanismos que garanticen al ciudadano un proceso estable y seguro ante una decisión tan importante.

Actualmente muchas personas continúan con el miedo de figurar en listas de donación por temor a sufrir algún incidente relacionado con la búsqueda de sus órganos, y la población se encuentra desinformada sobre los mecanismos para donar y acceder a los trasplantes.

Es por lo anterior que proponemos adicionar como atribución a las notarias, que promuevan la donación de órganos para ser utilizados después de la muerte, pretendiendo además disminuir prácticas como las del “Mercado negro”, donde comerciantes fuera de los parámetros que marca la ley se aprovechan de los grupos vulnerables, terminando por pagar células, tejidos, órganos y corriendo riesgos que deberían ser innecesarios.

Al contar con el apoyo legal a través de las notarias, estaremos un paso más cerca de brindar mayor tranquilidad y certeza al ciudadano, no olvidemos que la cultura de la donación además de una cuestión de decisión, es un tema que compete a la administración pública de la salud; 

Al crear un panorama en el que la gente esté dispuesta a colaborar, estaremos definiendo el futuro de miles de personas que hoy en día están a la espera de un milagro para poder sobrevivir.

Si pretendemos salvar miles de vidas, e impedir el tráfico de órganos, debemos volvernos más conscientes con nuestras acciones y decisiones como humanidad, nuestras leyes no deben estar basadas en el miedo, si no en el desarrollo humanitario, nuestro ejemplo no debe estar enfocado en la carencia, si no en la abundancia que nos distingue como sociedad.

Es por lo anterior, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 67 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción IV, 152, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XVI Y SE ADICIONA LA XVII AL ARTÍCULO 9 DE LA LEY DEL NOTARIADO DEL ESTADO DE COAHUILA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

ARTÍCULO 9º.- Son atribuciones y facultades de los Notarios:

I. a XV. …

XVI. Promover la donación de órganos para ser utilizados después de la muerte, mediante formato expedido o avalado por la Secretaria de Salud, remitiéndolo a la misma para el trámite correspondiente;

XVII. Las demás que establezcan las leyes.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza; a 28 de septiembre de 2017.

A T E N T A M E N T E
POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA

“JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ”

DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”
DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA
H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
P R E S E N T E.-
La de la voz; Diputada LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza; de la Sexagésima (LX) Legislatura del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento con los Artículos 59 Fracción I; Artículo 21 Fracción IV; 152 Fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso, comparezco con la finalidad de proponer la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA EL ARTICULO 640 BIS A LA LEY PARA LA FAMILIA DEL ESTADO DE COAHUILA: 
Fundando lo anterior en la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Según el artículo 600 de la Ley para la familia del Estado de Coahuila de Zaragoza el patrimonio de la familia está compuesto por todos aquellos bienes constituidos para la satisfacción de las necesidades mínimas de subsistencia y desarrollo de los miembros del núcleo familiar, o en su caso, de la persona que constituya un hogar unipersonal. 
Son objeto del patrimonio de familia según la misma Ley la casa habitación de la familia y de la persona constituya un hogar unipersonal, el menaje de la vivienda, el vehículo destinado para uso y beneficio de la familia o de quien constituya un hogar unipersonal y los libros, biblioteca, escritorios, útiles, instrumentos computacionales y demás equipo y herramienta de la industria que le sirva de sustento económico con un valor diario de hasta tres mil unidades de medida y actualización.
La figura jurídica que es el patrimonio de la familia fue creada para proteger a los integrantes de una familia, sin importar como ésta esté conformada. 
Para conformar un patrimonio familiar según la Ley para la familia del Estado y el Código de Procedimiento Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza el interesado debe presentar por escrito una solicitud ante la autoridad judicial competente en materia familiar de su domicilio, designando con toda precisión los bienes que van a integrarlo, de manera que puedan ser inscritos en el Registro Público. 
Se tiene que acreditar además ante la autoridad judicial competente ser mayor de edad o estar emancipado, ser miembro de la familia a cuyo favor se constituirá el patrimonio, estar domiciliado en el lugar donde se quiere constituir el patrimonio, demostrar ser propietario de los bienes destinados a constituir el patrimonio de la familia y en su caso la extinción legal del patrimonio de la familia constituido con anterioridad. 
Una vez aprobada la constitución del patrimonio de la familia el juez ordenará que se hagan las inscripciones correspondientes tanto en el Registro Público como en las oficinas catastrales.
Ya constituido el patrimonio, la familia empieza a tener una protección patrimonial importante, dotada por la misma ley para la familia del Estado de Coahuila.
Uno de los beneficios de tener constituido el patrimonio familiar es que éste es todo lo que lo conforma es inalienable, es decir que no se puede enajenar; siendo más concisos… el patrimonio familiar no se puede vender, no se puede donar y tampoco ceder.
Otro de los beneficios que nos marca la Ley es que el patrimonio familiar no estará sujeto a embargo por cualquier motivo y tampoco estará sujeto a gravamen alguno, así mismo su constitución no causará ningún impuesto, contribución, derecho o carga fiscal por su inscripción en el Registro Público. 
La vida da muchas vueltas, a veces estamos arriba y de un momento puedes estar abajo, cuestiones fuera de nuestro poder como un accidente, una enfermedad imprevista, la muerte de un familiar o de nosotros mismos; puede en cualquier momento pasar cualquier situación que se vea afectada la vida económica de nuestras familias. 
Los ciudadanos se pueden proteger legalmente registrando el patrimonio de su familia.  
La casa, el coche, los muebles, la ropa, libros, todo lo que tenemos dentro de casa desde el momento de la constitución del patrimonio familiar queda protegido; evitar ser embargado en caso de que no puedas pagar alguna deuda, evitar que alguno de los integrantes de la familia mal vendan las propiedades, da seguridad a toda la familia y a los hijos sobre todo. 
El patrimonio familiar es un modo de protección al elemento natural y fundamental de la sociedad tal como denominan la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos a la familia. 
La misma Declaración Universal de Derechos Humanos en su artículo 16 y la Convención Americana sobre derechos humanos en su artículo 17 citan que la familia debe ser protegida por la sociedad y el Estado, es por ello que esta iniciativa va encaminada a crear el artículo 640 BIS en la Ley para la familia del Estado de Coahuila de Zaragoza donde se obliga al Estado a promover los beneficios de la constitución del patrimonio familiar, esto con el fin de que el Estado cumpla con lo citado en los instrumentos internacionales, proteger a la familia.
Es importante la difusión que dé el Estado a los beneficios de constituir el patrimonio familiar ya que éste NO se constituye de manera automática; ya que según el Primer Tribunal Colegiado en materia Civil del cuarto distrito:
“Las leyes locales organizarán el patrimonio de familia, determinando qué bienes deben constituirlo, sobre la base de que será inalienable y no estará sujeto a embargo ni a gravamen alguno; empero, para que el nombrado patrimonio apropie las particularidades de ser inalienable e inembargable, debe erigirse como tal para lo cual, el interesado debe satisfacer los requisitos que la codificación civil de la entidad impone para tal efecto, entre los que destaca la obligación de aquél de acudir ante el órgano jurisdiccional que por razón de su domicilio le corresponda, a fin de elevarle, por escrito, la solicitud por la que manifieste su interés por constituir el aludido el patrimonio. Por tanto, el comentado patrimonio no se constituye de manera automática, al tenor de ciertos bienes que pueden clasificarse como de uso elemental o primario para la satisfacción de las necesidades básicas de un núcleo familiar, sino que debe formalizarse ante la autoridad judicial competente, a fin de que ésta, sancionando el cumplimiento de los requisitos legales para conformarlo, ordene su inscripción en el Registro Público, con el propósito de que los terceros estén en posibilidades de imponerse de él y, de esta manera, sea oponible en contra de éstos, el carácter de inalienable e inembargable que la Carta Magna le confiere.”

Promovamos la protección a la familia a través de la difusión de los beneficios de la constitución del Patrimonio familiar. 

Por lo anteriormente expuesto, es que someto a la consideración de ésta Asamblea la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA QUEDAR COMOS SIGUE: 

LEY PARA LA FAMILIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
Artículo 640 BIS.- Es obligación del Estado promover los beneficios que se obtienen al constituir el patrimonio de la familia. 

Saltillo Coahuila a los 26 de septiembre del 2017.
ATENTAMENTE

DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ

POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”

DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, Lic. Gilberto Rincón Gallardo del Partido Socialdemócrata Independiente de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTICULOS 20 Y 53 DE LA LEY PARA LA FAMILIA DEL ESTADO DE COAHUILA.

En atención a lo siguiente:

Exposición de motivos.

La persona es el centro imprescindible alrededor del cual se desenvuelven otros conceptos jurídicos fundamentales, como son la noción y la existencia misma del derecho objetivo, subjetivo, la obligación, el deber jurídico y la concepción de toda relación legal. Todos estos conceptos básicos en la dogmática y en la realidad del derecho, no podrían encontrar una adecuada ubicación en el sistema jurídico mexicano, sino a través del concepto como tal de “persona”. 

Ahora bien, la personalidad significa que la persona puede actuar en el campo del derecho; este significado es la proyección del ser humano en el ámbito jurídico. Es una mera posibilidad, para actuar como sujeto activo o pasivo, en la infinita gama de relaciones jurídicas personales y sociales que pueden presentarse en el transcurso de su vida. 

La personalidad jurídica de las personas físicas se adquiere desde el nacimiento y se extingue por la muerte; es una facultad exclusiva y única, personal, indivisible, irreductible e de igual manera para todos se integra con los siguientes atributos: el nombre, el domicilio, la capacidad jurídica, el patrimonio y la nacionalidad.

Siendo el nombre la atribución a la que dirigimos la presente iniciativa, encontramos varias definiciones históricas de tal concepto, como por ejemplo Bonnecase expresa que el nombre es un “termino técnico que corresponde a una noción legal, y que sirve para designar a las personas, el cual es un elemento esencial y necesario del estado de las propias personas”; Ferrara lo define como “el signo civil estable de individualización, que sirve para designar al sujeto como unidad en la vida jurídica”; finalmente, Rafael de Pina dice que “el nombre es el signo que distingue a una persona de las demás en sus relaciones”.

Vemos claramente que el epicentro, fundamento, de cualquier concepto relacionado con el designar y obtener un nombre, es el de poder desenvolverse correctamente en las relaciones sociales que se nos presenten desde el ejercicio de nuestros derechos.

En nuestra Ley para la Familia, los derechos y obligaciones en relación al nombre y la forma de que este se compone encuentra sustento de los artículos 17 al 20, los cuales textualmente dicen:

Artículo 17. El nombre de las personas físicas se forma con el nombre propio y los apellidos. Artículo 18. El nombre propio será puesto libremente por quien registre el nacimiento de una niña o niño y los apellidos serán el primero de cada uno de los padres; pero si son varios hijas o hijos nacidos de la misma pareja, no podrá imponérseles el mismo nombre propio. Artículo 19. No se emplearán como nombres propios los que puedan ser peyorativos o denigrantes, así como el nombre y apellidos correspondientes a personajes ilustres nacionales, estatales o internacionales. Tratándose de personas pertenecientes a comunidades o pueblos indígenas se respetarán los nombres propios cuyo origen sea ancestral o tradicional. Artículo 20. Los padres acordarán el orden de los apellidos, en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad de la niña o el niño, el o la oficial del Registro Civil elegirá, tomando en cuenta únicamente el primer apellido de aquéllos, el que corresponda por orden alfabético o, en su caso, por sorteo.

Ahora bien, un problema que se ha venido dando en la actualidad es el relacionado con los hijos de Mexicanos, de Coahuilenses, nacidos en el extranjero; esto debido a que las actas, por ejemplo, de nacimiento en los Estados Unidos de América, se levantan solo con el nombre y el apellido paterno, omitiendo sin ningún perjuicio posterior para el infante el apellido materno, a pesar de que se expresa textualmente en dicha acta el nombre y apellidos de la madre. Esto ha generado problemas futuros para los menores al momento de querer celebrar actos jurídicos, o simplemente al realizar cualquier trámite administrativo.

Hay que hacer mención que en instrumentos internacionales que velan por el interés superior de los derechos de los niños, como “La Declaración de los Derechos de los Niños” de la ONU o la “Convención sobre los Derechos del Niño” adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, hacen referencia con precisión respecto al derecho de un nombre y nacionalidad desde el nacimiento de un infante, de manera inmediata.

Con esta iniciativa se tiene la intención de modernizar nuestro marco normativo para que se atienda las necesidades sociales actuales, para mitigar problemáticas interinstitucionales en la tramitación de cualquier servicio o derecho, velando por la condición y el estatus público, social, que debe caracterizar el Registro Civil.

Es por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañeros que la socialdemocracia les hace un llamado a sumarnos a la presente iniciativa, la cual presento ante este Honorable recinto la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTICULOS 20 Y 53 DE LA LEY PARA LA FAMILIA DEL ESTADO DE COAHUILA.

ARTÍCULO UNÍCO: Se adiciona un párrafo segundo al artículo 20, y de igual manera un párrafo segundo al artículo 53 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

Artículo 20. Los padres acordarán el orden de los apellidos, en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad de la niña o el niño, el o la oficial del Registro Civil elegirá, tomando en cuenta únicamente el primer apellido de aquéllos, el que corresponda por orden alfabético o, en su caso, por sorteo.

En el caso de las actas de inscripción de nacimiento en el extranjero se podrá desprender el apellido materno a petición de parte, siendo ambos padres los que estén de acuerdo y estando debidamente justificado por la documentación requerida para el trámite ante la oficialía que corresponda su recepción.

Artículo 53. Para reconocer el estado civil adquirido por los coahuilenses fuera de la República, serán suficientes las constancias debidamente legalizadas y traducidas al español en el caso de que se encuentre redactado en otro idioma, que los interesados presenten de los actos y hechos relativos, siempre que se registren en la oficina respectiva del territorio del Estado, en las formas que para el efecto se lleven.

Para los registros de inscripción de actos en el extranjero, se transcribirá íntegramente el contenido de los documentos o constancias que exhiban los interesados; no obstante, en cuanto al asentar una acta de nacimiento, los oficiales del Registro Civil deberán de consultar con los interesados respecto al nombre y apellidos del menor, y si conservaran lo testado en su documento extranjero o se asentará de manera tradicional, conforme a lo marcado en los artículos 18 y 20 de este ordenamiento.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a 28 de Septiembre del  2017

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA  LA LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE  PRESENTA EL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZALEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIERREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.

El que suscribe, Diputado Javier Díaz González, conjuntamente con las demás diputadas y diputados que la suscriben, en el ejercicio de las facultades que nos confieren los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, nos permitimos  someter a esta soberanía, la presente Iniciativa con proyecto de decreto por la que se  modifican los Artículo 23 y 24  en el Capítulo Cuarto, de la LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

En el Artículo 20 Inciso VI, de la LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, se establece que “para el estudio, planeación y ejecución de las políticas públicas, el Poder Ejecutivo contará con…”  las dependencias que ahí mismo se mencionan, y dado que dicho ordenamiento menciona por separado, en el Inciso Segundo, a la Secretaría de Cultura; y en Sexto, a la Secretaría de Educación; tal como corresponde a la estructura orgánica en vigor, ésta iniciativa propone actualizar la redacción de los artículos ( 23 y 24 ) de la LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, a efecto que incluya la denominación oficial de la Secretaría de Educación, que todavía aparece en ella, con la anterior denominación de dicha dependencia, a efecto de evitar cualquier mención equivoca, cuando haya de citarse el articulado en comento.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de este Honorable Congreso para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se modifican los artículos 23 y 24 del Capítulo Cuarto de la LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  para quedar como sigue:

CAPÍTULO CUARTO

EDUCACIÓN Y CAPACITACIÓN EN MATERIA DE PROTECCIÓN CIVIL

ARTICULO 23.- El Consejo Estatal promoverá ante la Secretaría de Educación, para que proporcione información y capacitación en materia de protección civil, en las instituciones de educación básica y media superior. Asimismo, fomentará este tipo de acciones en las instituciones de educación superior, en organizaciones sociales y grupos de vecinos. 

ARTICULO 24.- La Secretaria de Educación, en coordinación con la Subsecretaría, implementará en todas las escuelas de la entidad el Programa Estatal, así como el plan de contingencia de disturbios. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

Dado en el Salón de Plenos del Palacio del Congreso del Estado.

SALTILLO, COAHUILA. A 28  DE SEPTIEMBRE  DE 2017.

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZALEZ.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA  LA LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Verónica Martínez García, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado De Coahuila de Zaragoza bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 18 de diciembre de 1979, la Asamblea General de las Naciones Unidas, aprobó la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) que entró en vigor como tratado internacional, el 3 de septiembre de 1981. Inicialmente, solo ratificaron su adhesión 20 países, pero en 1989, apenas 10 años después, esta cifra se disparó llegando a casi 100 naciones adheridas, que se declararon obligadas por sus disposiciones.

Estos esfuerzos, en pro del adelanto de las mujeres, han desembocado en varias declaraciones y convenciones, de las cuales la CEDAW es el documento fundamental y más amplio.

Para dar cumplimiento a este tratado, los estados parte, han implementado políticas públicas que constituyen una herramienta fundamental para el adelanto de las mujeres. Una de ellas, es el Sistema de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que tiene por objeto implementar los esfuerzos, instrumentos, planes, programas, políticas públicas, servicios y acciones interinstitucionales, en coordinación con las instancias y entidades federales y municipales, para la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres. 

El cumplimiento de este objetivo, se pretende con la articulación de acciones interinstitucionales que contribuyan en el fortalecimiento de la atención a este fenómeno.

La finalidad de estos trabajos, es lograr la profesionalización de las y los servidores públicos del Gobierno del Estado en torno a la violencia de género, que permita mejorar la capacidad de respuesta de las instancias encargadas de la administración y procuración de justicia.

A través de este Sistema, se impulsa una estrategia de comunicación que manifiesta expresamente el compromiso del Gobierno del Estado por combatir la violencia hacia las mujeres mediante el trabajo coordinado, el análisis de las nuevas masculinidades, los conceptos de igualdad y la comprensión de la importancia del trabajo que realiza el sector femenino, por parte de los servidores públicos.

Todas las dependencias involucradas, contribuyen en la implementación de acciones concretas para garantizar el acceso de las mujeres a sus derechos.

Sin embargo, en esta titánica tarea, no solo participa el Sector Público a través de las diferentes dependencias de gobierno. Existe una parte fundamental en la atención de las mujeres para garantizar su derecho a vivir sin violencia que desarrollan Organizaciones de Sociedad Civil y cuya importancia y contribución no queda explícita en el contenido de la Ley y es indispensable para su buen funcionamiento.

Por otra parte, aunque existe la acción y disposición de las dependencias involucradas, en la Ley no se estipula la obligatoriedad de establecer periodicidad en las reuniones interinstitucionales para trazar y evaluar las estrategias del Sistema a nivel estatal, ni municipal.

Además, y en atención a la observación de las Organizaciones Civiles que atienden la violencia de género, se propone eliminar los vacíos de medidas que erradiquen la revictimización, entendida ésta como la responsabilidad de las personas que ejercen el servicio público, en los ámbitos de sus competencias, para evitar a la víctima la constante actualización de lo sucedido, u otra acción que pueda constituirse en una nueva experiencia traumática de atención a las mujeres.

Por ello, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona la Fracción II al Artículo 12, recorriendo las subsecuentes; se adiciona la Fracción VII recorriendo las subsecuentes, y se adiciona un párrafo a la Fracción XIX antes XVIII del Artículo 36; y se reforman la Fracción IV del artículo 42; la Fracción V del Artículo 75 y Fracción II del Artículo 97, para quedar como sigue:

Artículo 12. …

I. … 

II. Evitar la revictimización

Se recorren

III al XVIII.- …

Artículo 36. Para la consecución de los fines del Sistema Estatal, serán materia de coordinación: 

I al VI.- …

VII.-  Realizar mesas de trabajo interinstitucional a nivel estatal y municipal, para evaluar, y en su caso redireccionar, los esfuerzos, instrumentos, planes, programas, políticas públicas, servicios y acciones, que se realicen para erradicar la violencia en contra de las mujeres. 

VIII al XVIII…

Se recorre a XIX

XIX. … 

Para ello, se deberá convocar a las mesas de trabajo interinstitucional, a las asociaciones civiles, legalmente constituídas, que atienden los refugios para mujeres en situación de violencia, sus hijas e hijos.
Se recorren

XX a XVI.- …

Artículo 42. …

I. 
… 

II. 
… 

III. 
… 

IV. 
Las organizaciones de la sociedad civil que tengan por objeto, realizar acciones afines a las descritas en la Ley, considerando aquéllas que atienden a los refugios para mujeres en situación de violencia, sus hijas e hijos.
Artículo 75. …

I a IV.- …

V. 
Las servidoras o servidores públicos que infrinjan esta disposición serán sancionados conforme a la normatividad correspondiente. De igual forma, las y los sevidores públicos que en el ejercicio de sus funciones incurran en la revictimización de las mujeres, serán acreedores a una sanción administrativa.

Artículo 97. … 

I. 
… 

II. 
Establecer las circunstancias de los hechos que se denuncian incorporando la perspectiva de género; y evitando la revitimización

III a VI.- …

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 28 de septiembre de 2016

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA. 

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE MODIFICAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA; CON RELACIÓN A TUTELAR EL BIENESTAR E INTEGRIDAD DE LA NIÑEZ.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la  Diputada Georgina Cano Torralva, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los niños son la variedad humana más indefensa. La población infantil siempre será la más vulnerable en un ambiente de inseguridad y violencia, es por ello que la Declaración de los Derechos del Niño resalta entre sus diez principios fundamentales la idea de que estos necesitan una protección y cuidado especial, menciona que tienen el derecho a contar con una protección especial para su desarrollo físico, mental y social, así como el derecho a la comprensión y amor de los padres y de la sociedad. 

En la realidad muchos padres olvidan cuál es su responsabilidad, es decir, la obligación legal y el deber moral de cuidarlos con esmero, proporcionarles protección y un hogar estable, así como proveerlos de todo lo necesario para el desarrollo normal de su personalidad.


Pocas situaciones podemos encontrar tan atroces como el abuso de poder sobre los más débiles por parte de las personas responsables de su cuidado, es decir, los padres, aquellas personas en las que un niño debería poder confiar ciegamente para cuidarlo y protegerlo. Pero tan atroz como esto, es poder evitarlo y decidir no hacer nada.

Dentro del contexto de violencia intrafamiliar consideramos variantes como el maltrato físico, sexual o emocional hacia cualquier miembro de la familia, sin embargo debemos detenernos a considerar que el maltrato no solamente puede referir a una acción, el daño se puede dar tanto por una acción como por una omisión. Y esa es la consideración especial contemplada dentro del presente documento. No hacer lo necesario para evitar el maltrato, también se convierte en ello.

Lo anterior es como sigue; la violencia contra un niño por parte de uno de los progenitores se traduce en que alguien con más poder abusa de aquel que tiene menos poder y pocas posibilidades de defenderse, sin embargo, ¿que ocurre cuando existe otro miembro familiar con el mismo poder o al menos similar que conscientemente omite prestar el auxilio necesario a la víctima del abuso?, esto implica un abandono moral pues como ya expresamos ambos padres tienen en deber moral y legal de cuidar y ofrecer protección a los hijos, aun y cuando esto implique cuidarlo y protegerlo de alguno de ellos mismos. Dicha omisión lo convierte en cómplice. La gravedad aquí estriba en que el niño no está recibiendo el cuidado y protección, o bien pueda decirse auxilio de uno de los obligados morales que está en posibilidades de brindarlo, es decir, el otro padre. 

Lo anterior no tiene justificación, también debería ser castigado el hecho de privar de ayuda a un niño dada su situación de vulnerabilidad, considerando el hecho de que por su condición de niño no conoce ni posee los medios para defenderse por sí mismo o bien para allegarse de los medios ajenos necesarios para su protección. 

La vulnerabilidad de un niño que claramente necesita de la intervención de alguno de sus responsables para hacer valer sus derechos al bienestar integral, cuidado y protección de su dignidad implica una situación especial que requiere consideraciones especiales cuando este se niega a intervenir. Es aquí que el estado queda obligado a intervenir para garantizar la protección y defensa de los derechos de los menores frente al incumplimiento de dicha obligación por parte de los padres.

ARTÍCULO 310. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE VIOLENCIA FAMILIAR, menciona que:

 “Se aplicarán de seis meses a seis años de prisión, multa y suspensión del derecho de recibir alimentos hasta por tres años al que lleve a cabo cualquier conducta dirigida a dominar, controlar o agredir física, psicológica, patrimonial o económicamente, a alguna persona con la que se encuentre o haya estado unida por vínculo matrimonial, de parentesco por consanguinidad, afinidad o civil, concubinato o una relación de pareja dentro o fuera del domicilio familiar. Asimismo, como medida de seguridad, se le podrá sujetar a un tratamiento psicológico especializado”.

Como se puede ver, dentro del apartado respectivo a violencia familiar se castiga la acción de ejercer violencia sin embargo no menciona ninguna sanción para aquella persona que teniendo conocimiento del hecho delictivo ejercido sobre un miembro de la familia conscientemente decida no intervenir para evitarlo, caso que debería ser sancionado cuando de menores se trate obedeciendo a su condición de vulnerabilidad. 
La presente reforma, no solo trata de tutelar el derecho del niño a la protección, sino de remarcar y fortalecer la obligación legal y moral que tienen los padres de proteger y auxiliar sus hijos.

Es así que por las razones anteriormente expuestas, la suscrita diputada Georgina Cano Torralva, somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:

DECRETO

ÚNICO. Se adiciona un quinto párrafo al artículo 310 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 310.- ……

……

……

……

En caso de violencia familiar ejercida sobre un menor, al progenitor que estando en posibilidad de hacerlo, omita brindar el auxilio tendiente evitar la conducta delictiva prevista en el presente, se le sancionará conforme a las reglas de la complicidad dolosa por omisión previstas en el presente código.

T R A N S I T O R I O 

ÚNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de Septiembre de 2017

Por el Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA. 
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE MODIFICAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO PRIMERO Y SE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL  MISMO ARTÍCULO, DE LA LEY DE AGUAS PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada María del Socorro Lozano Dávila, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos someter su consideración, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el Artículo Primero de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Según un informe de la Organización Mundial de la Salud (OMS) y del UNICEF, “en todo el mundo, alrededor de 3 de cada 10 personas, o 2100 millones de personas, carecen de acceso a agua potable y disponible en el hogar, y 6 de cada 10, o 4500 millones, carecen de un saneamiento seguro.”

El día 28 de julio de 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas reconoció de manera explícita el derecho humano al agua y al saneamiento, reafirmando que el agua potable limpia y el saneamiento son fundamentales para la realización de todos los derechos humanos; así mismo se exhortó a los Estados y organizaciones internacionales a proporcionar recursos financieros, a propiciar la capacitación y la transferencia de tecnología para ayudar a los países, en particular a los países en vías de desarrollo, a proporcionar un suministro de agua potable y saneamiento saludable, limpio, accesible y asequible para todos. 

Al haberse reconocido el derecho humano al agua y saneamiento, se consideró de manera fundamental que este derecho debería de contemplarse como garantía constitucional.

El día 08 de febrero de 2012 se adiciona un párrafo al artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual refiere: “Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines”.

Como bien sabemos, los ayuntamientos tienen a su cargo los servicios públicos de agua potable; drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, entre otros; así mismo, se cuenta con una ley que establece las bases y regula la organización, atribuciones, actos y contratos relacionados con los servicios antes descritos.

Consideramos de suma importancia que en la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza se establezca y se refiera el derecho fundamental del agua para consumo personal y uso doméstico, bajo el principio de la norma NOM-127-SSA1-1994, a fin de garantizar que este servicio sea saludable, aceptable, físicamente accesible y asequible.
Nuestra propuesta, es adicionar un párrafo y reformar la fracción I del  artículo 1°, de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Se adiciona el Párrafo Segundo del Artículo Primero y se reforma La Fracción I Del  Mismo Artículo, de la Ley De Aguas para Los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 1.- … 

Los habitantes del Estado de Coahuila de Zaragoza tienen derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. 

Para efectos de esta ley se entenderá por: 

I.- 
Agua potable: agua para uso y consumo humano, que no contiene contaminantes objetables, ya sean químicos, radiológicos agentes infecciosos y que no causa efectos nocivos a la salud y reúne las características establecidas por las normas oficiales mexicanas en la materia. 

II a XXXIV.- …

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 019 de septiembre de 2017.

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIPUTADA MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO PRIMERO Y SE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL  MISMO ARTÍCULO, DE LA LEY DE AGUAS PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE  SE  ADICIONA LA FRACCIÓN PRIMERA AL ARTÍCULO TERCERO, RECORRIENDO LOS SUBSECUENTES, DE LA “LEY DE LA PROMOTORA PARA EL DESARROLLO RURAL DE COAHUILA”, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA GRACIELA TRUEBA CARRILLO.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Graciela Trueba Carrillo, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos someter su consideración, la presente Iniciativa de Decreto por el que se adiciona la Fracción Primera al ArtículoTercero, recorriendo los subsecuentes, de la “Ley de la Promotora para el Desarrollo Rural de Coahuila” bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Sabemos que la urbanización y la globalización han ocasionado grandes impactos en el sector primario de nuestro país, a nivel nacional, las instancias de gobierno del sector, han puesto especial atención al sector productivo, a fin de afrontar los retos que se presentan. 

De manera particual, en Coahuila siempre se ha  reconocido la importancia que este sector nos representa, y con el paso de los años, se ha ido fortaleciendo el marco legal con el propósito de asegurar el desarrollo rural sustentable.

Dentro de este marco, se encuentran la Ley Apícola; Ley de Cámaras de Agricultores y Ganaderos; Ley de Fomento Ganadero; Ley de la Promotora para el Desarrollo Rural; y la Ley de Fomento y Desarrollo de la Fruticultura. 
También contamos con un Programa Sectorial de Desarrollo Rural, el cual tiene como objetivo general: “Elevar el volumen y la calidad de la producción, la productividad y el valor agregado de las actividades del sector rural mediante el otorgamiento de apoyos de infraestructura, equipamiento, mejoramiento genético, asistencia técnica y capacitación, sanidad e inocuidad y mejores prácticas territoriales que impulsen el desarrollo rural”.
Información del INEGI muestra que, durante el 2015, el PIB de las actividades primarias integradas por la agricultura, cría y explotación de animales, aprovechamiento forestal, pesca y caza alcanzaron 572,566 millones de pesos corrientes, cifra en la que Coahuila contribuyó con el 2.7%, es decir, que nuestro Estado se encuentra dentro de los 15 estados que más aportan el PIB de las actividades primarias. (Boletín de Prensa No. 529/16 INEGI).

Sabemos que aún falta trabajo por hacer, y que se requiere tener un Plan Anual que contenga una estrategia acorde a cada región de la entidad, que propicie las condiciones para el desarrollo rural integral, con el propósito de generar empleo y garantizar a la población campesina, bienestar, participación, e incorporación al desarrollo estatal, fomentando la actividad agropecuaria y forestal; de esta manera habremos de conseguir que nuestro campo se vea fortalecido.

Debido a lo anterior propongo adicionar una fracción al artículo tercero de la Ley de la Promotora para el Desarrollo Rural de Coahuila, ya que, al tener un Plan Anual bien estructurado, se trabajará en acciones concretas que fortalezcan nuestros potenciales y disminuyan nuestras debilidades en el ámbito rural, además de insertar a los productores del campo, en el proyecto de desarrollo para nuestro estado.
Por ello, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Se adiciona la Fracción Primera al Artículo Tercero, recorriendo los subsecuentes, de la “Ley de la Promotora para el Desarrollo Rural de Coahuila” para quedar como sigue:
ARTÍCULO 3.- Para el cumplimiento de su objeto, la Promotora tendrá las atribuciones siguientes:
I.- Elaborar un Plan Anual que contenga una estrategia acorde a cada región de la entidad, que propicie las condiciones para el desarrollo rural integral, con el propósito de generar empleo y garantizar a la población campesina, bienestar, participación, e incorporación al desarrollo estatal, fomentando la actividad agropecuaria y forestal. 
Se recorren

II a XIII.- …

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 28 de septiembre de 2017.

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIPUTADA GRACIELA TRUEBA CARRILLO
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE  SE  ADICIONA LA FRACCIÓN PRIMERA AL ARTÍCULO TERCERO, RECORRIENDO LOS SUBSECUENTES, DE LA “LEY DE LA PROMOTORA PARA EL DESARROLLO RURAL DE COAHUILA”.
DICTAMEN DE LA COMISIÓN ENCARGADA DE ATENDER LOS PROCESOS LEGISLATIVOS EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN POR EL QUE SE PROPONE AL PLENO DE ESTE H. CONGRESO LA LISTA DE CANDIDATOS A OCUPAR EL CARGO DE FISCAL GENERAL DEL ESTADO, QUE SE ENVIARÁ AL EJECUTIVO PARA LOS EFECTOS DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 114 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
La Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 113,  114, 167 y demás relativos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; artículos Segundo, Tercero, Cuarto y Quinto transitorios del Decreto 903, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, en fecha 14 de julio de 2017; así como los artículos 82, 84, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, tiene a bien emitir el presente Dictamen, con base en los siguientes:

A N T E C E D E N T E S

I. Que el 14 de julio de 2017, fue publicado en el Periódico Oficial del Estado; el Decreto 903 por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de combate a la corrupción, entrando en vigor al día siguiente de su publicación.

II. Que a partir de dichas modificaciones a la carta magna, el artículo 113, dispone que la procuración de justicia es una función esencial y por tanto indelegable del Estado que tiene por objeto proteger los intereses de la sociedad y resguardar la observancia de la ley, particularmente por lo que toca a la investigación y persecución de los delitos del orden común y que la misma se ejerce a través de un organismo público autónomo, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propios, denominado Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza que se integra por el Ministerio Público, sus órganos auxiliares y áreas de apoyo.

III. Que la disposición citada asimismo señala que el Fiscal General del Estado presidirá al Ministerio Público y será el titular de la fiscalía, con las facultades y obligaciones que establecen la Constitución Local y las leyes. 

IV. Que la fracción II del artículo 114 de la Constitución Política del Estado, relativa a la designación y remoción del Fiscal General establece lo siguiente:

1.
A partir de la ausencia definitiva del Fiscal General del Estado, el Congreso del Estado, previa convocatoria pública abierta y transparente, contará con veinte días para integrar una lista de al menos diez candidatos al cargo, aprobada por las dos terceras partes de los miembros presentes, la cual enviará al Ejecutivo del Estado.

Si el Ejecutivo del Estado no recibe la lista en el plazo antes señalado, enviará libremente al Congreso del Estado una terna y designará provisionalmente al Fiscal General del Estado, quien ejercerá sus funciones hasta en tanto se realice la designación definitiva conforme a lo establecido en este artículo. En este caso, el Fiscal General del Estado designado podrá formar parte de la terna.

2.
Recibida la lista a que se refiere la fracción anterior, dentro de los diez días siguientes el Ejecutivo del Estado formulará una terna y la enviará a consideración del Congreso del Estado.

3.
El Congreso del Estado, con base en la terna y previa comparecencia de las personas propuestas, designará al Fiscal General del Estado con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes dentro del plazo de diez días.

En caso de que el Ejecutivo del Estado no envíe la terna a que se refiere la fracción anterior, el Congreso del Estado tendrá diez días para designar al Fiscal General del Estado de entre los candidatos de la lista que señala el numeral 1.

Si el Congreso del Estado no hace la designación en los plazos que establecen los párrafos anteriores, el Ejecutivo del Estado designará al Fiscal General del Estado de entre los candidatos que integren la lista o, en su caso, la terna respectiva.

4.
El Fiscal General del Estado podrá ser removido por el Congreso del Estado por las causas graves que establezca la ley, en la forma y términos que fijen esta Constitución y la ley de la materia. La remoción deberá ser aprobada por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes.

5.
En los recesos del Congreso del Estado, la Diputación Permanente lo convocará de inmediato a sesión extraordinaria para la designación o formulación de objeción a la remoción del Fiscal General del Estado.

6.
Las ausencias del Fiscal General del Estado serán suplidas en los términos que determine la ley.

V. Que como se mencionó anteriormente, el numeral 1 de la fracción II del artículo 114 de la Constitución local, establece que a partir de la ausencia definitiva del Fiscal General del Estado, el Congreso, previa convocatoria pública abierta y transparente, contará con veinte días para integrar una lista de al menos diez candidatos al cargo, aprobada por las dos terceras partes de los miembros presentes, la cual enviará al Ejecutivo del Estado.
VI. Que de conformidad a lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios del Decreto 903 por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de combate a la corrupción, este H. Congreso expidió el 12 de septiembre del presente año, la Declaratoria expresa de entrada en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

VII.  Que a partir de la emisión de la Declaratoria señalada, se configuró la ausencia definitiva a la que hace referencia el numeral 1 de la fracción II del artículo 114 de la constitución local.
VIII. Que en este orden de ideas, esta Soberanía emitió el mismo 12 de septiembre del año en curso, la Convocatoria Pública Dirigida a las Universidades Públicas y Privadas, Institutos de Investigación, Asociaciones Civiles, Organizaciones No Gubernamentales, demás organismos interesados y ciudadanos en general, a que presenten candidaturas para ocupar la titularidad de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

IX. Que la Oficialía Mayor de este H. Congreso, una vez concluido el plazo del registro fijado en la Convocatoria el día 25 de septiembre de 2017 a las 18:00 horas, remitió a esta comisión los expedientes concernientes a las propuestas de los candidatos a ocupar el cargo de Fiscal General del Estado de Coahuila de Zaragoza, recibiéndose un expediente de manera extemporánea, como más adelante se detalla, a saber:

CANDIDATOS

	
	ASPIRANTE

	1.
	Ricardo Jesús Sánchez Reyes.

	2.
	Hugo Morales Valdés.

	3.
	César Obed Flores Martínez.

	4.
	Armín José Valdés Torres.

	5.
	Esperanza Soto Alonso.

	6.
	Rodolfo Gustavo Rivera Rodríguez.

	7.
	Gerardo Antonio Pérez Pérez.

	8.
	Jorge Ríos Coss.

	9.
	Ma. Eugenia Mazorra Alvarado.

	10.
	José Ángel Herrera Cepeda.

	11.
	Liberto Hernández Ortiz.

	12.
	Gerardo Márquez Guevara.

	13.
	Geancarlo Rodríguez Gámez.

	14.
	Lic. Ramón Verduzco Argüelles.

	15.
	Oscar Rincón Zapata.

	16.
	Jorge Alberto Torres García.

	17.
	Luis Humberto Valdés Flores.

	18.
	Rodrigo Hernández González.

	19.
	José Luis Barrera Rodríguez.

	20.
	Diana Carolina Castillo Díaz.

	21.
	Francisco Javier Valdés Rivera.


X. Que en esta tesitura y tomando en cuenta el Acuerdo de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, por el que se emite la convocatoria pública para nombrar al Titular de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, se establecieron las siguientes:
C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERO.- Que atendiendo a lo establecido en la BASE QUINTA del Acuerdo referido en el párrafo que antecede, esta Comisión realizó el análisis de las propuestas y de los expedientes de los candidatos, a efecto de verificar y validar que con los documentos recibidos se acrediten los requisitos señalados en las BASES SEGUNDA y TERCERA, mismos que a continuación se describen:

BASE SEGUNDA.
1.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.

2.
Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.

3.
Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.

4.
Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.

5.
No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.

6.
Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.

BASE TERCERA.

1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 

2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual. 

3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años; 

d) Cédula Profesional; 

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae. 

4. Carta de no inhabilitación.

5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso. 

6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo. 

7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF. 

SEGUNDO.- Que en virtud de lo anterior y para efecto de verificar el cumplimiento de los requisitos de elegibilidad descritos en la BASE SEGUNDA y TERCERA, y tal y como se ordena en la BASE QUINTA del Acuerdo de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, por el que se emite la convocatoria pública para nombrar al Titular de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, se procedió a examinar cada uno de los expedientes correspondientes a cada candidato propuesto, de acuerdo al mismo orden en que fueron recibidas las propuestas resultando lo siguiente:

	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Ricardo Jesús Sánchez Reyes

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.

	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Hugo Morales Valdés

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	César Obed Flores Martínez

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Armín José Valdés Torres

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Esperanza Soto Alonso

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Rodolfo Gustavo Rivera Rodríguez

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Gerardo Antonio Pérez Pérez

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Jorge Ríos Coss

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Ma. Eugenia Mazorra Alvarado

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	José Ángel Herrera Cepeda

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Liberto Hernández Ortiz

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Gerardo Márquez Guevara

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Geancarlo Rodríguez Gámez

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Ramón Verduzco Argüelles

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Oscar Rincón Zapata

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Luis Humberto Valdés Flores

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	José Luis Barrera Rodríguez

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


	NOMBRE DE LA PROPUESTA
	Diana Carolina Castillo Díaz

	BASE SEGUNDA


	1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	ACREDITADO

	2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
	ACREDITADO

	3. Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
	ACREDITADO

	4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
	ACREDITADO

	5. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
	ACREDITADO

	6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
	ACREDITADO


	BASE TERCERA

	1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
	ACREDITADO

	2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual.
	ACREDITADO

	3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciado en Derecho con antigüedad mínima de diez años;

d) Cédula Profesional;

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae.
	ACREDITADO

	4. Carta de no inhabilitación.
	ACREDITADO

	5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.
	ACREDITADO

	6. Ensayo con un máximo de 10 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, que incluya 2 apartados, conteniendo: a) los puntos más importantes en que basaría su proyecto de trabajo; y, b) las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.
	ACREDITADO

	7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF.
	ACREDITADO


En relación al expediente del C. Rodrigo Hernández González, se incumplió con lo establecido en el numeral 2 de la BASE SEGUNDA de la convocatoria, al no contar con la edad mínima de 35 años prevista en la misma; por lo que hace al caso del C. Jorge Alberto Torres García, se verificó que se incumplía con lo estipulado en el numeral 3 de la BASE SEGUNDA de la convocatoria, puesto que la cédula profesional presentada no tenía una antigüedad igual o mayor a diez años de expedida; por último, con respecto al caso del C. Francisco Javier Valdés Rivera, se incumplió con la BASE CUARTA de la convocatoria, al haber hecho llegar a este H. Congreso su postulación el día 25 de septiembre a las 18:06 hrs., es decir de manera extemporánea, razones por las cuales no fue posible considerar a estos ciudadanos como candidatos que cumplieran con los requisitos de elegibilidad. 

TERCERO.- Que una vez realizado el análisis de las propuestas y de los expedientes de los aspirantes y atendiendo a los requisitos establecidos en el Acuerdo de esta Comisión por el que se emite la convocatoria pública para nombrar al Titular de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y a los previstos en la Constitución Local, se determinó que las y los candidatos que cumplen con los requisitos legales y de elegibilidad, así como de idoneidad, que se requieren para desempeñarse en este cargo, según se encuentra acreditado con el contenido de sus expedientes y la documentación que corre anexa a los mismos, la cual confirma el cumplimiento de los requisitos exigidos, son los que a continuación se nombran:
	
	ASPIRANTE

	1
	Ricardo Jesús Sánchez Reyes.

	2
	Hugo Morales Valdés.

	3
	César Obed  Flores Martínez.

	4
	Armín José Valdés Torres.

	5
	Esperanza Soto Alonso.

	6
	Rodolfo Gustavo Rivera Rodríguez.

	7
	Gerardo Antonio Pérez Pérez.


	8
	Jorge Ríos Coss.

	9
	Ma. Eugenia Mazorra Alvarado.

	10
	José Ángel Herrera Cepeda.

	11
	Liberto Hernández Ortiz.

	12
	Gerardo Márquez Guevara.

	13
	Geancarlo Rodríguez Gámez.

	14
	Ramón Verduzco Argüelles.



	15
	Oscar Rincón Zapata.


	16
	Luis Humberto Valdés Flores.

	17
	José Luis Barrera Rodríguez.

	18
	Diana Carolina Castillo Díaz.


CUARTO.- Que de conformidad con la BASE QUINTA de la Convocatoria, esta Comisión formulará, con los ciudadanos que acrediten los requisitos, una lista de al menos 10 candidatos al cargo de Fiscal General del Estado y la someterá a la consideración del Pleno, misma que en su caso deberá ser aprobada por las dos terceras partes de los miembros presentes del Congreso del Estado para posteriormente ser enviada al Ejecutivo del Estado, conforme a lo dispuesto en el artículo 114 de la ya referida constitución.

QUINTO.- Que quienes dictaminamos, no pasamos por alto que el plazo para integrar, aprobar y enviar al ejecutivo la lista de al menos diez candidatos al cargo de Fiscal General del Estado, vence el día 2 de octubre del presente año, de conformidad a lo establecido en el Artículo 114 de la Constitución Local, de lo contrario, el Ejecutivo del Estado enviará libremente a este H. Congreso una terna y designará provisionalmente al Fiscal General del Estado, quien ejercerá sus funciones hasta en tanto se realice la designación definitiva conforme a lo establecido en el propio artículo.
Por lo anteriormente expuesto, sometemos a su consideración el siguiente:

D I C T A M E N

PRIMERO.- En cumplimiento de lo previsto en el numeral 1 de la fracción II del artículo 114 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y del Acuerdo por el que se emite la Convocatoria Pública para nombrar al Titular de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, se somete a la consideración del Pleno del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la integración de la lista de candidatos a ocupar el cargo de Fiscal General del Estado, en los términos siguientes:

	1.
	Ricardo Jesús Sánchez Reyes.

	2.
	Hugo Morales Valdés.

	3.
	César Obed Flores Martínez.

	4.
	Armín José Valdés Torres.

	5.
	Esperanza Soto Alonso.

	6.
	Rodolfo Gustavo Rivera Rodríguez.

	7.
	Gerardo Antonio Pérez Pérez.

	8.
	Jorge Ríos Coss.

	9.
	Ma. Eugenia Mazorra Alvarado.

	10.
	José Ángel Herrera Cepeda.

	11.
	Liberto Hernández Ortiz.

	12.
	Gerardo Márquez Guevara.

	13.
	Geancarlo Rodríguez Gámez.

	14.
	Ramón Verduzco Argüelles.

	15.
	Oscar Rincón Zapata.

	16.
	Luis Humberto Valdés Flores.

	17.
	José Luis Barrera Rodríguez.

	18.
	Diana Carolina Castillo Díaz.


SEGUNDO.- Publíquese la lista de candidatos a ocupar el cargo de Fiscal General del Estado en la página del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano del Coahuila de Zaragoza.

TERCERO.- Envíese la referida lista al Ejecutivo del Estado para los efectos de lo previsto en el artículo 114 y demás relativos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, acompañándose de la copia de los expedientes respectivos.

Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Antonio Nerio Maltos (Secretario), Dip. Jesús de León Tello, Dip. Sergio Garza Castillo, Dip. Leonel Contreras Pámanes, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Luis Gurza Jaidar, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco y Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de Septiembre de 2017.

COMISIÓN ENCARGADA DE ATENDER LOS PROCESOS LEGISLATIVOS EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	OBSERVACIONES

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUIS GURZA JAIDAR
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN, DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, POR EL QUE SE EMITE LA CONVOCATORIA PÚBLICA PARA NOMBRAR A DOS COMISIONADOS DEL INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA.

La Comisión Transparencia y Acceso a la Información, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6 apartado A y 116 fracción VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 7 fracción VII de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 162, 163, 173 y demás relativos de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza; así como los artículos 82, 83, 111, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; y,

C O N S I D E R A N D O S

I.- Que por instrucción de la Presidencia del Pleno del Congreso del Estado de Coahuila, se turnó a la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información en fecha 11 de septiembre del año 2017, el oficio del Secretario Técnico del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública mediante el cual se comunica en términos del artículo 173 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la ausencia definitiva de dos de los Comisionados integrantes del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública;

II.- Que en términos del artículo 173 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, tal como lo precisa el Secretario Técnico del ICAI, la renuncia expresa de los Comisionados del ICAI, se considera ausencia definitiva.
III.- Que en términos del artículo 173 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, una vez que el Secretario Técnico del ICAI comunica la ausencia definitiva de los Comisionados del ICAI, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, deberá de iniciar en un plazo no mayor a 15 días, el procedimiento de designación de Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.
IV.- Que el artículo 162 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, precisa el procedimiento de designación de Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, mismo que en términos de la fracción I del citado artículo, señala que el Congreso del Estado, por conducto de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, deberá emitir la Convocatoria correspondiente, dirigida a la ciudadanía en general.

V.- Que el artículo 163 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, precisa los requisitos para ser Comisionado del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, mismos que son:

1.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;
2.- Contar por lo menos con treinta años al día de la designación;
3.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, se inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena;
4.- Contar con título profesional a nivel de licenciatura;
5.- Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación;
6.- Tener conocimientos en materia de transparencia, acceso a la información, protección de datos personales o cualquier materia a fin;
7.- No haber desempeñado un cargo de elección popular federal, estatal o municipal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;
8.- No haber desempeñado el cargo de Secretario o Subsecretario de la Administración Pública Estatal, de Procurador o Subprocurador, o de Director General de una entidad paraestatal o paramunicipal durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;
9.- No haber sido dirigente de un comité directivo, ejecutivo o equivalente de un partido político, en el ámbito nacional, estatal o municipal, ni ministro de ningún culto religioso, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;
10.- No tener antecedentes de una militancia activa o pública y notoria en algún partido político, cuando menos cinco años antes de su designación; y
11.- No haber desempeñado el cargo de Magistrado del Poder Judicial del Estado ni el de Director General del Instituto de Especialización Judicial durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación.
VI.- Que sin perjuicio de lo establecido en la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la presente Convocatoria establecerá los documentos mínimos para el registro de aspirantes, mismos que serán el soporte para cubrir los requisitos que la Ley en mención precisa para ser Comisionado del ICAI.

VII.- Que en términos del procedimiento de designación de Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, determinado en el artículo 162 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila, quienes integramos la presente Comisión consideramos que la Universidad Pública responsable de aplicar y evaluar el examen a que se refiere la fracción III del artículo antes mencionado, sea la Universidad Autónoma de Coahuila, en razón de la amplia representación que tiene en el estado, la diversidad académica con la que cuenta, así como los antecedentes y experiencia relacionada con su participación en procesos anteriores en lo relativo a la designación de integrantes del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información.  
VIII.- Que una vez que sea remitido a la Universidad Autónoma de Coahuila, el listado de los aspirantes que cumplen con los requisitos marcados, para que realice la función de evaluación de los exámenes aplicados referentes a la presente Convocatoria y los remita inmediatamente, una vez los tenga calificados a esta Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, se deberá continuar con el proceso de designación de los Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.

IX.- Una vez que concluya la etapa de comparecencias a que se refiere el procedimiento de designación de Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, remitirá para su votación el dictamen correspondiente con la propuesta de 2 aspirantes a ocupar el cargo de Comisionado del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública al Pleno del Congreso del Estado, para que en términos del artículo 162 fracción VI de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se vote y en su caso se apruebe la designación de los mismos, para ocupar las dos vacantes. 

En atención a las consideraciones anteriores, esta Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, en uso de sus atribuciones, somete a consideración del Pleno del Congreso del Estado, la siguiente:
C O N V O C A T O R I A   P Ú B L I C A

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6 apartado A y 116 fracción VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 7 fracción VII de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 162, 163, 173 y demás relativos de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza; así como los artículos 82, 83, 111, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, por lo que se: 
C O N V O C A 

A todos los ciudadanos interesados en ocupar el cargo de Comisionado del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 163 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, a  partir de las siguientes:

B A S E S
PRIMERA.- Los interesados deberán cumplir con todos los requisitos establecidos en el artículo 163 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, mismos que se enumeran a continuación:

1.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;
2.- Contar por lo menos con treinta años al día de la designación;
3.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, se inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena;
4.- Contar con título profesional a nivel de licenciatura;
5.- Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación;
6.- Tener conocimientos en materia de transparencia, acceso a la información, protección de datos personales o cualquier materia a fin;
7.- No haber desempeñado un cargo de elección popular federal, estatal o municipal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;
8.- No haber desempeñado el cargo de Secretario o Subsecretario de la Administración Pública Estatal, de Procurador o Subprocurador, o de Director General de una entidad paraestatal o paramunicipal durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;
9.- No haber sido dirigente de un comité directivo, ejecutivo o equivalente de un partido político, en el ámbito nacional, estatal o municipal, ni ministro de ningún culto religioso, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;
10.- No tener antecedentes de una militancia activa o pública y notoria en algún partido político, cuando menos cinco años antes de su designación; y
11.- No haber desempeñado el cargo de Magistrado del Poder Judicial del Estado ni el de Director General del Instituto de Especialización Judicial durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación.
SEGUNDA.- La Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, será la encargada de recibir las propuestas de aspirantes a Comisionado del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, las que deberán acompañarse de la siguiente documentación en original:
1. Carta dirigida a las Diputadas y Diputados de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, firmada por el aspirante, donde manifieste su voluntad expresa de registrarse en el proceso de designación de Comisionados del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, y señale un número telefónico donde se le pueda localizar, así como una dirección de correo electrónico personal a donde se le puedan enviar las comunicaciones consideradas en la presente convocatoria durante el proceso de selección. 

2. Currículum Vitae acompañado con fotografía actual. 

3. Copia certificada ante Notario Público de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar vigente con fotografía, por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional de Licenciatura, por ambos lados; 

d) Cédula Profesional por ambos lados. 
e) Documentos que el aspirante estime trascendentes para corroborar el currículum vitae y demuestren su conocimiento en materias de transparencia, acceso a la información pública, protección de datos personales, o cualquier materia a fin; 

4. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, que goza de buena reputación y no ha sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión y que no ha sido condenado por  delito de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, cualquiera que haya sido la pena; 

5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, que ha residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación.
6. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, tener conocimientos en materia de transparencia, acceso a la información, protección de datos personales, o cualquier materia afín, señalando que autoriza que su nombre, calificación, contenido del examen y currículum se hagan públicos en términos de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en el caso de presentar el examen a que refiere la presente convocatoria;
7. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, que no ha desempeñado un cargo de elección popular federal, estatal o municipal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de la designación;
8. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, que no ha desempeñado el cargo de Secretario o Subsecretario de la Administración Pública Estatal, de Procurador o Subprocurador, o de Director General de una entidad paraestatal o paramunicipal durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de la designación;
9. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, que no ha sido dirigente de un comité directivo, ejecutivo o equivalente de un partido político, en el ámbito nacional, estatal o municipal, ni ministro de ningún culto religioso, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de la designación;
10.  Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, que no tiene antecedentes de una militancia activa, o pública y notoria en algún partido político, cuando menos cinco años antes de la fecha de la designación;
11. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, que no ha desempeñado el cargo de Magistrado del Poder Judicial del Estado ni el de Director General del Instituto de Especialización Judicial durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de la designación; y
12. Un disco compacto que contenga en formato digital PDF, todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente.
La referida documentación se presentará en la oficina de la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, ubicada en Boulevard Francisco Coss S/N esquina con Álvaro Obregón, Zona Centro, Saltillo, Coahuila de Zaragoza, C.P. 25000, del viernes 29 de septiembre de 2017, al domingo 08 de octubre de 2017, en un horario de las 10:00 a las 18:00 horas.
TERCERA.- Agotada la etapa de recepción, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, verificará que los documentos proporcionados por cada aspirante sean los requeridos en la Base Segunda de la presente Convocatoria, y que los aspirantes cumplan con los requisitos del artículo 163 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza; emitiendo para tal efecto un dictamen en el que señale el número de aspirantes registrados, y quienes cumplieron con los requisitos exigidos en la ley, mismos que continuarán con el procedimiento de selección.
El Pleno del Congreso del Estado aprobará el Dictamen antes señalado a más tardar el viernes 13 de octubre de 2017, de conformidad con el artículo 162 fracción II de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

La falta de alguno de los documentos requeridos o su presentación fuera del tiempo y forma establecidos, será motivo suficiente para no validarse.

CUARTA.- La Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, por conducto de quien ésta designe, vía correo electrónico y/o vía telefónica, les comunicará a quienes cumplan con los requisitos a que refiere la Base Segunda de la presente convocatoria, a más tardar al día siguiente de que emita el dictamen correspondiente, que cumplen con los requisitos para continuar con el procedimiento de designación de Comisionados del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y podrán continuar con la siguiente etapa de selección, correspondiente al examen escrito, teórico y práctico, mismo que se aplicará y evaluará por la Universidad Autónoma de Coahuila, de acuerdo a la presente convocatoria.
El listado de los aspirantes que cumplieron con los requisitos, deberá de publicarse en la página electrónica del Congreso del Estado.
QUINTA.- De conformidad con el artículo 162 fracción III de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el examen se aplicará a aquellos aspirantes que hayan cumplido con los requisitos de registro a que refiere la primer etapa de selección, por conducto de la Universidad Autónoma de Coahuila, dentro de los 10 días naturales siguientes a la fecha en que el Congreso del Estado le remita el listado a que se hace referencia en la base anterior, al cual deberán acompañarse los correos electrónicos y números telefónicos respectivos.

La Universidad Autónoma de Coahuila, será la responsable de aplicar y calificar el examen a que se refiere el párrafo anterior. Dicho examen se llevará a cabo en el lugar que la Universidad determine; asimismo, deberá informarse oportunamente a los aspirantes que hayan cumplido con los requisitos, la fecha, hora y lugar en donde se les aplicará el examen mencionado.

La Universidad Autónoma de Coahuila, dentro del plazo consignado en el primer párrafo de la presente base, evaluará y remitirá una lista con los nombres completos de los aspirantes y resultados obtenidos en el examen antes señalado, así como los exámenes físicos a la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, para que se realice la publicación de los resultados en la página electrónica del Congreso del Estado, junto con la versión pública del currículum de cada uno de los aspirantes, a fin de que se continúe con el procedimiento de designación de Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, en términos de lo dispuesto en la fracción III del artículo 162 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

SEXTA.- El examen a que se refiere la anterior base, se considerará aprobado con una calificación mínima de 80 sobre 100 puntos. Quienes aprueben dicho examen, continuarán como aspirantes al cargo de Comisionado del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.
Asimismo, se deberá comunicar de manera inmediata vía correo electrónico y/o vía telefónica a todos los aspirantes que hayan aprobado el examen, que continuarán dentro del procedimiento de designación de Comisionados del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.

SÉPTIMA.- Una vez comunicados los resultados del examen a que se refieren las Bases Quinta, Sexta y la fracción III del artículo 162 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se citará vía correo electrónico y/o vía telefónica a los aspirantes que obtuvieron una calificación aprobatoria a comparecer ante la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, en audiencia pública, en las fechas que se indiquen para tal efecto, de conformidad con el artículo 162 fracción IV de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Las comparecencias se desarrollarán de acuerdo a lo siguiente:
1.- El aspirante tendrá un tiempo máximo de 10 minutos para explicar la idoneidad de su postulación para ser Comisionado.

2.- Transcurrido este tiempo, y en caso de que su presentación genere dudas o cuestionamientos, a las Diputadas o los Diputados, éstos podrán formular preguntas al aspirante; quien deberá desahogar las respuestas en una sola intervención, sin que el lapso entre preguntas y respuestas puedan superar el tiempo de 10 minutos; por lo que transcurrido este tiempo, se hará del conocimiento del compareciente y de las y los Diputados, para que concluya la intervención a la brevedad.

3.- Las Diputadas y Diputados que no forman parte de esta Comisión, si así lo desean podrán acudir a las comparecencias, y podrán formular preguntas, en los términos del inciso anterior.

4.- Las comparecencias serán públicas y, en la medida de lo posible serán transmitidas en vivo por la página del Congreso.

5.- Cualquier asunto relacionado con el formato y el calendario de las comparecencias, será resuelto por la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción.
OCTAVA.- Concluidas las comparecencias de los aspirantes, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, presentará un dictamen en el cual propondrá al Pleno del Congreso del Estado a los dos aspirantes que a su consideración cumplen con el perfil necesario para ser designados Comisionados del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, por un periodo de 7 años, mismo que se someterá a votación de dicho Pleno, en términos del artículo 162 fracciones V y VI de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

En caso de que la propuesta presentada ante el Pleno no alcance el voto aprobatorio de las dos terceras partes de los miembros presentes, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, presentará otra propuesta hasta obtener la aprobación correspondiente en términos del artículo 162 fracción VI de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

NOVENA.- En la integración de la propuesta, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, impulsará los entendimientos y convergencias necesarios que le permitan al Pleno designar a los dos Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, objeto de la presente Convocatoria. 

DÉCIMA.- Las dos personas que resulten designadas como Comisionados del Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, rendirán la protesta de ley ante el Pleno, antes de que inicien funciones.

DÉCIMA PRIMERA.- Los casos no previstos en la presente Convocatoria serán resueltos por la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, con pleno apego a la normatividad aplicable.
DÉCIMA SEGUNDA.- Publíquese la presente Convocatoria en el Periódico Oficial del Estado. Asimismo, en la página electrónica del Congreso del Estado, a partir de la fecha de su aprobación y hasta el día domingo ocho de octubre del año 2017, así como en al menos dos de los diarios de circulación estatal el día posterior a su aprobación.

Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, Diputado Luis Gurza Jaidar (Coordinador), Diputado Leonel Contreras Pámanes (Secretario), Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Diputada Martha Hortensia Garay Cadena y Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras en la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de septiembre de 2017.

COMISIÓN DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,546.99 M2., ubicado en la colonia “Ampliación Valle del Norte” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la “Asociación Emmanuel En Pro De Niños Autistas A.C.”, con objeto de cumplir con el interés público, para que dicha Asociación pueda formalizar la posesión del predio y que lleve a cabo el objetivo relativo al cuidado de niños autistas.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Pleno del Congreso el día 07 de diciembre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, según consta en la certificación del acta de Cabildo, de fecha 15 de noviembre 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,546.99 M2., ubicado en la colonia “Ampliación Valle del Norte” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la “Asociación Emmanuel En Pro De Niños Autistas A.C.”.

La superficie antes mencionada se identifica como fracción de terreno con una superficie de 4,546.99 M2., ubicada en la calle Rafael Talamantes N° 2217 de la colonia “Ampliación Valle del Norte” de la cabecera municipal y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide  27.96 metros y colinda con propiedad del C. Rafael González.

Al Sur:

mide  53.07 metros y colinda con manzana 11.

Al Oriente:

mide 120.33 metros y colinda con calle Rafael Talamantes.

Al Poniente:
mide 108.33 metros y colinda con Escuela Primaria Diana Laura Riojas de Colosio.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, en las oficinas del Registro Público de la ciudad de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 8120, Toma B, Foja 6, Libro 18, Sección I, de fecha 14 de noviembre de 2000.

QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de que la “Asociación Emmanuel En Pro De Niños Autistas A.C.”, cumpla con el interés público, para que dicha Asociación pueda formalizar la posesión del predio y que lleve a cabo el objetivo relativo al cuidado de niños autistas.

SEXTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Piedras Negras, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de formalizar la posesión del predio y cumplir con objetivo de dicha asociación, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,546.99 M2., ubicado en la colonia “Ampliación Valle del Norte” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la “Asociación Emmanuel En Pro De Niños Autistas A.C.”.

La superficie antes mencionada se identifica como fracción de terreno con una superficie de 4,546.99 M2., ubicada en la calle Rafael Talamantes N° 2217 de la colonia “Ampliación Valle del Norte” de la cabecera municipal y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide  27.96 metros y colinda con propiedad del C. Rafael González.

Al Sur:

mide  53.07 metros y colinda con manzana 11.

Al Oriente:

mide 120.33 metros y colinda con calle Rafael Talamantes.

Al Poniente:
mide 108.33 metros y colinda con Escuela Primaria Diana Laura Riojas de Colosio.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, en las oficinas del Registro Público de la ciudad de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 8120, Toma B, Foja 6, Libro 18, Sección I, de fecha 14 de noviembre de 2000.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que la “Asociación Emmanuel En Pro De Niños Autistas A.C.”, cumpla con el interés público, para que dicha Asociación pueda formalizar la posesión del predio y que lleve a cabo el objetivo relativo al cuidado de niños autistas.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de agosto de 2017.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 160.00 M2., ubicado en la colonia “Lucio Cabañas” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Jaime Alonso González Ibarra, con objeto del fomento a la vivienda para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 17 de mayo de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, según consta en la certificación del acta de Cabildo, de fecha 10 de abril 2017, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 160.00 M2., ubicado en la colonia “Lucio Cabañas” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Jaime Alonso González Ibarra.

La superficie antes mencionada se identifica como Lote 6 de la Manzana “G” con una superficie de 160.00 M2., ubicada en la colonia “Lucio Cabañas” de esa ciudad y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 10.00 metros y colinda con Lote 4.

Al Sur:

mide 10.00 metros y colinda con Avenida Francisco Villa Norte.

Al Oriente:

mide 16.00 metros y colinda con Lote 6.

Al Poniente:

mide 16.00 metros y colinda con Lote 7.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 1869, Libro 22-B, Folio 220, Sección I de fecha 10 de noviembre de 1989 por adquisición y bajo la Partida 41367, Libro 414, Sección I, de fecha 27 de abril de 2005, por lotificación.

QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto del fomento a la vivienda para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

SEXTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de que se lleve a cabo el fomento a la vivienda y regularizar la tenencia de la tierra, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 160.00 M2., ubicado en la colonia “Lucio Cabañas” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Jaime Alonso González Ibarra.

La superficie antes mencionada se identifica como Lote 6 de la Manzana “G” con una superficie de 160.00 M2., ubicada en la colonia “Lucio Cabañas” de esa ciudad y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 10.00 metros y colinda con Lote 4.

Al Sur:

mide 10.00 metros y colinda con Avenida Francisco Villa Norte.

Al Oriente:

mide 16.00 metros y colinda con Lote 6.

Al Poniente:

mide 16.00 metros y colinda con Lote 7.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 1869, Libro 22-B, Folio 220, Sección I de fecha 10 de noviembre de 1989 por adquisición y bajo la Partida 41367, Libro 414, Sección I, de fecha 27 de abril de 2005, por lotificación.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto del fomento a la vivienda para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de agosto de 2017.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 
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EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González

Secretario  
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 83.107 M2.,  ubicado en la colonia “Año de Juárez” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Valente Trejo Martínez, con el objeto de ampliar el desarrollo económico, a través de la creación de una empresa de beneficio colectivo.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de diciembre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, según consta en la certificación del acta de Cabildo número 288, de fecha 29 de septiembre 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 83.107 M2., ubicado en la colonia “Año de Juárez” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Valente Trejo Martínez.
El inmueble antes mencionado se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCION

SUPERFICIE DE 83.107 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

	EST.
	PV
	
	
	
	Y
	X

	
	
	
	
	1
	2,015.5640
	2,757.8670

	1
	2
	S 87°24’58.06”E
	9.880
	2
	2,015.1186
	2,767.7372

	2
	3
	S 05°19’07.45”W
	8.550
	3
	2,006.6054
	2,766.9447

	3
	8
	S 89°38’40.55”W
	9.078
	8
	2,006.5491
	2,757.8670

	8
	1
	N 00°00’00”E
	9.015
	1
	2,015.5640
	2,757.8670


Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe en las oficias del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 3674, Folio 20, Libro 13, Tomo A, Sección I, de fecha 18 de marzo de 1981.

QUINTO. La autorización de esta operación es con el objeto de ampliar el desarrollo económico, a través de la creación de una empresa de beneficio colectivo.
SEXTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Ramos Arizpe, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de que se lleve a cabo la construcción de una empresa con la creación de empleos, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 83.107 M2., ubicado en la colonia “Año de Juárez” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Valente Trejo Martínez.
El inmueble antes mencionado se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCION

SUPERFICIE DE 83.107 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

	EST.
	PV
	
	
	
	Y
	X

	
	
	
	
	1
	2,015.5640
	2,757.8670

	1
	2
	S 87°24’58.06”E
	9.880
	2
	2,015.1186
	2,767.7372

	2
	3
	S 05°19’07.45”W
	8.550
	3
	2,006.6054
	2,766.9447

	3
	8
	S 89°38’40.55”W
	9.078
	8
	2,006.5491
	2,757.8670

	8
	1
	N 00°00’00”E
	9.015
	1
	2,015.5640
	2,757.8670


Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe en las oficias del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 3674, Folio 20, Libro 13, Tomo A, Sección I, de fecha 18 de marzo de 1981.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con el objeto de ampliar el desarrollo económico, a través de la creación de una empresa de beneficio colectivo.
ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 19 de junio de 2017.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 6,010.856 M2., ubicado en el fraccionamiento “Loma Linda” de esta ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de los beneficiarios que se encuentran en la zona de restauración de la Sierra de Zapalinamé, con objeto del fomento a la vivienda para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 17 de mayo de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ”Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, según consta en la certificación del acta de Cabildo de fecha 27 de abril 2017, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 6,010.856 M2., ubicado en el fraccionamiento “Loma Linda” de esta ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de los beneficiarios que se encuentran en la zona de restauración de la Sierra de Zapalinamé.

El inmueble antes mencionado se identifica como 60 fracciones de terreno en la manzana 76 del Fraccionamiento “Loma Linda”, de esta ciudad que en conjunto suman una superficie de 6,010.856 M2., y se describen con las medidas y colindancias siguientes:

	FRACCION 76 -1
	NORTE 
	8.89
	CALLE PASTIZALES

	
	SUR 
	9.23
	FRACC.76-30

	
	ORIENTE 
	13.80
	FRACC.76- 2

	SUPERFICIE  124.922 m2
	PONIENTE 
	13.79
	CALLE MEZQUITE

	
	
	
	

	FRACCION 76 -2
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-29

	
	ORIENTE 
	13.81
	FRACC. 76-3

	SUPERFICIE  96.650  m2
	PONIENTE 
	13.80
	FRACC.76 -1

	
	
	
	

	FRACCION 76 -3
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-28

	
	ORIENTE 
	13.83
	FRACC. 76-4

	SUPERFICIE  96.750  m2
	PONIENTE 
	13.81
	FRACC.76 -2

	
	
	
	

	FRACCION  76 -4
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-27

	
	ORIENTE 
	13.84
	FRACC. 76-5

	SUPERFICIE  96.850 m2
	PONIENTE 
	13.83
	FRACC.76 -3

	
	
	
	

	FRACCION  76 -5
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-26

	
	ORIENTE 
	13.86
	FRACC. 76-6

	SUPERFICIE  96.950  m2
	PONIENTE 
	13.84
	FRACC.76 -4

	
	
	
	

	FRACCION 76  -6
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-25

	
	ORIENTE 
	13.87
	FRACC. 76-7

	SUPERFICIE  97.050  m2
	PONIENTE 
	13.86
	FRACC.76 -5

	
	
	
	

	FRACCION 76 -7
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-24

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76-8

	SUPERFICIE  97.150  m2
	PONIENTE 
	13.87
	FRACC.76 -6

	
	
	
	

	FRACCION  76 -8
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-23

	
	ORIENTE 
	13.90
	FRACC. 76-9

	SUPERFICIE  97.250  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC.76 -7

	
	
	
	

	FRACCION  76 -9
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-22

	
	ORIENTE 
	13.91
	FRACC. 76-10

	SUPERFICIE  97.350  m2
	PONIENTE 
	13.90
	FRACC.76 - 8

	
	
	
	

	FRACCION  76 -10
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-21

	
	ORIENTE 
	13.93
	FRACC. 76-11

	SUPERFICIE  97.450  m2
	PONIENTE 
	13.91
	FRACC.76 -9

	
	
	
	

	FRACCION  76  -11
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-20

	
	ORIENTE 
	13.94
	FRACC. 76-12

	SUPERFICIE  97.550  m2
	PONIENTE 
	13.93
	FRACC.76 - 10

	
	
	
	

	FRACCION  76 -12
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-19

	
	ORIENTE 
	13.96
	FRACC. 76-13

	SUPERFICIE   97.650  m2
	PONIENTE 
	13.94
	FRACC.76 - 11

	
	
	
	

	FRACCION  76 -13
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-18

	
	ORIENTE 
	13.97
	FRACC. 76-14

	SUPERFICIE  97.750  m2
	PONIENTE 
	13.96
	FRACC.76 - 12

	
	
	
	

	FRACCION 76 -14
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-17

	
	ORIENTE 
	13.99
	FRACC. 76- 15

	SUPERFICIE  97.850  m2
	PONIENTE 
	13.97
	FRACC.76 - 13

	
	
	
	

	FRACCION 76 -15
	NORTE 
	7.01
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.01
	FRACC.76-16

	
	ORIENTE 
	14.00
	CALLE HUIZACHE

	SUPERFICIE  98.133  m2
	PONIENTE 
	13.99
	FRACC.76 - 14

	
	
	
	

	FRACCION  76 -16
	NORTE 
	7.01
	FRACC. 76 - 15

	
	SUR 
	7.01
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	CALLE HUIZACHE

	SUPERFICIE  98.184 m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 17

	
	
	
	

	FRACCION 76 -17
	NORTE 
	7.00
	FRACC.76 - 14

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 -16

	SUPERFICIE  98.000  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 -18

	
	
	
	

	FRACCION 76 -18
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 13

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC 76 -  17

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 19

	
	
	
	

	FRACCION 76-19
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -12

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 18

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 20

	
	
	
	

	FRACCION  76 -20
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -11

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC.  76 - 19

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 21

	
	
	
	

	FRACCION 76  -21
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -10

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 20

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 22

	
	
	
	

	FRACCION 76 -22
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -9

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 21

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 23

	
	
	
	

	FRACCION 76 -23
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -8

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 -22

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 24

	
	
	
	

	FRACCION  76-24
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -7

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 23

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 25

	
	
	
	

	FRACCION  76-25
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -6

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 24

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 26

	
	
	
	

	FRACCION  76-26
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -5

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76-25

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 27

	
	
	
	

	FRACCION  76 -27
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -4

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 26

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 28

	
	
	
	

	FRACCION  76-28
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -3

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 27

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 29

	
	
	
	

	FRACCION  76 -29
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -2

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76- 28

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 30

	
	
	
	

	FRACCION  76 -30
	NORTE 
	9.23
	FRACC. 76 -1

	
	SUR 
	9.58
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 29

	SUPERFICIE  131.666  m2
	PONIENTE 
	14.00
	CALLE MEZQUITE

	
	
	
	

	FRACCION  76-31
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.35
	FRACC. 76 - 60

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -32

	SUPERFICIE  99.643  m2
	PONIENTE 
	13.90
	CALLE MEZQUITE

	
	
	
	

	FRACCION 76 -32
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 59

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 33

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -31

	
	
	
	

	FRACCION  76-33
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 58

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 34

	SUPERFICIE  97.238 m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -32

	
	
	
	

	FRACCION  76 -34
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 57

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 35

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -33

	
	
	
	

	FRACCION 76  -35
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 56

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 36

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -34

	
	
	
	

	FRACCION  76 -36
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 55

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 37

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -35

	
	
	
	

	FRACCION 76 -37
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 54

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 38

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -36

	
	
	
	

	FRACCION  76 -38
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 53

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 39

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -37

	
	
	
	

	FRACCION 76 -39
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 52

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 40

	SUPERFICIE  97.238 m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -38

	
	
	
	

	FRACCION  76 -40
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 51

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 41

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -39

	
	
	
	

	FRACCION  76-41
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 50

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 42

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -40

	
	
	
	

	FRACCION   76-42
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 49

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 43

	SUPERFICIE  97.238 m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -41

	
	
	
	

	FRACCION   76-43
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 48

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 44

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -42

	
	
	
	

	FRACCION  76-44
	NORTE 
	8.46
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	8.46
	FRACC. 76 - 47

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 45

	SUPERFICIE  117.531  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -43

	
	
	
	

	FRACCION  76 -45
	NORTE 
	8.46
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	8.46
	FRACC. 76 - 46

	
	ORIENTE 
	13.89
	CALLE HUIZACHE

	SUPERFICIE  117.531  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -44

	
	
	
	

	FRACCION   76-46
	NORTE 
	8.46
	FRACC. 76 - 45

	
	SUR 
	8.46
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.89
	CALLE HUIZACHE

	SUPERFICIE  117.603 m2
	PONIENTE 
	13.91
	FRACC. 76 - 47

	
	
	
	

	FRACCION  76-47
	NORTE 
	8.46
	FRACC. 76 - 44

	
	SUR 
	8.46
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.91
	FRACC. 76 - 46

	SUPERFICIE  117.746  m2
	PONIENTE 
	13.92
	FRACC. 76 - 48

	
	
	
	

	FRACCION  76 -48
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 43

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.92
	FRACC. 76 - 47

	SUPERFICIE  97.523  m2
	PONIENTE 
	13.94
	FRACC. 76 - 49

	
	
	
	

	FRACCION   76-49
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 42

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.94
	FRACC. 76 - 48

	SUPERFICIE  97.621  m2
	PONIENTE 
	13.95
	FRACC. 76 - 50

	
	
	
	

	FRACCION   76-50
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 41

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.95
	FRACC. 76 - 49

	SUPERFICIE 97.718
	PONIENTE 
	13.97
	FRACC. 76 - 51

	
	
	
	

	FRACCION  76 -51
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 40

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.97
	FRACC. 76 - 50

	SUPERFICIE  97.816 m2
	PONIENTE 
	13.98
	FRACC. 76 - 52

	
	
	
	

	FRACCION  76-52
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 39

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.98
	FRACC. 76 - 51

	SUPERFICIE  97.914  m2
	PONIENTE 
	13.99
	FRACC. 76 - 53

	
	
	
	

	FRACCION  76 -53
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 38

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.99
	FRACC. 76 - 52

	SUPERFICIE  98.012 m2
	PONIENTE 
	14.01
	FRACC. 76 - 54

	
	
	
	

	FRACCION  76 -54
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 37

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.01
	FRACC. 76 - 53

	SUPERFICIE  98.110  m2
	PONIENTE 
	14.02
	FRACC. 76 - 55

	
	
	
	

	FRACCION  76 -55
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 36

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.02
	FRACC. 76 - 54

	SUPERFICIE  98.207 m2
	PONIENTE 
	14.04
	FRACC. 76 - 56

	
	
	
	

	FRACCION  76 -56
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 35

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.04
	FRACC. 76 - 55

	SUPERFICIE  98.305  m2
	PONIENTE 
	14.05
	FRACC. 76 - 57

	
	
	
	

	FRACCION  76 -57
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 34

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.05
	FRACC. 76 - 56

	SUPERFICIE  98.403  m2
	PONIENTE 
	14.06
	FRACC. 76 - 58

	
	
	
	

	FRACCION  76 -58
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 33

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.06
	FRACC. 76 - 57

	SUPERFICIE  98.501  m2
	PONIENTE 
	14.08
	FRACC. 76 - 59

	
	
	
	

	FRACCION  76 -59
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 32

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.08
	FRACC. 76 - 58

	SUPERFICIE  98.599 m2
	PONIENTE 
	14.09
	FRACC. 76 - 60

	
	
	
	

	FRACCION  76 -60
	NORTE 
	7.35
	FRACC. 76 - 31

	
	SUR 
	7.70
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.09
	FRACC. 76 - 59

	SUPERFICIE  106.062 m2
	PONIENTE 
	14.11
	CALLE MEZQUITE 


Dicho inmueble es propiedad municipal según consta en Escritura Pública Número 83 pasada ante la fe del Lic. Jesús Francisco Aguirre Garza, Notario Público No.12 del Distrito de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, de fecha 14 de marzo de 2014, en la que se hace constar contrato de donación a favor del R. Ayuntamiento de Saltillo de la Manzana 76 del Fraccionamiento Loma Linda de esta ciudad.

QUINTO. La autorización de esta operación es con el objeto del fomento a la vivienda para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

SEXTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Saltillo, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de garantizar la posesión del inmueble para fomentar la vivienda y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 6,010.856 M2., ubicado en el fraccionamiento “Loma Linda” de esta ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de los beneficiarios que se encuentran en la zona de restauración de la Sierra de Zapalinamé.

El inmueble antes mencionado se identifica como 60 fracciones de terreno en la manzana 76 del Fraccionamiento “Loma Linda”, de esta ciudad que en conjunto suman una superficie de 6,010.856 M2., y se describen con las medidas y colindancias siguientes:

	FRACCION 76 -1
	NORTE 
	8.89
	CALLE PASTIZALES

	
	SUR 
	9.23
	FRACC.76-30

	
	ORIENTE 
	13.80
	FRACC.76- 2

	SUPERFICIE  124.922 m2
	PONIENTE 
	13.79
	CALLE MEZQUITE

	
	
	
	

	FRACCION 76 -2
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-29

	
	ORIENTE 
	13.81
	FRACC. 76-3

	SUPERFICIE  96.650  m2
	PONIENTE 
	13.80
	FRACC.76 -1

	
	
	
	

	FRACCION 76 -3
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-28

	
	ORIENTE 
	13.83
	FRACC. 76-4

	SUPERFICIE  96.750  m2
	PONIENTE 
	13.81
	FRACC.76 -2

	
	
	
	

	FRACCION  76 -4
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-27

	
	ORIENTE 
	13.84
	FRACC. 76-5

	SUPERFICIE  96.850 m2
	PONIENTE 
	13.83
	FRACC.76 -3

	
	
	
	

	FRACCION  76 -5
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-26

	
	ORIENTE 
	13.86
	FRACC. 76-6

	SUPERFICIE  96.950  m2
	PONIENTE 
	13.84
	FRACC.76 -4

	
	
	
	

	FRACCION 76  -6
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-25

	
	ORIENTE 
	13.87
	FRACC. 76-7

	SUPERFICIE  97.050  m2
	PONIENTE 
	13.86
	FRACC.76 -5

	
	
	
	

	FRACCION 76 -7
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-24

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76-8

	SUPERFICIE  97.150  m2
	PONIENTE 
	13.87
	FRACC.76 -6

	
	
	
	

	FRACCION  76 -8
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-23

	
	ORIENTE 
	13.90
	FRACC. 76-9

	SUPERFICIE  97.250  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC.76 -7

	
	
	
	

	FRACCION  76 -9
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-22

	
	ORIENTE 
	13.91
	FRACC. 76-10

	SUPERFICIE  97.350  m2
	PONIENTE 
	13.90
	FRACC.76 - 8

	
	
	
	

	FRACCION  76 -10
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-21

	
	ORIENTE 
	13.93
	FRACC. 76-11

	SUPERFICIE  97.450  m2
	PONIENTE 
	13.91
	FRACC.76 -9

	
	
	
	

	FRACCION  76  -11
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-20

	
	ORIENTE 
	13.94
	FRACC. 76-12

	SUPERFICIE  97.550  m2
	PONIENTE 
	13.93
	FRACC.76 - 10

	
	
	
	

	FRACCION  76 -12
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-19

	
	ORIENTE 
	13.96
	FRACC. 76-13

	SUPERFICIE   97.650  m2
	PONIENTE 
	13.94
	FRACC.76 - 11

	
	
	
	

	FRACCION  76 -13
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-18

	
	ORIENTE 
	13.97
	FRACC. 76-14

	SUPERFICIE  97.750  m2
	PONIENTE 
	13.96
	FRACC.76 - 12

	
	
	
	

	FRACCION 76 -14
	NORTE 
	7.00
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.00
	FRACC.76-17

	
	ORIENTE 
	13.99
	FRACC. 76- 15

	SUPERFICIE  97.850  m2
	PONIENTE 
	13.97
	FRACC.76 - 13

	
	
	
	

	FRACCION 76 -15
	NORTE 
	7.01
	CALLE PASTIZALES 

	
	SUR 
	7.01
	FRACC.76-16

	
	ORIENTE 
	14.00
	CALLE HUIZACHE

	SUPERFICIE  98.133  m2
	PONIENTE 
	13.99
	FRACC.76 - 14

	
	
	
	

	FRACCION  76 -16
	NORTE 
	7.01
	FRACC. 76 - 15

	
	SUR 
	7.01
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	CALLE HUIZACHE

	SUPERFICIE  98.184 m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 17

	
	
	
	

	FRACCION 76 -17
	NORTE 
	7.00
	FRACC.76 - 14

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 -16

	SUPERFICIE  98.000  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 -18

	
	
	
	

	FRACCION 76 -18
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 13

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC 76 -  17

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 19

	
	
	
	

	FRACCION 76-19
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -12

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 18

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 20

	
	
	
	

	FRACCION  76 -20
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -11

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC.  76 - 19

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 21

	
	
	
	

	FRACCION 76  -21
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -10

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 20

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 22

	
	
	
	

	FRACCION 76 -22
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -9

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 21

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 23

	
	
	
	

	FRACCION 76 -23
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -8

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 -22

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 24

	
	
	
	

	FRACCION  76-24
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -7

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 23

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 25

	
	
	
	

	FRACCION  76-25
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -6

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 24

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 26

	
	
	
	

	FRACCION  76-26
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -5

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76-25

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 27

	
	
	
	

	FRACCION  76 -27
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -4

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 26

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 28

	
	
	
	

	FRACCION  76-28
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -3

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 27

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 29

	
	
	
	

	FRACCION  76 -29
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 -2

	
	SUR 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76- 28

	SUPERFICIE  98.00  m2
	PONIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 30

	
	
	
	

	FRACCION  76 -30
	NORTE 
	9.23
	FRACC. 76 -1

	
	SUR 
	9.58
	CALLE ALBARDA

	
	ORIENTE 
	14.00
	FRACC. 76 - 29

	SUPERFICIE  131.666  m2
	PONIENTE 
	14.00
	CALLE MEZQUITE

	
	
	
	

	FRACCION  76-31
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.35
	FRACC. 76 - 60

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -32

	SUPERFICIE  99.643  m2
	PONIENTE 
	13.90
	CALLE MEZQUITE

	
	
	
	

	FRACCION 76 -32
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 59

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 33

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -31

	
	
	
	

	FRACCION  76-33
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 58

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 34

	SUPERFICIE  97.238 m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -32

	
	
	
	

	FRACCION  76 -34
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 57

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 35

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -33

	
	
	
	

	FRACCION 76  -35
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 56

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 36

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -34

	
	
	
	

	FRACCION  76 -36
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 55

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 37

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -35

	
	
	
	

	FRACCION 76 -37
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 54

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 38

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -36

	
	
	
	

	FRACCION  76 -38
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 53

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 39

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -37

	
	
	
	

	FRACCION 76 -39
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 52

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 40

	SUPERFICIE  97.238 m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -38

	
	
	
	

	FRACCION  76 -40
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 51

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 41

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -39

	
	
	
	

	FRACCION  76-41
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 50

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 42

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -40

	
	
	
	

	FRACCION   76-42
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 49

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 43

	SUPERFICIE  97.238 m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -41

	
	
	
	

	FRACCION   76-43
	NORTE 
	7.00
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	7.00
	FRACC. 76 - 48

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 44

	SUPERFICIE  97.238  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -42

	
	
	
	

	FRACCION  76-44
	NORTE 
	8.46
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	8.46
	FRACC. 76 - 47

	
	ORIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 - 45

	SUPERFICIE  117.531  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -43

	
	
	
	

	FRACCION  76 -45
	NORTE 
	8.46
	CALLE ALBARDA

	
	SUR 
	8.46
	FRACC. 76 - 46

	
	ORIENTE 
	13.89
	CALLE HUIZACHE

	SUPERFICIE  117.531  m2
	PONIENTE 
	13.89
	FRACC. 76 -44

	
	
	
	

	FRACCION   76-46
	NORTE 
	8.46
	FRACC. 76 - 45

	
	SUR 
	8.46
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.89
	CALLE HUIZACHE

	SUPERFICIE  117.603 m2
	PONIENTE 
	13.91
	FRACC. 76 - 47

	
	
	
	

	FRACCION  76-47
	NORTE 
	8.46
	FRACC. 76 - 44

	
	SUR 
	8.46
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.91
	FRACC. 76 - 46

	SUPERFICIE  117.746  m2
	PONIENTE 
	13.92
	FRACC. 76 - 48

	
	
	
	

	FRACCION  76 -48
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 43

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.92
	FRACC. 76 - 47

	SUPERFICIE  97.523  m2
	PONIENTE 
	13.94
	FRACC. 76 - 49

	
	
	
	

	FRACCION   76-49
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 42

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.94
	FRACC. 76 - 48

	SUPERFICIE  97.621  m2
	PONIENTE 
	13.95
	FRACC. 76 - 50

	
	
	
	

	FRACCION   76-50
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 41

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.95
	FRACC. 76 - 49

	SUPERFICIE 97.718
	PONIENTE 
	13.97
	FRACC. 76 - 51

	
	
	
	

	FRACCION  76 -51
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 40

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.97
	FRACC. 76 - 50

	SUPERFICIE  97.816 m2
	PONIENTE 
	13.98
	FRACC. 76 - 52

	
	
	
	

	FRACCION  76-52
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 39

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.98
	FRACC. 76 - 51

	SUPERFICIE  97.914  m2
	PONIENTE 
	13.99
	FRACC. 76 - 53

	
	
	
	

	FRACCION  76 -53
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 38

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	13.99
	FRACC. 76 - 52

	SUPERFICIE  98.012 m2
	PONIENTE 
	14.01
	FRACC. 76 - 54

	
	
	
	

	FRACCION  76 -54
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 37

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.01
	FRACC. 76 - 53

	SUPERFICIE  98.110  m2
	PONIENTE 
	14.02
	FRACC. 76 - 55

	
	
	
	

	FRACCION  76 -55
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 36

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.02
	FRACC. 76 - 54

	SUPERFICIE  98.207 m2
	PONIENTE 
	14.04
	FRACC. 76 - 56

	
	
	
	

	FRACCION  76 -56
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 35

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.04
	FRACC. 76 - 55

	SUPERFICIE  98.305  m2
	PONIENTE 
	14.05
	FRACC. 76 - 57

	
	
	
	

	FRACCION  76 -57
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 34

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.05
	FRACC. 76 - 56

	SUPERFICIE  98.403  m2
	PONIENTE 
	14.06
	FRACC. 76 - 58

	
	
	
	

	FRACCION  76 -58
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 33

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.06
	FRACC. 76 - 57

	SUPERFICIE  98.501  m2
	PONIENTE 
	14.08
	FRACC. 76 - 59

	
	
	
	

	FRACCION  76 -59
	NORTE 
	7.00
	FRACC. 76 - 32

	
	SUR 
	7.00
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.08
	FRACC. 76 - 58

	SUPERFICIE  98.599 m2
	PONIENTE 
	14.09
	FRACC. 76 - 60

	
	
	
	

	FRACCION  76 -60
	NORTE 
	7.35
	FRACC. 76 - 31

	
	SUR 
	7.70
	CALLE TOMILLO

	
	ORIENTE 
	14.09
	FRACC. 76 - 59

	SUPERFICIE  106.062 m2
	PONIENTE 
	14.11
	CALLE MEZQUITE 


Dicho inmueble es propiedad municipal según consta en Escritura Pública Número 83 pasada ante la fe del Lic. Jesús Francisco Aguirre Garza, Notario Público No.12 del Distrito de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, de fecha 14 de marzo de 2014, en la que se hace constar contrato de donación a favor del R. Ayuntamiento de Saltillo de la Manzana 76 del Fraccionamiento Loma Linda de esta ciudad.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con el objeto del fomento a la vivienda para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 21 de septiembre de 2017.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González

Secretario  
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Monclova, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 15 años, de dos inmuebles que cuentan con una superficie de 32,429.62 M2., y 34,373.83 M2., ubicado en la colonia Ciudad Deportiva de esa ciudad, a favor de PROMOTORA DEPORTIVA GAN, S.A. DE C.V., con objeto de una necesidad de interés público para beneficiar a los habitantes de esa región con un centro deportivo de sano esparcimiento familiar y social.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 05 de abril de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 301, 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ”Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 31 de marzo de 2017, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, celebrar un contrato de comodato por un lapso de 15 años, de dos inmuebles que cuentan con una superficie de 32,429.62 M2., y 34,373.83 M2., ubicado en la colonia Ciudad Deportiva de esa ciudad, a favor de PROMOTORA DEPORTIVA GAN, S.A. DE C.V.

La primera superficie antes mencionada se identifica como de lote de terreno con una superficie de 32,429.62 M2., ubicado catastralmente como zona 34, manzana 104, lote 001, en el cual se encuentra construido el estacionamiento del Estadio Monclova, de esa ciudad, la cual cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nor-oriente:

mide 223.40 metros y colinda con calle Rubén Jaramillo.

Al Sur:


mide 227.64 metros y colinda con lote 24 (Estadio Monclova).

Al Oriente:


mide 143.80 metros y colinda con Avenida Acereros.

Al Poniente:


mide 143.80 metros y colinda con Avenida Estadio.

La segunda superficie antes mencionada se identifica catastralmente como lote 24-A, en la cual se encuentra construido el Estadio Monclova, de esa ciudad, la cual se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE DE 34,373.83 M2.

	LADO
	RUMBO
	MEDIDA

	1-2
	N 36°01’38”E
	12.92

	2-3
	N  07°50’31”E
	79.59

	3-4
	N 23°59’29”E
	49.13

	4-5
	N 65°04’15”W
	227.64

	5-7
	S 25°39’53”W
	88.82

	7-8
	S 64°03’47”E
	47.87

	8-9
	S 31°26’34”W
	4.80

	9-10
	S 26°38’20”W
	4.78

	10-11
	S 24°32’29”W
	5.36

	11-12
	S 10°38’31”W
	5.38

	12-13
	S 01°17’35”E
	5.23

	13-14
	S 04°42’18”E
	4.95

	14-15
	S 07°03’29”E
	5.06

	15-16
	S 09°19’39”E
	4.96

	16-17
	S 11°30’50”E
	5.06

	17-18
	S 14°37’12”E
	5.02

	18-19
	S 15°42’34”E
	5.05

	19-20
	S 17°31’45”E
	5.20

	20-21
	S 23°53’54”E
	4.86

	21-22
	S 23°28’35”E
	5.06

	22-23
	S 26°08’02”E
	5.05

	23-24
	S 29°01’26”E
	4.98

	24-25
	S 30°16’18”E
	5.04

	25-26
	S 33°39’29”E
	5.01

	26-27
	S 36°17’38”E
	5.24

	27-28
	S 41°53’17”E
	5.29

	28-29
	S 48°22’02”W
	9.88

	29-30
	S 49°43’57”E
	33.97

	30-1
	S 89°18’23”E
	127.73


Son dos predios municipales que se pretenden dar en comodato, el primero corresponde a donde actualmente se encuentra construido el Estadio Monclova, en el segundo de ellos se encuentra construido el estacionamiento del estadio. Dichos inmuebles se encuentran inscritos con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Monclova, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Monclova del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 16603, Libro 46-D, Sección I de fecha 13 de julio de 1979.

QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de una necesidad de interés público para celebrar un contrato de comodato con la Sociedad Mercantil “Promotora Deportiva GAN”, toda vez que trae consigo un beneficio social, al otorgar a los habitantes de la región, un centro deportivo, de sano esparcimiento familiar y social.

SEXTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Monclova, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia del contrato de comodato de acuerdo a la superficie en mención, logrando así la posibilidad de llevar a cabo la instalación de un centro deportivo que beneficiará a los habitantes de la región, el cual otorgará un beneficio social. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Monclova, Coahuila de Zaragoza, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 15 años, de dos inmuebles que cuentan con una superficie de 32,429.62 M2., y 34,373.83 M2., ubicado en la colonia Ciudad Deportiva de esa ciudad, a favor de PROMOTORA DEPORTIVA GAN, S.A. DE C.V.

La primera superficie antes mencionada se identifica como de lote de terreno con una superficie de 32,429.62 M2., ubicado catastralmente como zona 34, manzana 104, lote 001, en el cual se encuentra construido el estacionamiento del Estadio Monclova, de esa ciudad, la cual cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nor-oriente:

mide 223.40 metros y colinda con calle Rubén Jaramillo.

Al Sur:


mide 227.64 metros y colinda con lote 24 (Estadio Monclova).

Al Oriente:


mide 143.80 metros y colinda con Avenida Acereros.

Al Poniente:


mide 143.80 metros y colinda con Avenida Estadio.

La segunda superficie antes mencionada se identifica catastralmente como lote 24-A, en la cual se encuentra construido el Estadio Monclova, de esa ciudad, la cual se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE DE 34,373.83 M2.

	LADO
	RUMBO
	MEDIDA

	1-2
	N 36°01’38”E
	12.92

	2-3
	N  07°50’31”E
	79.59

	3-4
	N 23°59’29”E
	49.13

	4-5
	N 65°04’15”W
	227.64

	5-7
	S 25°39’53”W
	88.82

	7-8
	S 64°03’47”E
	47.87

	8-9
	S 31°26’34”W
	4.80

	9-10
	S 26°38’20”W
	4.78

	10-11
	S 24°32’29”W
	5.36

	11-12
	S 10°38’31”W
	5.38

	12-13
	S 01°17’35”E
	5.23

	13-14
	S 04°42’18”E
	4.95

	14-15
	S 07°03’29”E
	5.06

	15-16
	S 09°19’39”E
	4.96

	16-17
	S 11°30’50”E
	5.06

	17-18
	S 14°37’12”E
	5.02

	18-19
	S 15°42’34”E
	5.05

	19-20
	S 17°31’45”E
	5.20

	20-21
	S 23°53’54”E
	4.86

	21-22
	S 23°28’35”E
	5.06

	22-23
	S 26°08’02”E
	5.05

	23-24
	S 29°01’26”E
	4.98

	24-25
	S 30°16’18”E
	5.04

	25-26
	S 33°39’29”E
	5.01

	26-27
	S 36°17’38”E
	5.24

	27-28
	S 41°53’17”E
	5.29

	28-29
	S 48°22’02”W
	9.88

	29-30
	S 49°43’57”E
	33.97

	30-1
	S 89°18’23”E
	127.73


Son dos predios municipales que se pretenden dar en comodato, el primero corresponde a donde actualmente se encuentra construido el Estadio Monclova, en el segundo de ellos se encuentra construido el estacionamiento del estadio. Dichos inmuebles se encuentran inscritos con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Monclova, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Monclova del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 16603, Libro 46-D, Sección I de fecha 13 de julio de 1979.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de una necesidad de interés público para celebrar un contrato de comodato con la Sociedad Mercantil “Promotora Deportiva GAN”, toda vez que trae consigo un beneficio social, al otorgar a los habitantes de la región, un centro deportivo, de sano esparcimiento familiar y social.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Monclova, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la celebración del contrato de comodato correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice el contrato de comodato que se autoriza, en el lapso de veinticuatro meses a partir de la fecha de publicación del presente Decreto, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de la operación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en el contrato correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 21 de septiembre de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




� http://www.eldiariodecoahuila.com.mx/nacional/2017/9/27/aguardan-personas-trasplante-679899.html


� http://www.zocalo.com.mx/seccion/articulo/persiste-rezago-de-donadores
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